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RESUMEN  

___________________________________________________________________________ 

 

Las disputas violentas por el acceso y control de la tierra y los recursos naturales asociados a 

ella, como el agua, los bosques y los minerales, han alimentado los ciclos históricos de 

violencia relacionados con el desarrollo del conflicto armado interno (CAI) colombiano. Por 

lo tanto, esta disertación busca comprender cómo los patrones históricos de acceso y control 

de la tierra, y los recursos naturales asociados a ella, han influenciado el desarrollo de cada una 

de las etapas del CAI colombiano, y cómo durante el desarrollo del CAI se han moldeado los 

procesos de acceso y control de la tierra. En este sentido, esta disertación ha abarcado 

disciplinas como la ecología política, los estudios agrarios y los estudios de conflicto y paz, 

para analizar las relaciones entre el CAI colombiano y el acaparamiento de tierras, la reforma 

agraria y la gestión de los conflictos. 

 

La disertación comienza explorando los vínculos entre la reforma agraria y el conflicto armado 

interno en cuatro países que atravesaron un proceso similar al colombiano, a saber, El Salvador, 

Guatemala, Nicaragua y Sudáfrica. Los resultados revelan que la tipología de la reforma 

agraria, la relación de poder entre las élites y la desigualdad socioeconómica son los factores 

más influyentes en el post-conflicto colombiano. Con base en estos hallazgos, sugiero que la 

nueva reforma agraria en Colombia no cumple con las condiciones para la construcción de la 

paz basada en el acceso y reparto justo de la tierra. Luego, se analizan los procesos históricos 

de acaparamiento de tierras para identificar los actores, motivaciones y principales mecanismos 

que subyacen en tales procesos, así como sus vínculos con la violencia en cada una de las etapas 

del CAI. Los resultados obtenidos revelan que fenómeno de acaparamiento de tierras es un 

proceso atemporal y permanente que sigue provocando disputas violentas por el acceso y 

control de la tierra, transgrediendo de esta forma los propósitos dirigidos a la construcción de 

paz.  La disertación avanza explorando las asociaciones entre las diferentes formas de violencia 

asociadas al conflicto armado y la variación del área cosechada de los principales cultivos 

agrícolas, entre 1987 y 2015, para cada uno de los departamentos que conforman el territorio 

colombiano. Los hallazgos de este análisis sugieren, por un lado, que la expansión del cultivo 

de coca no está vinculada con el desplazamiento masivo de la población rural, por el contrario, 

involucran otras formas de violencia como los homicidios, las desapariciones forzadas y el 

confinamiento, que a menudo son perpetradas por los actores armados y narcotraficantes para 

obligar a la población rural a cambiar el uso tradicional de sus suelos, por el otro,  que la 

intensificación de los cultivos agroindustriales involucra otras formas de violencia que suelen 

ser menos visibles que los desplazamientos forzados, mismos que a menudo envuelven 

“acciones legítimas” para apropiarse de la tierra tales como la compra-venta, los 

arrendamientos y alianzas empresariales entre la población rural y empresarios agrícolas, en 

condiciones de desigualdad. Finalmente, la disertación culmina con el capítulo de conclusiones 

que ofrece algunas contribuciones conceptuales y metodológicas a los estudios 

interdisciplinares que tratan de explorar la relación entre recursos naturales y conflictos 

armados internos.  

 

Palabras claves: Colombia, conflicto armado, reforma agraria, acaparamiento de tierras  
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1 Introducción 

El estallido del Conflicto Armado Interno (CAI) colombiano tiene su origen histórico en las 

políticas agrarias de finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX que emprendieron en el 

país la privatización de grandes extensiones de tierra pública para la producción de materias 

primas agrícolas (LeGrand, 1984; Machado, 2009). Estas políticas contribuyeron a que las 

élites agrarias y algunas empresas agrícolas trasnacionales concentraran la mayor parte de la 

superficie agrícola del país, mientras que para la población rural la concentración de la tierra 

significó el despojamiento territorial, el incremento de la pobreza y la exclusión social 

(Albertus & Kaplan, 2013; McBeth et al., 1994).  

Los conflictos por el acceso a la tierra entre elites terratenientes, empresas agrícolas y 

pobladores rurales alimentarían las confrontaciones armadas del periodo conocido como La 

Violencia (1946-1958) (Albán, 2011; Franco & De los Ríos, 2011). En este periodo surgirían 

varias organizaciones campesinas que a través de la movilización pretendían presionar al 

estado para tener un acceso justo a la tierra (Berry, 2002; Trujillo, 2014). Sin embargo, las 

relaciones de poder entre terratenientes, empresarios agrarios  y políticos permitieron reprimir 

rápidamente las movilizaciones campesinas y evitar trasformaciones estructurales en las zonas 

rurales (Thomson, 2011). Esta situación originaria el estallido del CAI tras la agrupación de 

las organizaciones campesinas alrededor de lo que se llamaron las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) en el año de 1964 (Reyes, 1987).  

A partir del año 1964, otros actores armados se han visto involucrados en el conflicto, siendo 

los más relevantes: las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) o paramilitares, el Ejército 

de Liberación Nacional (ELN) y las Bandas Criminales Emergentes (BACRIM) (Grajales, 

2011; Ríos, 2018; Villarraga, 2015). Durante el escalonamiento del conflicto (1964 - 2015), 



3 

 

han coexistido en el país dos procesos relacionados con el acceso y control de la tierra y el 

CAI. El primero de ellos está conectado por un lado con la continuación de las políticas de 

privatización de tierras de publicas, y por el otro con la implementación de políticas agrarias 

de corte neoliberal (reformas agrarias y programas de desarrollo rural). Ambas fueron 

encaminadas principalmente a la regularización del acceso y explotación de la tierra para la 

producción de materias primas, especialmente de tipo agrícola (Grajales, 2015; PNUD, 2011). 

 Esta dinámica de enajenación de la tierra a su vez ayudaría a que los lazos históricos entre 

elites agrarias y políticas se fortalecieran aún más con el propósito de salvaguardar sus intereses 

sobre la tierra (Fajardo, 2001; Sánchez & Sánchez, 2018), lo que significó que la actividad 

agrícola exportadora e industrial captara paulatinamente el poder sobre la tierra en detrimento 

de la agricultura campesina y de pequeña escala (Faguet et al., 2018; Nelson, 2019). 

El segundo está vinculado con los procesos de acumulación de la tierra llevados a cabo por los 

actores armados. En este proceso el uso de distintas formas de violencia contra la población 

rural, y los vínculos con elites agrarias y políticas, narcotraficantes, empresas nacionales y 

extranjeras, han sido los factores más importantes para que todos los actores pudiesen acceder 

en mayor o menor medida a la tierra ( Peña et al., 2017; Reyes, 2010).  

Los intereses de los actores armados sobre la tierra se configuran alrededor del desarrollo de 

plantaciones de cultivo de la hoja de coca para la producción y tráfico ilegal de la pasta de coca, 

como también en la posibilidad de captar los beneficios económicos asociados con la 

ganadería, los cultivos agroindustriales y en menor medida con la explotación de otros recursos 

naturales asociados a la tierra como la madera, los minerales e hidrocarburos (Bruce & Smith, 

2019; Leiteritz et al., 2009; Rettberg & Ortiz, 2016).    

La consecuencia más notable de los procesos de enajenación y acumulación de la tierra ha sido 

el despojamiento histórico de la población rural (comunidades campesinas, afrodescendientes 
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e indígenas)(CNMH, 2016; PNUD, 2011). El despojamiento histórico involucra procesos que 

van desde la transformación de la población rural en fuerza laboral dependiente bajo 

condiciones de explotación en las grandes plantaciones agrícolas, hasta el uso sistemático de 

la violencia para generar desplazamientos masivos (Cardenas, 2011; LeGrand, 1988) , el objeto 

de ambas implicaciones además de asegurar el acceso y control de la tierra y los recursos 

naturales, recae en la oportunidad de controlar el territorio para ordenarlo, transformarlo y 

disciplinarlo (Giraldo, 2015; Ojeda et al., 2015).   

 La “finalización del CAI” tras el acuerdo de paz firmado en al año 2016 entre las FARC-EP y 

el Estado colombiano en cabeza del expresidente Juan Manuel Santos, supone un nuevo ciclo 

histórico en Colombia, principalmente porque parte por reconocer a los problemas derivados 

del acceso y control de la tierra como la concentración, la pobreza rural, la exclusión de la 

agricultura campesina, familiar y de pequeña escala y el despojamiento de la población rural, 

como los principales factores que han alimentado los ciclos históricos de violencia en el CAI 

(McKay, 2017; Sánchez & Sánchez, 2018; Villarreal, 2020).  

Con el objetivo de solucionar los problemas derivados del acceso y control de la tierra, el 

Acuerdo de Paz incluye una reforma agraria conocida como Reforma Rural Integral (RRI). La 

Reforma Rural Integral (RIR) tiene el propósito de revertir los efectos del conflicto y cambiar 

las condiciones que han facilitado la persistencia de la violencia en los territorios. Su 

implementación debe contribuir a la solución de las causas históricas del conflicto para la 

construcción de una paz estable y duradera (Acuerdo Final, 2016).  

Dentro de los elementos contenidos en la RRI cabe destacar: la distribución de 3 millones de 

hectáreas de tierra para las víctimas del conflicto, el cierre de la frontera de la agrícola para 

evitar mayores niveles de concentración de la tierra, la activa participación de la población 

rural en los planes de desarrollo con enfoque territorial para iniciar las transformaciones 
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estructurales y en los planes ambientales para asegurar el buen manejo de los recursos naturales 

de los territorios rurales más afectados por el conflicto, el apoyo económico y político para la 

recuperación de la agricultura campesina y de pequeña escala, y los planes de sustitución de 

cultivos ilícitos (Acuerdo Final, 2016).  

A medida que los acuerdos de paz y la RRI han comenzado a implementarse, la lucha por el 

acceso y control de la tierra y los recursos naturales sigue siendo una de las principales causas 

de violencia en esta nueva etapa del CAI (CINEP, 2018). En primer lugar, aparecen las 

contradicciones derivadas de las relaciones entre economía mundial y economía nacional, entre 

la RRI que toma como prioridad la demanda interna y los Planes de Desarrollo Nacional que 

se orienta hacia la demanda exterior (Sánchez & Sánchez, 2018).  

En segundo lugar, debido a que los actores armados se están disputando los territorios 

antiguamente controlados por las FARC, incrementado los niveles de violencia de las áreas 

cercanas a la producción de cocaína en el pacífico y en zonas de contrabando a lo largo de la 

frontera venezolana (Hinkkainen & Kreutz, 2019). Tercero, la falta de voluntad política para 

implementar la RRI, esto se debe a la actual visión de la política gubernamental que no está de 

acuerdo con las soluciones que brindan los acuerdos de paz (Villarreal, 2020). 

Considerando los aspectos mencionados en los párrafos precedentes, podríamos decir 

Colombia es un caso particularmente interesante para entender los procesos a través de los 

cuales la tierra y los recursos naturales asociados a ella se vinculan con un CAI, ya que la lucha 

por la tierra es uno de los problemas, si no el más importante, durante los más de 50 años de 

vigencia del CAI colombiano (Peña et al., 2017; Grajales, 2011; LeGrand, 1988). La lucha por 

el acceso a la tierra ha involucrado tanto elites terratenientes, agrarias, política y económicas, 

como a los diferentes actores armados, quienes han usado la violencia contra la población rural 
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para despojarla de sus territorios y acceder a los beneficios de explotación de recursos ligados 

a la tierra (Leiteritz et al., 2009; Rettberg & Ortiz, 2016; Salas et al., 2019).   

Los estudios de conflicto y paz han sido claves a la hora de analizar la dinámica de los 

conflictos armados internos y las repercusiones que estos conllevan en diferentes contextos 

sociales. Para llevar a cabo dicho análisis, los estudios de conflicto y paz se han vinculado con 

el derecho internacional humanitario (Calderón, 2016), el uso sistémico de la fuerza 

(Bartusevičius & Gleditsch, 2019), la contemporaneidad y asimetría del conflicto (Perapezzo, 

2008), la geografía (Buhaug & Gates, 2002), las teorías de género (Annan et al., 2011) y los 

estudios agrarios (Cramer & Richards, 2011; Thomson, 2011).   

A pesar de los distintos enfoques, los autores coinciden en que el conflicto armado interno 

(CAI) es aquel enfrentamiento armado que se libra por una incompatibilidad de intereses 

políticos entre dos partes, generalmente involucra al estado y uno o varios actores no estatales, 

que operan exclusivamente en y desde el interior del mismo estado, donde la violencia es usada 

durante un periodo prolongado de tiempo, y produce aparte de las muertes relacionadas con los 

enfrentamientos armados otra tipología de violencias. 

Adicionalmente, esta confluencia de aportes sugiere un cambio y distanciamiento con la 

definición tradicional de CAI. Especialmente porque los CAI contemporáneos son 

consideradas también como guerras civiles de baja intensidad, caracterizados por acciones 

periódicas, pero no determinantes o decisivas, que perduran en el tiempo dilatando la 

resolución del conflicto (Perapezzo, 2008); en las cuales se consideran y exploran otras formas 

de violencia que no encajan con la forma tradicional de guerra civil, tales como los ataques a 

la infraestructura rural, asesinatos, amenazas, confinamiento,, desplazamiento forzado 

ydespojamiento territorial (Thomson, 2011); y porque estas formas de violencia se han 
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convertido en un medio decisivo para acceder, usar y controlar tanto los recursos naturales 

como el territorio (Le Billon, 2001).  

Los conflictos relacionados con el acceso, uso y control de los recursos naturales y el territorio 

han sido el foco de investigaciones recientes con un enfoque de ecología política. Las cuales 

analizan los  de conflictos de distribución ecológica (Martínez-Alier 2002): conflictos por el 

acceso a los beneficios de explotación de los recursos naturales, así como por los costos de la 

destrucción ambiental, lo cual está determinado tanto por factores naturales, como sociales, 

culturales, económicos, políticos y tecnológicos. Los conflictos de distribución ecológica 

suponen intereses y valores divergentes entre actores contrarios, en el contexto de una gran 

asimetría de poder (Alimonda et al., 2017; Svampa, 2015). 

Los estudios de conflicto y paz rara vez se han visto vinculados con la ecología política.  Tal y 

como sugieren Le Billon & Duffy “esta falta de conexión se debe en parte a que la 

investigación de ecología política proviene principalmente de disciplinas que evitaron el 

determinismo ambiental (….), mientras que, gran parte de los estudios sobre conflicto y paz 

están asociados con la ciencia política utilizando enfoques positivistas para determinar los 

efectos causales de los factores ambientales en los conflictos (Le Billon & Duffy 2018, p. 240).  

Una mayor conexión entre los estudios de conflicto y paz y la ecología política enriquecería 

sin lugar a duda los debates actuales sobre la relación entre recursos naturales y conflictos 

armados. Por un lado, los estudios de conflicto y paz aportarían tanto al debate conceptual 

sobre la teorización del conflicto, como identificación y análisis de efectos causales de los 

factores ambientales en los CAI. Por el otro, la ecología política permitiría analizar la influencia 

de las relaciones de poder y su impacto sobre el control y uso de los recursos naturales, y el 

papel que juega la violencia como un proceso multidimensional que funciona a lo largo de las 

fases de un CAI (Le Billon & Duffy, 2018). 
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Adicionalmente, un enfoque de ecología política para el análisis de un CAI necesita ser 

complementado por un análisis crítico sobre los procesos a través de los cuales la violencia se 

vincula con la explotación de los recursos naturales (Brunnschweiler & Bultey, 2009; Fearon, 

2005; Le Billon, 2001). Para ello se sugiere incorporar características de los recursos naturales 

como la materialidad, la oportunidad de extracción o saqueabilidad (Le Billon, 2009; Ross, 

2002). Estas características permiten por un lado comprender los procesos de financiación de 

los actores armados no estatales a través de la mercantilización de los recursos naturales 

(Hinkkainen & Kreutz, 2019; Le Billon, 2014), y por el otro, el rol que han jugado los recursos 

naturales en la probabilidad del estallido, duración y recurrencia de un CAI (Ross, 2004; Roy, 

2018).  

Bajo este contexto, el autor Philippe Le Billon acuñó el concepto Ecología de Política de la 

Guerra para analizar la influencia que han tenido los patrones de accesibilidad y explotación 

de los recursos naturales en el estallido y escalonamiento de un CAI, así como el papel que ha 

jugado el CAI en la configuración del acceso y uso de los recursos naturales en cada una de las 

etapas del conflicto (Le Billon, 2001, 2003).  

En este sentido, la evidencia de varios países del Sur Global que han atravesado una situación 

de CAI como: Angola, Guatemala, Filipinas, Ruanda, Sri Lanka entre otros, han revelado que 

la lucha por el acceso y control de la tierra es la causa más importante del estallido y duración 

de sus conflictos (Bergeret, 2016; Cain, 2007; Lindberg & Herath, 2014; Musahara & Huggins, 

2004; Vista et al., 2012). Puesto que acceder y controlar la tierra, como lo sugieren el análisis 

de dichos casos, permite a todas las partes involucradas en un CAI beneficiarse tanto de la 

explotación de una variedad de recursos naturales, como el agua, los minerales y los 

hidrocarburos, como de las actividades económicas relacionadas con la explotación agrícola 

de la misma tierra. Por lo tanto, el acceso y control de la tierra brinda la posibilidad de ganar y 
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ejercer un grado de control sobre los territorios (Escobar, 2013; Giraldo, 2015; Mingorría, 

2017).  

Por tal razón, los autores Cramer & Richards (2011), sugieren incorporar a los análisis que 

exploran la relación entre recursos naturales y conflictos armados enfoques relacionados con 

los estudios agrarios, especialmente en aquellos países que poseen grandes reservas de recursos 

naturales para la producción industrial y la exportación de materias primas. Los estudios 

agrarios permiten entender los cambios históricos en las relaciones de poder que han 

configurado las políticas agrarias de acceso, uso y control de la tierra y que contribuyen al 

estallido, duración y finalización de un CAI (Fitzpatrick, 2002; Fradejas, 2014; Thomson, 

2011; Velis, 2012).  

Por otro lado, los estudios agrarios permiten analizar la influencia del CAI sobre los patrones 

que determinan el acceso y control de la tierra, la mano de obra agrícola, y los mercados 

globales que están fuertemente vinculados con la producción y exportación de materias primas 

(Borras et al., 2010; Grajales, 2015; Kay, 2016). Enfoques de los estudios agrarios como la 

historia agraria (Haller, 2019), las reformas agrarias (Albertus, 2015) y el acaparamiento de 

tierras (Borras et al., 2012) suelen ser frecuentemente usados para dicho fin.  

Dada la importancia que tienen las políticas agrarias sobre los esquemas de acceso, uso y 

control de la tierra y de otros recursos naturales asociados a ella, así como en las estrategias 

vinculadas a la finalización de un CAI (Akinola, 2018; Borras, 2007; Fitzpatrick, 2002), puesto 

que es casi de carácter universal la importancia que tienen el acceso justo a la tierra, la 

restitución de tierras, la recuperación agrícola y el respeto de los derechos de propiedad 

territorial de las poblaciones rurales, para la construcción de una paz estable y duradera 

(Mollett, 2016; Unruh, 2015, 2019).  
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Sin embargo, como se ha mencionado anteriormente, escribir sobre el acceso y control de la 

tierra y sus recursos naturales, hasta la fecha, ha carecido de elementos que permitan 

vincularlos de una forma estructurada y con un marco teórico interdisciplinar de referencia con 

los conflictos violentos de gran escala como lo son los conflictos armados internos. Por lo tanto, 

esta disertación utiliza el caso de Colombia para investigar cómo y porqué se interrelaciona la 

tierra y los recursos naturales asociados a ella con el conflicto armado interno. De igual manera, 

La disertación investigativa aspira a proporcionar elementos teóricos y metodológicos que 

permitan contribuir al análisis de los recursos naturales y los conflictos armados desde una 

perspectiva de la ecología política de la guerra, en países del Sur Global. 

1.1 Objetivos de Investigación 

El objetivo general de esta disertación es comprender cómo los patrones históricos de acceso 

y control de la tierra, y los recursos naturales asociados a ella, han influenciado el desarrollo 

de cada una de las etapas del CAI colombiano, y cómo durante el desarrollo del CAI se han 

moldeado los procesos de acceso y control de la tierra. Para la consecución de este objetivo 

general, se plantea en este estudio el desarrollo de tres objetivos específicos.  

Primero, identificar y analizar los factores relevantes que podrían afectar la implementación de 

la reforma agraria colombiana en su fase de post-conflicto. Para ello exploro los vínculos entre 

reforma agraria y conflicto armado interno en países del Sur Global que atravesaron un proceso 

similar al caso colombiano. El análisis de las reformas agrarias implementadas en otros países 

es fundamental para entender por un lado las relaciones de poder que determinan la 

distribución, acceso y control de la tierra que subyacen en un CAI (Borras, 2007; Cramer & 

Richards, 2011), y por el otro, la capacidad que tienen las reformas agrarias para cambiar las 

estructuras desiguales de tenencia y explotación de la tierra que alimentan los ciclos históricos 

de violencia en un CAI (Fitzpatrick, 2002; Unruh, 2015).  
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Segundo, identificar y analizar las principales motivaciones y mecanismos bajo los cuales se 

han llevado a cabo los procesos de acaparamientos de tierra en cada una de las etapas del CAI 

colombiano. La importancia del caso colombiano relacionado con el fenómeno de 

acaparamiento de tierras tiene gran relevancia en el Sur Global,  ya que involucra con 

frecuencia formas de violencia asociadas al CAI perpetuadas por los actores armados (McKay, 

2017). La finalidad de los acaparamiento de tierras a menudo suelen ser la explotación de la 

tierra encaminadas a ejecutar proyectos agroindustriales o cocaleros (Osorio, 2015). 

Tercero, rastrear empíricamente las relaciones entre los cambios del área cosechada de los 

principales cultivos agrícolas y las formas de violencia asociadas al CAI en cada uno de los 

departamentos que componen el territorio colombiano. Con ello se pretende corroborar que las 

formas de violencia asociadas al CAI han permitido incrementar el área cosechada de los 

cultivos agroindustriales en el país durante el escalonamiento del CAI (Cárdenas, 2011; Morris, 

2017; Ojeda et al., 2015; Reyes, 2017; Vélez et al., 2019; Wiig & Reyes, 2020).  

1.2 Marco Teórico 

Para la consecución de los objetivos específicos, en esta disertación se abarcan conceptos y 

enfoques de la ecología política, las reformas agrarias y el acaparamiento de tierras. Luego 

estos conceptos y enfoques se vinculan con las principales contribuciones derivadas de los 

estudios que han buscado establecer relaciones causales entre los recursos naturales y los 

conflictos armados.  

Para el desarrollo del primer objetivo se incluyen teorías sobre reformas agrarias, sus diferentes 

tipologías y las formas más relevantes de distribución de la tierra. Luego, cubre factores 

importantes que han influido en la implementación de reformas agrarias en países con 

conflictos armados internos, como el acceso a la tierra, la distribución de la riqueza preexistente 
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y el poder político, entre otros. Finalmente, se incorpora las lecciones aprendidas de reformas 

agrarias anteriores en el caso colombiano (ver sección 1.2.1).  

Para el desarrollo del segundo objetivo se incorporan conceptos claves del fenómeno global de 

acaparamiento de tierras, así como las principales contribuciones derivadas de los estudios que 

analizan los acaparamientos en Latinoamérica (ver sección 1.2.2). Luego estos conceptos se 

vinculan con las contribuciones que enmarcan la ecología política de la guerra. Finalmente, 

para la consecución del último objetivo se incluye en este marco teórico las principales 

contribuciones relacionadas con el desarrollo agrícola y sus vínculos con el CAI para el caso 

colombiano (ver sección 1.2.3).  

1.2.1 Reformas agrarias  

El principal objetivo de las reformas agrarias está relacionado con lograr la justicia social. Con 

este fin, a menudo han abogado por la transferencia de tierras a los excluidos, que 

históricamente han sido poblaciones rurales marginadas. Para lograr este objetivo, las reformas 

agrarias generalmente han involucrado cambios estructurales en las reglas de distribución de 

la tierra entre los propietarios, los políticos y aquellos que poseen muy poca o ninguna 

tierra (White et al., 2014).  

Además de ocuparse de la distribución de la tierra, las reformas agrarias suelen promover 

planes para lograr el progreso económico y ejecutar programas de desarrollo rural. El enfoque 

principal de tales programas de desarrollo rural es incrementar la productividad de la 

agricultura industrial o familiar y campesina a través de asistencia técnica, mejoras 

tecnológicas y subvenciones, entre otros (Akinola, 2018; Palmer et al., 2009). 

Sin embargo, algunos académicos sostienen que este énfasis de las reformas agrarias puede ser 

paternalista y dejar poco margen a los campesinos como receptores de la tierra para decidir 
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libremente sobre el uso y control de la tierra (Borras, 2007). Además, los cambios estructurales 

reales en el poder sobre la tierra podrían lograrse permitiendo una mayor libertad en las 

reformas agrarias en la forma en que se utilizará la tierra. Este enfoque de reforma, que abarca 

múltiples dimensiones y objetivos para la reestructuración política, económica y social de las 

zonas rurales, se denomina Reforma Rural Integral (Li, 2015). 

Se han implementado muchas tipologías de reformas agrarias durante el último siglo. Borras 

(2003) sugiere que los dos tipos más comunes de reformas son lideradas por el estado y 

lideradas por el mercado neoliberal. El enfoque dirigido por el estado asigna al estado el papel 

principal en la decisión de la forma de promover la redistribución, el registro o la expropiación 

de la tierra y los programas rurales que tienen como objetivo mejorar las condiciones de vida 

de las comunidades rurales (Sikor & Müller, 2009). 

En contraste, el mercado neoliberal liderado (MLAR) es una forma de reforma agraria que ha 

surgido de la crítica promercado de los enfoques liderados por el estado. El modelo MLAR 

adopta un enfoque de mercado sobre la tierra y el beneficiario se dirige solo a las familias 

pobres que buscan explícitamente la tierra. Además, solo las tierras relacionadas con la 

demanda de compradores potenciales son consideradas para su distribución en este tipo de 

reforma agraria (Deininger & Binswanger, 1999). 

Ambas reformas agrarias incluyen varios tipos de distribución de la tierra. De esta manera, para 

Borras (2007) y Albertus (2015), las cuatro distribuciones de tierras más comunes y a veces 

interrelacionadas son la expropiación de tierras, la colonización de tierras, la distribución 

dirigida por el mercado y la titulación de tierras. La expropiación de tierras se refiere al caso 

en que el Estado expropia tierras a las grandes entidades territoriales siempre que estas 

tierras estén infrautilizadas o se superen los límites establecidos sobre la propiedad de la 
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tierra. Por el contrario, la colonización de tierras públicas implica un proceso en el que las 

tierras de propiedad estatal se transfieren a individuos o grupos.    

Como su nombre indica, la distribución de tierras marcada se basa en los mercados y, a 

menudo, la implementan organizaciones internacionales como el Banco Mundial o el Fondo 

Monetario Internacional (White et al., 2014). Este proceso generalmente involucra a 

propietarios dispuestos a vender su propiedad a un comprador capaz de pagar un precio 

"justo" (Deininger & Binswanger, 1999). Por último, la titulación de tierras se refiere a un 

proceso mediante el cual los derechos de propiedad sobre la tierra se otorgan a individuos o 

colectivos (por ejemplo, grupos étnicos o campesinos). La idea detrás de este tipo de 

distribución de la tierra es asegurar los derechos de uso de la tierra de individuos o grupos y, 

en muchos casos, también fortalecer la etno-justicia y la autonomía territorial (Boone, 2019).  

1.2.1.1 Reformas agrarias y conflictos armados         

Históricamente, las reformas agrarias han sido importantes no solo para las transformaciones 

estructurales de las áreas rurales sino también para la resolución de conflictos y la 

consolidación de misiones de paz en países con conflictos internos (Fitzpatrick, 2002; Franco 

& De los Ríos, 2011). Aunque los conflictos son diversos y varían según los contextos y países 

y, por lo tanto, los requisitos para lograr la paz, todos los conflictos que implican la distribución 

de la tierra han requerido reformas agrarias. En muchos contextos se ha comprobado que para 

la consolidación de una paz duradera, el establecimiento de sistemas de tierras, la restitución 

de tierras, la producción agrícola y los derechos de propiedad son fundamentales (Unruh, 

2015). 

Para ilustrar este punto, hay muchos ejemplos de países como Angola (Cain, 2007), 

Filipinas (Vista et al., 2012) , Ruanda (Musahara & Huggins, 2004) , Sri Lanka (Musahara & 

Huggins, 2004) y Vietnam (Do & Iyer, 2008) que han incorporado la reforma agraria para 
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poner fin a sus conflictos armados. El principal objetivo de estas reformas agrarias fue acabar 

con la pobreza rural y las condiciones desiguales de acceso y tenencia de la tierra. Al mismo 

tiempo, todas estas reformas tenían como objetivo impulsar un desarrollo económico del campo 

que favoreciera a las víctimas del conflicto: la población rural marginada. 

En la literatura se han identificado dos factores cruciales para analizar la naturaleza y alcance 

de las reformas agrarias en los conflictos armados internos. El primero es la estructura 

socioeconómica e institucional de un país. El segundo, las relaciones de poder entre actores 

con diferentes intereses sobre el uso del suelo (Albertus, 2015; Borras, 2007; Wehrmann, 2008; 

White et al., 2014). 

La estructura institucional de un país da forma a la distribución preexistente de la riqueza y el 

poder político entre los diferentes grupos sociales y, por lo tanto, juega un papel importante en 

los resultados de las reformas agrarias en las fases de posconflicto (Borras, 2007, 289). Si los 

contextos socioeconómicos e institucionales que han alimentado los ciclos de violencia durante 

un conflicto permanecen sin cambios en el período posterior al conflicto, es probable que 

también persistan los problemas asociados con el acceso y el control de la tierra. Estas 

desigualdades permiten que las relaciones de poder se mantengan prácticamente intactas en el 

tiempo (Aguirre, 2014; Camelo, 2015). 

La evidencia de países en fases de post-conflicto cuyo desarrollo económico se basa 

plenamente en modelos extractivos neoliberales muestra que, bajo este modelo económico los 

actores dominantes se mantienen en el poder, controlando así la tierra a expensas de una gran 

parte de la población. Como resultado, estos países a menudo vuelven a la fase de conflicto (Le 

Billon, 2014; Matul & Ramírez, 2014). Por tanto, la distribución de la tierra es fundamental 

para la construcción de la paz (Ngin & Verkoren, 2015). 
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El segundo factor crucial para el análisis de la relación de las reformas agrarias y los conflictos 

armados internos son las relaciones de poder existentes en el país. Estos son importantes ya 

que la construcción de la paz depende en gran medida de distribuciones más equitativas tanto 

del poder como de la tierra (Ngin & Verkoren, 2015). Para la implementación de una reforma 

agraria equitativa se deben cumplir al menos dos condiciones en cuanto a las relaciones de 

poder entre diferentes actores (Albertus, 2015, pp. 65–66) (ver Tabla 1.1). 

Tabla 1.1  

Actores sociales en orden jerárquico que influyen en el alcance de las reformas agrarias en el Sur Global 
Grupo  

social 
Descripción Objetivo 

  

1  Elites 

agrarias 

  

Grupo minoritario. Su riqueza se deriva del acceso 

históricamente privilegiado a la tierra y del control político 

sobre el territorio más que de una producción eficiente. 

  

Proteger sus derechos de propiedad (ya sean 

legales o no) y mantener sus tierras para 

ejercer un poder económico sustancial a 

través del control extensivo de la propiedad y 

el trabajo. 

  

  

2  Elites 

políticas 

  

Grupo minoritario. Están compuestos por militantes, 

políticos, civiles o importantes designados políticos. Suelen 

estar encabezados por un ejecutivo electo en democracia, 

que facilita u obstaculiza en su caso, la adquisición de 

recursos, habilidades y competencias para actuar 

políticamente. 

  

Bajo la democracia popular y mayoritaria, 

pueden perseguir una redistribución de la 

tierra de acuerdo con las preferencias de sus 

electores. Esto es posible debido a la 

incapacidad de las élites agrarias para obstruir 

la reforma mediante controles institucionales. 

  

  

3 Pobres 

rurales 

  

Un grupo más diverso que las élites terratenientes y, a 

menudo, diferenciado por la forma de su tenencia o 

trabajo. Incluye pequeños propietarios, arrendatarios, 

ocupantes ilegales, aparceros, jornaleros y minorías étnicas 

que coexisten simultáneamente en una única economía 

agraria nacional. 

  

Mejorar su bienestar mediante un mayor 

acceso a la tierra y el respeto por los territorios 

sagrados y heredados. La forma más segura 

de acceder a la tierra es la propiedad. 

  

4     Grupos 

pro-

reforma 

  

  

Está integrado por asociaciones rurales, movimientos 

políticos alternativos, estudiantes o sociedad civil (urbana o 

rural), con una fuerte consideración política hacia las 

transformaciones estructurales del campo. 

  

Apoyar acciones que permitan alcanzar 

mayores niveles de equidad y justicia social 

en la sociedad a través de mecanismos 

democráticos que permitan la defensa de los 

territorios rurales. 

 Notas. Tomado de (Albertus, 2015) y 1,3 (Bobrow-Strain, 2015), 2 (Suárez, 1988), 4 (Borras, 2007) 

 

Por un lado, la coalición de terratenientes y élites políticas debe romperse para permitir que las 

élites políticas lleven a cabo la reforma agraria. De lo contrario, los intereses de las élites 
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terratenientes sobre la tierra y los mercados agrícolas se protegerán con el tiempo y la reforma 

será políticamente contraproducente para los pobres de las zonas rurales. La segunda condición 

para la implementación de una reforma agraria equitativa es formar una coalición entre los 

pobres rurales y los grupos pro-reforma que puedan presionar las políticas para establecer 

mecanismos equitativos de acceso a la tierra. 

1.2.1.2 Colombia y sus reformas agrarias         

En Colombia, la reforma agraria ha sido un proceso dinámico y complejo, sensible a los 

diferentes cambios políticos, sociales, económicos y ambientales (Franco & De los Ríos, 

2011). Si bien su implementación se remonta a la época colonial, no fue hasta la promulgación 

de la Ley 200 de 1936 que la reforma agraria tomó un lugar importante en la agenda 

política (Machado, 2009). 

Desde la Ley de Tierras de 1936 hasta la Reforma Rural Integral de 2016, se han implementado 

tres reformas agrarias en el país: i) la Reforma Social Agraria entre 1961-1974, ii) la Ley 30 

de Amnistía 1988-1993, y iii) la Ley 60 de 1994-2002 (Trujillo, 2014). Independientemente 

del contexto sociopolítico en el que se llevaron a cabo estas reformas, ninguna de ellas resolvió 

los problemas estructurales del campo colombiano. Por el contrario, el desarrollo de estas 

políticas protegió los intereses de las élites terratenientes sobre la tierra a lo largo del 

tiempo (Sánchez & Sánchez, 2018). 

Aunque hay varios factores que explican por qué las reformas pasadas no lograron cambiar la 

estructura agraria actual del país, dos aspectos han sido más perjudiciales: la influencia 

dominante de la élite terrateniente en la formulación de las políticas agrícolas del país y el 

fracaso del Estado en consideran en sus modelos de reforma agraria la reestructuración del 

poder sobre la tierra (Albán, 2011; López, 2009; Machado, 2008). 
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Además, la inserción de políticas neoliberales desde la liberalización del mercado en la década 

de 1990 benefició tanto los procesos de acumulación de tierras como el desarrollo de 

la economía agroexportadora e industrial a favor de las élites nacionales y el capital 

extranjero (Faguet et al., 2018; Grajales, 2015). Mientras tanto, los campesinos y minorías 

étnicas del país llevan décadas esperando políticas de Estado que permitan un acceso justo a la 

tierra, el reconocimiento de los derechos colectivos sobre la tierra, una mayor inversión social 

en sus territorios y la protección de sus economías de pequeña escala (PNUD, 2011). 

Campesinos y minorías étnicas también han esperado que el Estado garantice una reparación 

integral a las víctimas afectadas por el conflicto armado (Duncan, 2006; Salas, 2016). La 

Reforma Rural Integral atiende estas demandas para solucionar los problemas históricos del 

campo colombiano en la fase de posconflicto. 

1.2.2 Acaparamiento de tierras y ecología política de la guerra  

Se atribuye el origen global del acaparamiento de tierras al alza de precios de materias primas 

agrícolas y no agrícolas en 2008, y a la incertidumbre que genero esta crisis financiera sobre el 

futuro de la seguridad alimentaria (Céspedes, 2013). Esto llevó a varias compañías y gobiernos 

del cono norte a enfrentarla “adquiriendo tierras” en países de África, Latinoamérica y el 

sudeste asiático, que luego se destinaron a la producción agro-extractivista (Gras & Cáceres, 

2017). 

Otros aportes sobre el tema sugieren que el acaparamiento de tierras son acciones de captación 

del control de grandes extensiones de tierra y de otros recursos naturales asociadas a ella 

(Fairhead, Leach, & Scoones, 2012), las cuales actúan bajo modalidades extractivas e 

involucran a menudo un capital de gran escala (Merchand, 2016). Estas captaciones a menudo 

reflejan varios conflictos ecológicos distributivos que van desde la desigual distribución de 

tierras hasta la sobreexplotación de los recursos naturales (Costantino, 2013), las cuales 
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implican el uso sistemático de la violencia para ordenar, transformar y disciplinar los territorios 

(Giraldo, 2015). 

Adicionalmente, las contribuciones hechas por Borras et al (2012) sobre el acaparamiento de 

tierras en Latinoamérica revelan que este fenómeno se diferencia del resto de las regiones del 

mundo, porque ha sido un proceso histórico previo a la crisis financiera del 2008,  en el cual 

ha existido diversas reacciones que van desde el desplazamiento forzoso de comunidades 

campesinas y minorías étnicas, hasta la incorporación bajo condiciones laborales de 

explotación de la población rural en los proyectos productivos de los acaparadores. 

Entre tanto, un marco de análisis del acaparamiento de tierras relacionado con la ecología 

política de la guerra, considera estudiar los procesos a través de los cuales las formas de 

violencia derivadas de un CAI se vinculan con el acceso y control de la tierra y los recursos 

naturales asociados a ella (Le Billon, 2003), de igual manera, reflexiona sobre el tipo de 

recursos naturales que influyen en la probabilidad de un CAI (Ross, 2004). Bajo este marco de 

análisis, se han realizado varios estudios que analizan la relación entre los recursos naturales 

con el estallido de un CAI (Brunnschweiler & Bultey, 2009; Fearon, 2005), su escalamiento 

(Ross, 2002) o con la probabilidad de recurrencia una vez se hayan finalizado las 

confrontaciones entre los actores involucrados en un CAI (Roy, 2018).  

Estas contribuciones han sido determinantes para analizar el papel que han jugado los recursos 

naturales en la financiación de las estructuras armadas de los actores armados (Le Billon, 

2009), y como las dinámicas de violencia durante y una vez finalizadas las confrontaciones en 

un CAI han contribuido a incrementar la explotación de tales recursos (Hinkkainen & Kreutz, 

2019). Sin embargo, los autores Cramer & Richards (2011) señalan la necesidad de introducir 

en este tipo de estudios, análisis cualitativos encaminados a entender la relación causal entre 

las relaciones de poder sobre la tierra y el CAI.  Puesto que el acceso y control de la tierra, han 
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sido determinantes para la explotación de los recursos naturales, especialmente cuando dicha 

explotación hace referencia a la producción de materias primas agrícolas  (Le Billon & 

Sommerville, 2017).         

Así, por ejemplo, la literatura reporta casos en Latinoamérica como los de: El Salvador (De 

Bremond, 2013), Guatemala (Fradejas, 2014) y Nicaragua (Rueda, 2013), en los cuales las 

relaciones de poder que han determinado el acceso y control sobre la tierra han jugado un papel 

más que relevante en el inicio, duración y finalización de los CAI. La violencia derivada del 

CAI ha contribuido en cada caso a la acumulación del capital a través de la expansión y 

explotación de los latifundios para la producción de materias primas agrícolas (Mingorría, 

2017; Nolasco & Mira, 2014; Ocampo, 2009; Osorio, 2015; Vargas, 2014), dicha acumulación 

involucra a menudo el desplazamiento y despojamiento de los pobladores rurales para luego 

llevar a cabo el acaparamiento de sus tierras (Kay, 2016). 

1.2.3 Relación histórica entre el CAI y el desarrollo agrícola en Colombia 

En Colombia, los programas de privatización de la tierra pública implementados a través de las 

políticas y reformas agrarias, han favorecido la expansión paulatina de la frontera agrícola 

(Franco & De los Ríos, 2011; López, 2009). Sumado a lo anterior, diferentes formas de 

violencia asocias al CAI como los homicidios y el desplazamiento forzado de la población rural 

(campesinos y minorías étnicas), han permitido a las élites terratenientes y políticas, empresas 

agrícolas y actores armados acumular grandes extensiones de tierra rural (Grajales, 2013; 

Reyes, 2010).   

Por lo tanto, las disputas por el acceso a la tierra y los recursos naturales asociados a ella (ej. 

agua, bosques, cultivos agrícolas y minerales) han sido consideras como una de las principales 

causas del estallido y escalonamiento del CAI colombiano (Leiteritz et al., 2009; Rettberg & 

Ortiz, 2016 ). Sin embargo, no fue hasta después del estallido del CAI en 1964, que los actores 



21 

 

armados del conflicto se involucrarían con los esquemas de accesibilidad, explotación y control 

de la tierra (Nelson, 2019; Reyes, 1987). 

En este sentido, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y las Autodefensas 

Unidas de Colombia (AUC) o paramilitares, han sido los que han tenido mayor repercusión 

(Flores, 2014; Grajales, 2011). Los procesos de despojo y acumulación de la tierra relacionados 

con los actores armados han beneficiado por un lado la expansión del cultivo de coca y por el 

otro el desarrollo de la agroindustria, especialmente en departamentos históricamente afectadas 

por el CAI como Cauca, Nariño, Meta, Tolima, Santander, entre otros (Ballvé, 2012; Jones & 

Smith, 2019; Ocampo, 2009).    

La expansión del cultivo de coca ha significado para ambos actores armados una oportunidad 

para financiar el alto costo de sus estructuras militares, esto por supuesto se genera a través de 

los altos dividendos que deja el tráfico ilegal de drogas (Jones & Smith, 2019). Incrementar el 

área cosechada del cultivo de coca ha implicado que los actores armados usen durante años 

distintas formas de violencia para despojar a la población rural (CNMH, 2013; Nelson, 2019; 

Thomson, 2011).     

Por otra parte, el desarrollo de la agroindustria en el país que tomo un gran impulso desde la 

implementación de las políticas neoliberales en los años 90. A partir de entonces las FARC y 

especialmente las AUC han venido fortaleciendo sus vínculos con elites políticas y empresarios 

agrícolas, para dar inicio o prolongar proyectos agroindustriales que permitieran 

principalmente: financiar pequeñas estructuras armadas, permitir el lavado de dinero 

proveniente del narcotráfico y/o ejercer control territorial para asegurar la producción y tráfico 

de drogas en y desde las zonas rurales (Grajales, 2011; Osorio, 2015; Reyes, 2017).   

Sobre este último punto, varios autores han analizado la relación entre la agroindustria y el 

CAI, revelando que la expansión de la superficie cosechada de algunos cultivos 
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agroindustriales como la palma de aceite, la caña de azúcar y el banano tipo exportación, ha 

producido en algunas regiones del país como Cauca, Nariño, Choco, Meta y Valle del Cauca, 

el desplazamiento forzado de la población rural, especialmente cuando la expansión de estos 

cultivos involucra la conjunción de intereses económicos y territoriales de las elites políticas, 

actores armados, y empresarios agrícolas (Cardenas, 2011; Morris, 2017; Ojeda et al., 2015; 

Reyes, 2017; Vélez et al., 2019; Wiig & Reyes, 2020). 

Las afirmaciones de estos autores han sido corroboradas a través de la implementación de la 

Ley 1448 de Victimas y Restitución de Tierra del año 2011. Esta Ley ha permitido durante sus 

10 años de vigencia, poner en conocimiento público los mecanismos por el cual empresas 

agrícolas, elites políticas y actores armados han despojado a la población rural para emprender 

proyectos extractivistas que conciernen actividades como la minería, ganadería y en especial 

la agroindustria (Forjando Futuros, 2020; Huertas & Ríos, 2018; Unruh, 2019).   

Las sentencias emitidas bajo la Ley 1448, han permitido identificar la existencia de vínculos 

entre actores armados y al menos 66 de las 360 empresas agroindustriales que actualmente 

tienen registro el país. De igual manera, han revelado que en el 80% de estos casos los 

proyectos agroindustriales han estado vinculados con formas de violencia perpetradas por las 

AUC, en el 10% con las FARC, en el 8% con actores armados no identificados y un 2% con 

fuerzas armadas del estado (Forjando Futuros, 2018).  

Entre tanto, el desplazamiento forzado y los homicidios han sido las formas de violencia 

frecuentemente usadas por los actores armados y empresarios agrícolas para despojar a la 

población rural (Comisión Colombiana de Juristas; 2019).  Los despojos en la mayoría de estos 

casos se han realizado con el beneplácito de elites políticas, que han permitido realizar 

maniobras jurídicas para legitimar la apropiación ilegal de la tierra y captar subvenciones 
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estatales para iniciar plantaciones de palma de aceite, caña de azúcar, banano tipo exportación 

y maíz tecnificado (Forjando Futuros, 2018).    

Pese a los avances de la Ley 1448 y a las grandes contribuciones que han hechos los académicos 

sobre la relación que ha tenido la agroindustria con el CAI, aún quedan por esclarecer muchos 

de estos vínculos (Unruh, 2019; Uprimny et al., 2010), teniendo en cuenta por una parte que 

apenas se han restituido según la Unidad de Restitución de Tierras (URT) 400 mil hectáreas, 

de las 6.5 millones que se supone han sido despojadas a la población rural por causa del CAI 

(Gómez, 2010). 

Por otra parte, que las políticas agrarias destinadas a reducir las desigualdades del sector agrario 

durante las tres últimas décadas (ej. Agro Ingreso Seguro), han sido permeadas por 

paramilitares, empresarios agrícolas y elites políticas, con la finalidad de captar las 

subvenciones estatales para el desarrollo de sus proyectos agrarios, contribuyendo de esta 

forma a incrementar considerablemente la superficie agrícola dedicada a la agroindustria 

(Albertus & Kaplan, 2013; Á. Benedetti, 2017; Franco & De los Ríos, 2011).  

Actualmente, Colombia cuenta con una superficie agrícola de 44 millones de hectáreas, de las 

cuales el 80% es dedicada a la ganadería extensiva y el restante a la agricultura. Entre tanto, la 

superficie agroindustrial ocupa casi el 60% de las 8.4 millones de hectáreas dedicas a la 

agricultura (DANE, 2015).  

La superficie agroindustrial se ha incrementado aproximadamente en un 70%, respecto al año 

1990 (MADR, 2015). Dicho crecimiento se debe principalmente y según su orden de 

importancia a la expansión del área cosechada de: cultivos flexibles, como la caña de azúcar y 

palma de aceite; cereales para la alimentación animal y el consumo humano, como el maíz 

tecnificado y el arroz riego y tecnificado, respectivamente; y de frutas, como el banano y la 

piña tipo exportación (MADR, 2015). 
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1.3 Marco Metodológico 

El marco metodológico de esta disertación investigativa abarca la combinación de varios 

métodos que han sido usadas tanto para identificar y explorar las etapas de un CAI, como para 

analizar en cada una de ellas los vínculos con el acceso, uso y control de la tierra. Los métodos 

empleados para el desarrollo de cada uno de los objetivos específicos propuestos se explican  

a continuación.  

Primero, para lograr el objetivo específico encaminado a identificar los factores que podrían 

influir en la implementación de la reforma agraria en la fase del post-conflicto colombiano, se 

ha utilizado una combinación de dos métodos de análisis cualitativos. El primer método se 

refiere a la identificación de las etapas de los conflictos en el tiempo. La teoría de la gestión de 

conflictos sugiere que a pesar de que cada CAI tiene su propia dinámica, al menos tres etapas 

son atravesadas en todos los casos (Fisher, Abdi, Ludin, & Smith 2001): pre, en y post-conflicto 

(ver       Figura  1.1). Este método adicionalmente muestra los cambios en actividad e intensidad 

de las distintas formas de violencia asociadas a un CAI (Wehrmann, 2008). 

Pre-conflicto: en esta etapa del conflicto hay pocos enfrentamientos entre las partes 

involucradas, por lo tanto, los niveles de violencia en este periodo son relativamente bajos. 

Cada actor involucrado está buscando recursos económicos y simpatizantes para la expansión 

de sus estructuras armadas. En-conflicto: En esta etapa la violencia toma su punto más alto 

(crisis), rara vez hay comunicación entre las partes, que están peleando y acusándose 

públicamente. Post-conflicto: el inicio de esta etapa suele darse por una victoria de una de las 

partes, una negociación entre las partes o una intervención de un tercer actor que puede imponer 

el final de la confrontación. La confrontación es resuelta con el propósito de buscar y sostener 

un escenario no violento. 
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      Figura  1.1. Etapas del Conflicto e Intervenciones de Paz (Fisher et al., 2001; Wehrmann, 2008)  

El segundo método de identificación se refiere a un análisis comparativo de casos similares. El 

método comparativo permite identificar similitudes y/o diferencias en países que 

experimentaron conflictos armados y procesos de paz similares que involucran reformas 

agrarias como Colombia (Borras, 2003). Esta metodología sirve para comprender e interpretar 

los fenómenos macrosociales dentro de un marco de referencia comparativo que elimina 

factores específicos del contexto (Caïs, 1997). Los criterios de selección para el estudio 

comparativo con el caso colombiano requieren países que (1) sufrieron un conflicto armado 

interno y (2) el acuerdo de paz contenga una reforma agraria para su implementación en la fase 

de post-conflicto. 

La combinación de los dos métodos me permitió identificar países potenciales para formular 

una comparación con el caso Colombiano. Luego, para cada caso seleccionado se realizó una 

revisión de literatura para establecer por un lado las fechas de cada una de las etapas de sus 

conflictos, y por el otro, analizar en cada una de las etapas variables como: las causas del 
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estallido conflicto, las tipologías de reformas agrarias usadas en los diferentes acuerdos de paz 

y los factores que determinaron los alcances de estas reformas en las etapas de post-conflicto. 

Los pasos metodológicos empleados se pueden ver en detalle en la sección 2.2.   

Segundo, para realizar el objetivo específico dirigido a analizar las principales motivaciones y 

mecanismos bajo los cuales se han llevado a cabo los procesos de acaparamientos de tierra en 

cada una de las distintas etapas del CAI colombiano, se ha optado por la combinación de dos 

métodos analíticos de carácter cualitativo. El primer método retoma  la teoría de la gestión de 

los conflictos para identificar y explorar las etapas y, además se añaden los tipos de 

intervención de paz para el CAI colombiano.  

Las intervenciones de paz en un CAI incluyen: (i) prevención de la crisis de conflicto: son 

intervenciones  que buscan resolver la disputas entre los actores antes de que el conflicto llegue 

a su punto máximo de violencia; (ii) haciendo paz: intervenciones destinadas a finalizar los 

enfrentamientos entre las partes por medio de un acuerdo de paz, para lo cual se usan medios 

diplomáticos, políticos y militares, según sea el caso; (iii) manteniendo paz: se refiere al 

monitoreo y cumplimiento legislativos de los acuerdos pactados; y (iv) construyendo paz: en 

esta parte se implementan los programas contenidos en el acuerdo de paz (Fisher et al., 2001; 

Wehrmann, 2008). 

El segundo método es el análisis histórico comparativo de contrastes que permite analizar los 

procesos de acaparamiento de tierra en cada una de las fases del conflicto. El análisis histórico 

comparativo de contrastes de contextos es una herramienta metodológica a través de la cual se 

pueden analizar particularidades de un fenómeno social, en la cual el análisis cronológicos 

detallados en varias etapas temporales permiten demostrar que las singularidades influyen en 

el funcionamiento histórico del fenómeno a estudiar (Caïs 1997).  
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Los análisis cronológicos detallados son usados por Wehrmann (2008) como una herramienta 

metodológica para analizar el acaparamiento de tierras en contextos de conflicto armado. Este 

análisis sugiere la identificación y análisis de las variables como: los tipos de actores 

involucrados en los acaparamientos, las políticas agrarias, los sistemas de tenencia de la tierra 

y los modelos de desarrollo agrario, entre otros. Los pasos metodológicos empleados se pueden 

ver en detalle en la sección 3.2.  

Finalmente, para la consecución del tercer objetivo específico, que busca rastrear 

empíricamente las relaciones entre los cambios del área cosechada de los principales cultivos 

agrícolas y las formas de violencia asociadas al CAI en cada uno de los departamentos que 

componen el territorio colombiano, fue necesario la sistematización y análisis de dos bases de 

datos. La primera fue la del Registro Único de Victimas (RUV), la cual suministra los datos 

anuales referentes al número de hechos denunciados por las víctimas del conflicto. La segunda 

suministrada por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural la cual consigna los datos 

anuales referentes al área cosechada de los principales cultivos agrícolas del país.  

La información recogida en ambas bases de datos abarca la serie temporal entre los años de 

1987 y 2015. Este es un periodo de tiempo relevante dada las fluctuaciones en el 

escalonamiento del conflicto antes de su finalización en el año 2016. El análisis de estas bases 

de datos incluye pasos metodológicos de carácter cuantitativo (ver sección 4.2) que incluyen 

el preprocesamiento de los datos, la selección de variables y un análisis estadístico de regresión 

lineal (Hanaček et al., 2021). 

1.4 Estructura de la disertación     

Después de presentar la relevancia científica y los antecedentes del estudio en el capítulo 1, 

esta tesis se estructura de acuerdo con los objetivos específicos. En el capítulo 2, identifico los 

factores más relevantes que han incidido en la implementación de reformas agrarias en una 
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etapa de post-conflicto en países del Sur Global, los cuales han atravesado un CAI similar al 

contexto colombiano. Luego analizo estos factores y los discuto para el caso colombiano.  En 

el capítulo 3 identifico y exploro en detalle cada una de las etapas del CAI colombiano, luego 

encuentro, vinculo y discuto en cada una de las etapas, las motivaciones y mecanismos bajo 

los cuales se han efectuado los procesos de acaparamiento de tierras en Colombia. En el 

capítulo 4 exploro la relación entre la violencia derivada del CAI y tipificada por la legislación 

colombiana con el cambio del área cosechada de los principales cultivos agrícolas, en cada uno 

de los departamentos del territorio nacional. Los capítulos 2, y 4 son artículos de investigación 

"independientes" que incluyen introducción, material y métodos, resultados, discusión, 

conclusión y referencias citadas. El capítulo 2 ha sido publicado en Land Use Policy (Villarreal, 

2020). El capítulo 4 está siendo revisado en la Revista de Estudios Sociales. El capítulo 3 

combina el formato monográfico y de articulo de investigación. Por último, el capítulo 5 cierra 

la disertación con una discusión general y conclusiones derivadas de los principales hallazgos. 

El capítulo final también contiene perspectivas para futuras investigaciones. 
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2 La relación histórica entre reformas agrarias y conflictos armados internos: 

Factores relevantes para el post-conflicto colombiano 

Resumen   

Con el propósito de identificar los factores relevantes que podrían afectar la implementación 

de la reforma agraria colombiana en su fase de post-conflicto, este capítulo explora los vínculos 

entre la reforma agraria y el conflicto armado interno en cuatro países que atravesaron un 

proceso similar. A saber, El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Sudáfrica. Buscando similitudes 

y diferencias en la implementación de reformas agrarias en los cuatro países, la metodología 

incluyó varias partes. En primer lugar, se identificaron las reformas agrarias y los conflictos 

armados existentes, a partir de los cuales se ha realizado la selección de países. En segundo 

lugar, una vez seleccionados los países, se analizaron las diferentes etapas del conflicto 

correspondiente (Pre, En y Post-conflicto). Finalmente, se compararon las etapas con el caso 

colombiano y se extrajeron percepciones. Los resultados del análisis comparativo revelan que 

la tipología de la reforma agraria, la relación de poder entre las élites y la desigualdad 

socioeconómica son los factores más influyentes en el post-conflicto colombiano. Con base en 

estos, sugiero que la nueva reforma agraria en Colombia no cumple con las condiciones para 

la construcción de la paz basada en el acceso y reparto justo de la tierra. 

Palabras Clave 

Colombia; Reforma agraria; conflicto armado interno; posconflicto; proceso de paz 
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2.1 Introducción 

El conflicto armado interno (CAI) puede entenderse como una guerra civil. Un enfrentamiento 

armado entre dos o más partidos con intereses políticos diferentes a menudo involucra a actores 

estatales y no estatales que operan dentro del mismo estado. Este tipo de conflicto suele 

conllevar violencia durante un período prolongado que conduce, entre otros, al desplazamiento 

forzado, la apropiación de tierras y la muerte de civiles (Bartusevičius & Gleditsch, 2019; 

Perapezzo, 2008). 

Los CAI relacionados con el acceso a la tierra y su apropiación ha afectado a muchas de las 

poblaciones rurales marginadas y oprimidas, especialmente en el Sur Global (por ejemplo, 

América Latina y países africanos). Al mismo tiempo, la tierra y otros recursos naturales como 

los bosques y el agua representan la estabilidad social, económica y ambiental de las áreas 

rurales (Binswanger et al., 2009; Wehrmann, 2008). 

Existe evidencia de numerosos CAI relacionadas con el acceso y manejo de la tierra, el despojo 

y/o apropiación de la tierra que a menudo se intenta resolver con reformas agrarias (White et 

al., 2014). Aunque los tipos de reforma agraria pueden variar, la mayoría de ellos comparten 

dos objetivos comunes: justicia social y desarrollo económico (Griffin et al., 2002). Para 

resolver los problemas derivados del acceso y distribución injustos de la tierra, al menos un 

tercio de todos los países del mundo han iniciado procesos de reforma agraria en el último siglo 

(McKay, 2017). Además, las reformas agrarias pueden abarcar elementos que brinden acceso 

a la salud, la educación y la vivienda (Gauster & Isakson, 2007); garantizar la seguridad 

alimentaria (Pritchard, 2013); proteger los derechos de las minorías étnicas (McKay, 2017); y 

asegurar una adecuada gestión de los recursos naturales (De Bremond, 2013). 

Colombia ha estado en un conflicto armado interno durante más de 50 años. El conflicto 

involucra al estado colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). 
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El 24 de agosto de 2016, las dos partes firmaron un Acuerdo de Paz1 para poner fin al conflicto 

armado más antiguo de América Latina. Sin embargo, el acuerdo fue firmado antes de la 

aprobación de los ciudadanos. Si bien el gobierno colombiano presionó para validar el Acuerdo 

de Paz a través de un referéndum público, la mayoría de la población (50,21%) votó en contra 

(Basset, 2018). Este resultado desfavorable ha requerido, en consecuencia, más negociaciones 

entre el gobierno, la oposición política, las FARC y la sociedad civil. El 26 de noviembre de 

2016 se firmó un nuevo Acuerdo de Paz entre las dos partes (Acuerdo Final, 2016). 

El nuevo convenio tiene como objetivo principal incrementar la inclusión social de las víctimas 

del conflicto armado y de los campesinos rurales marginados. Contiene seis puntos2 que 

definen las reformas y ajustes institucionales necesarios a cumplir. Con el objetivo de reducir 

la violencia en las zonas rurales del país, el Acuerdo de Paz incluye una reforma agraria 

conocida como Reforma Rural Integral (RRI). Su propósito es lograr una distribución justa de 

la tierra, acabar con la pobreza rural y apoyar la agricultura tradicional de pequeña escala para 

dar una solución definitiva a las causas históricas del conflicto (Acuerdo Final, 2016). 

El análisis de las políticas agrarias implementadas en otros países es fundamental para arrojar 

luz sobre las relaciones de poder, distribución y control de la tierra que subyacen en la CAI 

(Cramer & Richards, 2011). En el caso de Colombia, así como en el de otros países del Sur 

Global, el acceso a la tierra y a otros recursos naturales es crucial para comprender la violencia 

resultante de las CAI (Le Billon, 2003). 

 
1 El nombre completo del acuerdo colombiano es: “Acuerdo General para la Terminación del Conflicto y 

construcción de una paz estable y duradera. 

 
2 Los puntos referentes al problema de la tierra y transformación rural se consignan en mayor medida en el punto 

1 "Hacia un nuevo campo colombiano: reforma rural integral" y en menor medida en el 4 "Solución al problema 

de las drogas ilícitas", y el párrafo 6.2 del punto 6 "Capítulo Étnico". 
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En Colombia, durante muchos años las políticas y reformas agrarias han expandido la frontera 

agrícola principalmente a través de la privatización de tierras públicas que favorece a los 

terratenientes y actores sociales poderosos (CNMH, 2016; LeGrand, 1984). Además, hasta la 

fecha diferentes formas de violencia como los asesinatos y el desplazamiento forzado de 

campesinos y minorías étnicas han permitido a las élites y actores armados apropiarse de la 

tierra (Grajales, 2013; LeGrand, 1988). 

La evidencia sugiere que las reformas agrarias y los diferentes tipos de violencia se relacionan 

de manera compleja con las diferentes fases del CAI (Thomson, 2011). En el caso colombiano, 

el estudio de este vínculo potencial contribuirá a comprender mejor las relaciones de poder 

sobre la tierra y su conexión con la violencia. Si bien varios académicos han explorado esta 

relación (Albertus y Kaplan, 2013; Borras, 2003; Mingorría, 2017), hasta ahora se han 

descuidado los efectos causales del conflicto armado interno y las relaciones de poder sobre la 

tierra (Le Billon y Duffy, 2018).  

Para analizar la relación del conflicto armado interno y la reforma agraria, contrastaré el caso 

colombiano con el de otros países que han vivido situaciones de conflicto y reformas agrarias 

similares. La comparación se refiere a varias dimensiones del conflicto y las reformas que se 

identificaron para los propósitos de este estudio. El análisis de la comparación entre países 

tiene como objetivo identificar los factores más relevantes que inciden en la implementación 

de la reforma agraria para el caso colombiano. 

El artículo está organizado de la siguiente manera. Primero, la sección  de Metodología explica 

los criterios de selección de los países-casos similares para la comparación con el caso 

colombiano. La sección de Resultados explica la relación entre reforma agraria y conflicto 

armado interno para todos los casos-país, y los factores identificados que influirán en la reforma 

agraria en el posconflicto para el caso colombiano. Con base en estos resultados, la sección de 
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Discusión defiende la tipología de la reforma agraria, las relaciones de poder entre las élites y 

la estructura socioeconómica como factores determinantes en la implementación de la reforma 

agraria en la fase de posconflicto. La sección  de Conclusión resume y concluye. 

2.2 Metodología 

2.2.1 Selección de casos  

Los criterios de selección para el estudio comparativo con el caso colombiano requieren países 

que (1) sufrieron un conflicto armado interno y (2) implementaron una reforma agraria como 

pilar del acuerdo de paz en la fase de posconflicto. La Figura  2.1 presenta la metodología 

detallada utilizada para seleccionar casos de países para compararlos con el caso colombiano. 

Los casos se seleccionaron siguiendo las distintas etapas. 

En la etapa 1 se realizó una revisión de la literatura con el fin de identificar países cuyas 

reformas agrarias se han implementado desde 1964 (inicio del conflicto armado colombiano) 

hasta 2016 (inicio del acuerdo de paz colombiano). Para verificar que los países potenciales de 

comparación también han sido sometidos a un CAI, se utilizaron dos bases de datos 

especializadas en la sistematización de conflictos. Uno de la Escuela de Paz de la Universidad 

Autónoma de Barcelona (SPUAB) y uno del Programa de Datos de Conflictos de Uppsala (ver 

Anexo A).  

En la etapa 2, para cada posible país de comparación, se verificó que el fin de la etapa en 

conflicto se había logrado en base a un acuerdo de paz. Dentro del acuerdo de paz, se aseguró 

que una reforma agraria era fundamental para la fase de posconflicto. Finalmente, en la etapa 

3, se identificaron los factores determinantes para la implementación de la reforma agraria en 

cada uno de los países. 
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Figura  2.1. Etapas para la selección de casos 

A continuación, se creó una base de datos con los países que cumplieron con los requisitos para 

ser comparados con el caso colombiano. Los documentos reunidos se organizaron en cuatro 

categorías que exploraron: (i) el contenido de las referencias seleccionadas (conflicto armado, 

acuerdo de paz, reforma agraria), (ii) características históricas relevantes del conflicto, y (iii) 

características históricas relevantes de la reforma agraria. Los primeros vínculos entre conflicto 

armado y reforma agraria para cada caso de país se establecieron relacionando 

sistemáticamente estos datos y permitiendo comparaciones entre países. 

A partir de esta sistematización de datos, se seleccionaron cuatro países como relevantes para 

la comparación con el caso colombiano, a saber, El Salvador, Guatemala, Nicaragua y 

Sudáfrica. Otros casos como los de Angola, Mozambique, Filipinas y Ruanda fueron 

descartados del análisis porque sus reformas agrarias, aunque importantes en el desarrollo de 

sus fases de post-conflicto, no fueron centrales para sus acuerdos de paz. 
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2.2.2 Categorización de los conflictos armados  

Para los casos seleccionados (es decir, El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Sudáfrica), la 

categorización de las variables que vinculan las reformas agrarias con las fases del conflicto se 

realizó como se muestra en la Tabla 2.1. Esta categorización dibuja las diferencias y similitudes 

entre los casos y permite identificar factores de conflictos armados y reformas agrarias que no 

han sido explorados juntos. 

Tabla 2.1 

Marco para la comparación entre países seleccionados 

Variables Colombia El 

Salvador 
Guatemala Nicaragua    Sudáfrica Fases de 

conflicto 

Causas que iniciaron el 

conflicto 
  

 Analizar las principales causas relacionadas con el inicio de los conflictos 

armados. 

  
Pre-

conflicto Provoca la formación 

de grupos beligerantes 

Tipología de la reforma 

agraria 
  

  
  

Identificar el tipo de reforma agraria y los objetivos propuestos en las 

negociaciones de paz. 

  
  
  
  

En- 

conflicto 

Objetivos de la reforma 

agraria 

Antecedentes jurídicos 

Reforma agraria 

Objetivos alcanzados 

de la reforma agraria 
  

Identificar los factores relevantes que influyeron en el alcance de las reformas 

agrarias en el post-conflicto. 

  

  
  

Post- 

conflicto Factores relevantes 

para lograr una 

reforma agraria 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de la literatura revisada. 

 

Para analizar y clasificar las causas del conflicto armado en este estudio se utilizó la doble 

tipología propuesta por la Escola de Pau (2016). La primera parte de la tipología abordó la 

relación entre el escenario del conflicto armado y los actores. La segunda parte de la tipología 

incluyó diferentes tipos de causas de conflicto armado o diferentes intereses políticos entre los 

actores involucrados en el conflicto. 

Para identificar los factores del post-conflicto se realizó identificando y codificando la 

presencia de diferentes factores relacionados con la implementación de la reforma agraria en 

la fase post-conflicto El segundo criterio utilizado para la sistematización de las características 
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post-conflicto de los países fue la frecuencia de mención de los diferentes factores relacionadas 

con el post-conflicto (Anexo B). Esto se realizó contando esas menciones una a una y línea por 

línea. 

2.3 Resultados  

Los resultados muestran los vínculos históricos entre las reformas agrarias y el conflicto 

armado interno para todos los estudios de caso de los países seleccionados. Esta sección está 

organizada de la siguiente manera: (2.3.1) explora cómo la distribución desigual de la tierra y 

la pobreza rural existente fueron factores clave para el estallido de conflictos en todos los países 

estudiados. Posteriormente, (2.3.2) compara las reformas agrarias de los países y los tipos de 

distribución de la tierra formulados durante los acuerdos de paz. Por último, en la subsección 

(2.3.1) se identifica los factores que influyeron en la implementación de las reformas agrarias 

en la fase de posconflicto para cada uno de los países analizados. 

2.3.1 Pre-conflicto: Relación entre reforma agraria y conflictos armados  

El caso colombiano es un conflicto armado interno internacionalizado. Esto se debe a que el 

enfrentamiento de diferentes partidos en Colombia se extiende sobre territorios de países 

vecinos, concretamente Venezuela y Ecuador. Las principales causas del conflicto armado 

incluyen las aspiraciones de identidad (Identidad), la oposición al sistema político, económico, 

social o ideológico de un estado (Sistema), el sistema de política interna o internacional de un 

gobierno (Gobierno) y el control de los recursos (Recursos) o territorio (Territorio) (ver Tabla 

2.2). 
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Tabla 2.2 

Tipología y causas del inicio de conflictos armados 

Fuente: Elaboración propia a partir de la literatura revisada. 

Además, las causas identificadas del conflicto armado comparten varias características. Todas 

las causas surgen de problemas asociados con la distribución desigual de la tierra, las enormes 

desigualdades sociales, la explotación laboral en el campo y las políticas estatales basadas en 

un modelo económico agroexportador (ver Tabla 2.2). Además, los sistemas de segregación 

racial de los negros en Sudáfrica, los pueblos indígenas en Guatemala también aparecen como 

factores relevantes que influyen en el inicio y duración de los conflictos armados. 

2.3.2 En-conflicto: Tipologías de reforma agraria en los acuerdos de paz 

La Tabla 2.3 enumera los diferentes modelos de reformas agrarias y programas 

complementarios implementados en los diferentes países. En los acuerdos de paz se puede 

encontrar una mezcla de las diferentes tipologías de distribución de la tierra. 

 

País Fecha 

de 

inicio 
  

Tipología 

del 

conflicto 

Causas de los conflictos 

armados 
Actores 

Armados  
Referencias clave 

Colombia  1964 Sistema 
Internacional  
interno  

Explotación laboral rural  
Distribución desigual de la tierra 
Mercados agroexportación 
Pobreza rural 

Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de 

Colombia (FARC-

EP) 

  
(Albán, 2011) 
(Berry, 2002) 

El Salvador 
  

1979 Sistema 

Interno  
Autocracia  
Explotación laboral rural  
Distribución desigual de la tierra 
Mercados agroexportación 
Pobreza rural 

Farabundo Martí 

Frente para la 

Liberación 

Nacional (FMLN) 

  
(Velis, 2012) 

(Kay y Salazar 

2001) 
(Foley et al., 1997) 

Guatemala 
  

1960 Interno 
Sistema 
Identidad 

Acaparamiento de tierras 

indígenas 
Explotación laboral rural  
Distribución desigual de la tierra 
Mercados agroexportadores 
Pobreza rural 

  
Unidad 

Revolucionaria 

Nacional 

Guatemalteco  
(URNG) 

  
(Fradejas 2014) 

(Granovsky-larsen 

2013) 
  

Nicaragua 
  

1979 Interno 
Sistema 
Gobierno  

Autocracia  
Explotación laboral rural  
Distribución desigual de la tierra 
Mercados agroexportadores 
Pobreza rural 

  
Frente Sandinista 

de Liberación 

Nacional (FSLN), 

Contras 

  
(Rueda 2013) 

(Baumeister 1984, 

1999) 

Sudáfrica 1954 Interno  
Identidad 
Sistema  
Territorial 

Distribución desigual de la tierra 
Explotación laboral rural  
Conflictos étnicos (Apartheid) 
Pobreza rural 

  
Congreso Nacional 

Africano (ANC) 

(Sihlongonyane, 

2008) 
(O'Laughlin et al. 

2013) 
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Tabla 2.3 
Modelo de reforma agraria en los acuerdos de paz 

Nota: Esta tabla se construyó de acuerdo con la información proporcionada en los acuerdos de paz y revisión de la literatura 

de cada caso analizado 

Fuente: elaboración propia a partir de la revisión de la literatura. 

 

Al igual que en el caso colombiano, las reformas agrarias en Guatemala y Sudáfrica abordaron 

otros aspectos más allá de la redistribución de la tierra como la salud, la educación y la 

vivienda, la seguridad alimentaria, la defensa de las minorías étnicas o grupos vulnerables de 

la derecha y el adecuado manejo de los recursos naturales. Todos ellos estaban relacionados 

con la mejora de las condiciones de vida de la población rural, especialmente de los que fueron 

víctimas del conflicto. 

Otro rasgo del caso colombiano tiene que ver con la tipología de su reforma agraria. Se 

considera liderado por el estado porque la mayoría de los programas dirigidos a resolver 

problemas de pobreza rural, violencia y justicia social son acciones del estado que involucran 

la participación de la comunidad rural (por ejemplo, pobres rurales, pro-reforma y víctimas de 

País  Acuerdo de 

paz  

Reforma 

agraria 

basada en 

Tipo de 

distribución 

de tierras 

Apoyo a la 

distribución 

de tierras 

Beneficiarios Referencias 

clave 

Colombia  Acuerdo final 

para una paz 

estable y 

duradera 
2016 

Liderado 

por el 

Estado  

Distribución 

basada en el 

mercado  

Tenencia de la 

tierra 
Restitución de 

tierras  
Colonización  

Campesinos y 

minorías étnicas sin 

tierras o con tierra 

escasa. La reforma 

agraria da prioridad a 

las mujeres víctimas 

del conflicto. 

  
  
  

(Sánchez & 

Sánchez, 2018) 

El Salvador  Acuerdo de 

paz de 

Chapultepec 
1992 

Impulsado 

por el 

mercado 

Distribución 

basada en el 

mercado  

Tenencia de la 

tierra 
  
Colonización 

Actores armados del 

FMNL,  
Campesinos sin tierra 

o con tierra escasa.  

  
(Flores, 1998) 
(Foley et al., 

1997) 

Guatemala  Acuerdo de 

paz firme y 

duradero 
Guatemala 

1996 

Impulsado 

por el 

mercado 

Distribución 

basada en el 

mercado  

Tenencia  
Expropiación 

de tierras  
  

Campesinos sin tierra 

o tierra escasa. La 

reforma agraria 

prioriza a los pueblos 

indígenas.  

  
(Matul & 

Ramírez,2014) 
(Preti, 2002) 

Nicaragua Acuerdo de 

Sapoa 
1988-1990 

  
  
  

Impulsado 

por el 

mercado 

Distribución 

basada en el 

mercado  

Tenencia de 

tierra  
Colonización  
  

Actores armados de 

campesinos del FSLN 

sin tierra o con tierra 

escasa.  
  

  
  

(Jonakin, 1996) 
(Rueda, 2013) 

Sudáfrica Acuerdo 

Nacional para 

la Paz 
1994 

Impulsado 

por el 

mercado 

Distribución 

basada en el 

mercado  

Tenencia de 

tierras 
Restitución de 

tierras  
  

Campesinos sin tierra 

o con tierra escasa. La 

reforma agraria 

prioriza a pueblos 

negros. 

   
(Akinola, 2018) 
(Lahiff, 2008) 
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la CAI). Por el contrario, la distribución de la tierra se considera dirigida por el mercado porque 

involucra aspectos típicos de este modelo. 

Estos aspectos son los siguientes. Primero, los beneficiarios deben presentar planes de 

producción agrícola antes de que se les otorgue la tierra. En segundo lugar, la CRR estipula la 

creación de un banco de tierras para la asignación gratuita de 3 millones de hectáreas; por otro 

lado, también promueve otros mecanismos que incluyen subsidios y créditos especiales para la 

compra de tierras a través del mercado. Finalmente, los procesos de distribución evaden la 

expropiación y redistribución de tierras provenientes de grandes fincas que históricamente se 

han apropiado de tierras comunitarias públicas y rurales. 

2.3.3 Post-conflicto: Factores que afectan la implementación de las reformas agrarias  

En la Figura 2.2, los resultados del análisis comparativo muestran que los factores más 

relevantes que influyen en la implementación de la reforma agraria en post-conflicto son la 

relación de poder entre las élites, presente en el 93% de la literatura revisada (Anexo B), la 

desigualdad socioeconómica en 91% de los casos y el tipo de reforma agraria en 85%. 

Otros aspectos no fueron tan relevantes en el contexto general del conflicto armado. Sin 

embargo, factores como los derechos de los conflictos étnicos en Guatemala, el control 

territorial por la violencia en Colombia, o la alta densidad de población rural y la escasez de 

calidad de la tierra en El Salvador están según la literatura fuertemente asociados con el 

conflicto armado en los respectivos países.  
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Figura  2.2 Frecuencia y presencia de los factores más relevantes que inciden en la implementación de reformas agrarias para 

los casos analizados. 

Fuente: Elaboración propia con base en la revisión de la literatura (Anexo B). 

 

2.3.3.1 Tipologías de distribución de la tierra en las reformas agrarias 

La Figura 2.3 muestra la frecuencia de las tipologías de distribución de la tierra en las reformas 

agrarias. El mercado neoliberal fue el tipo de distribución con mayor relevancia en la literatura 

revisada (Anexo B). Este hecho se corrobora en todos los casos analizados, aunque hay que 

reconocer que también se utilizaron otras formas de distribución en las fases posconflicto, pero 

en menor medida. Los resultados muestran que el factor menos utilizado fue la expropiación, 

específicamente porque el modelo MLAR no aborda este tipo de distribución dentro de su 

modelo. 

Para el caso colombiano, la Figura 2.4 revela que la titulación de tierras, la colonización y la 

distribución basada en el mercado son igualmente relevantes dentro de la literatura revisada. 
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Aunque el CRR habla de estos tres tipos de distribución de la tierra, es necesario recordar que 

tanto la titulación de la tierra como la colonización y la restitución de la tierra son programas 

complementarios a la distribución basada en el mercado (ver Tabla 2.3). Los resultados 

encontrados en esta sección se analizan a continuación.  

 
Figura  2.3. Tipologías de distribución de la tierra en reformas agrarias para los casos analizados. 

Fuente: Elaboración propia con base en la revisión de la literatura (Anexo B). 

 

2.4 Discusión 

Este estudio mostró que es fundamental para la reforma agraria lograr la transferencia de tierras 

de los propietarios a los campesinos o las minorías étnicas. Sin embargo, es igualmente 

importante resolver problemas vinculados a grandes desigualdades, como la concentración de 

la tierra y la pobreza rural (Lindemann, 2010), y las diferentes formas de violencia relacionadas 

con la CAI en el campo (Fitzpatrick, 2002). 

Los resultados también sugieren que las reformas agrarias y la distribución de tierras 

impulsadas por el mercado no son las mejores opciones para llevar a cabo procesos de 

transformación rural en contextos de posconflicto. En este sentido, el análisis de Borras (2003) 
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indica que el mercado, como se recomienda en el modelo MLAR, no puede transformar las 

condiciones preexistentes de riqueza entre los diferentes grupos sociales y el poder político 

sobre la tierra de la forma en que el Estado puede hacerlo. 

En el caso colombiano, los resultados muestran que la RRI involucra acciones dirigidas por el 

estado que permitirán la implantación de programas rurales liderados por la comunidad 

orientados a transformar las zonas rurales más afectadas por la CAI. Sin embargo, el proceso 

de distribución de la tierra no tuvo en cuenta los diferentes lenguajes de valoración de la tierra, 

las nociones plurales de propiedad y las relaciones de poder. Estos elementos son esenciales 

para lograr cambios estructurales en la tenencia y el control de la tierra, y especialmente cuando 

las reformas agrarias son lideradas por el estado (Sikor & Müller 2009). 

Este escenario en el caso colombiano predice, como lo señalan Le Billon (2014) y Matul & 

Ramírez (2014), que en el post-conflicto los actores dominantes en la tierra mantendrán su 

poder a costa de las necesidades de la población rural. Sin embargo, esto no necesariamente 

predice el regreso del país a una fase de Pre-conflicto. Posiblemente, los ciclos de violencia 

relacionados con el acceso y control de la tierra persistan o aumenten en la fase de post-

conflicto, como en los otros casos analizados y especialmente considerando el escaso interés 

del Estado colombiano en cambiar la dinámica de poder sobre el territorio.  

A continuación, analizo los principales factores que afectan el alcance de las reformas agrarias 

en la fase de posconflicto para el caso colombiano, a saber, la tipología de la reforma agraria, 

la relación de poder entre las élites y la desigualdad socioeconómica.  

2.4.1 La distribución de la tierra liderada por el mercado 

Los casos analizados tienen diferentes realidades rurales y dinámicas de conflicto armado. Sin 

embargo, la MLAR se estableció como el método preferido para resolver los problemas de 
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acceso, distribución y formalización de la tierra (Borras, 2003; De Bremond, 2007; Fraser, 

Fisher, & Arce, 2014). Si bien los procesos institucionales y el apoyo económico que 

condicionan la implementación de las reformas agrarias divergen entre los diferentes países, 

tanto la estructura de tenencia de la tierra como los niveles de pobreza rural cambiaron poco o 

nada durante las etapas del post-conflicto. 

En consecuencia, varios académicos han abordado las principales causas que explican los 

desastrosos resultados de la MLAR en el período posterior al conflicto (Akinola, 2018; De 

Bremond, 2013; K Deininger & Binswanger, 1999; Klaus Deininger et al., 2003). Sus puntos 

convergen en que el principal problema para que las reformas agrarias no tengan el alcance 

esperado, está implícito en el propio modelo. Esto es fundamental porque este tipo de reforma 

considera la tierra como un bien comercial transferible, omitiendo por completo el dinamismo 

de las relaciones de poder político sobre la tierra, entre los diferentes países y entre las mismas 

áreas rurales que los integran (Borras, 2003; Gauster e Isakson, 2007). 

Las distintas aspiraciones del acuerdo de paz colombiano a través del reparto equitativo de la 

tierra son contradictorias precisamente porque la RRI no cuestiona las relaciones históricas de 

poder sobre la tierra (Segrelles, 2018). Incluso si toda la tierra se transfiere en los términos 

establecidos en los convenios y este se lleva a cabo con éxito, los altos niveles de concentración 

de tierras en Colombia podrían persistir (Gutiérrez & Marín, 2018). Esto se debe a que el diseño 

de la RRI no proporciona instrumentos para transformar la estructura desigual de la tenencia 

de la tierra. 

A pesar de esto, es necesario reconocer que la implementación de la RRI podría al menos tener 

algunos efectos positivos en las regiones afectadas por el conflicto armado en Colombia. Por 

ejemplo, la implementación de la RRI permitiría disminuir la concentración de la tierra y 

mejorar las condiciones de vida de sus habitantes (Faguet et al., 2018). Según la información 
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proporcionada por CINEP (2018), 170 municipios podrían beneficiarse del RRI. Sin embargo, 

otros territorios rurales del país quedarían directamente excluidos. Si bien estos territorios no 

son considerados como los municipios más afectados, también requieren de medidas urgentes 

que apoyen el acceso equitativo a la tierra y el mantenimiento de las economías tradicionales, 

superando así el empobrecimiento rural (PNUD, 2011). 

Si bien la redistribución de tierras no está incluida en la RRI, la relevancia de su 

implementación radica en el pago de impuestos de los grandes empresarios o dueños de 

negocios, que históricamente se han beneficiado de los bajos impuestos (Segrelles, 2018). 

Además, la RRI podría permitir la participación política de los habitantes rurales en la 

transformación territorial, lo que puede fortalecer la participación en la toma de decisiones de 

actores históricamente marginados (McKay, 2017). 

Asimismo, la RRI podría crear una nueva institucionalidad para el mantenimiento de la 

economía tradicional campesina, familiar y comunitaria, que promueva la producción y 

consumo de alimentos locales (Sánchez & Sánchez, 2018). De esa manera, la RRI en Colombia 

podría permitir la promoción de futuras políticas públicas orientadas a resolver los problemas 

estructurales del campo en todo el territorio nacional, de manera que se eviten los ciclos de 

violencia territorial en el país. 

2.4.2 Las relaciones de poder entre las elites 

Los casos analizados indican que el resultado de la unión de fuerzas entre las élites ha sido la 

protección histórica de los intereses de las élites agrarias sobre el mercado agrícola y el control 

territorial. La consolidación del poder de la élite terrateniente en los casos analizados se 

remonta a procesos iniciados en la época de la colonización. Sin embargo, el dominio de las 

élites se estableció en algún momento posterior debido a los sistemas duales de tenencia de 
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tierras a gran y pequeña escala, caracterizados por la alta concentración de tierra y el trabajo 

servil. 

La coalición de fuerzas entre terratenientes, políticos y fuerzas militares en los casos 

latinoamericanos (El Salvador, Guatemala, Nicaragua y Colombia) permitió revertir los 

intentos contundentes de reformar las estructuras agrarias desequilibradas mediante la reforma 

agraria impulsada por el Estado. Estos procesos dieron lugar al control casi absoluto de las 

élites agrarias sobre los cultivos de agroexportación y a su expansión de poder en los órganos 

bancarios y legislativos (Fradejas, 2012; Levin & Weiner, 2008; Rueda, 2013). 

En Sudáfrica, sin embargo, los sistemas de segregación racial permitieron el dominio absoluto 

de las élites territoriales sobre los medios de producción agrícola (Sihlongonyane, 2008). Por 

ejemplo, las élites agrarias pudieron dar forma tanto al contenido como a la institucionalización 

de la reforma agraria. Su injerencia en la política estatal ha retrasado más de 15 años la 

redistribución y pobreza rural pactada para la población negra (O'Laughlin et al., 2013) y ha 

impedido que los procesos de titulación colectiva se lleven a cabo de manera satisfactoria 

(Hoeks et al., 2014). 

En los casos latinoamericanos, las reformas agrarias pactadas en los acuerdos de paz no 

estipulaban la redistribución de los grandes terratenientes. Sin embargo, las élites territoriales 

ejercieron su influencia en la política nacional y local. En el caso de Guatemala, la influencia 

de las élites ha impedido que la mayoría de la población indígena adquiera derechos a través 

de la reforma agraria (Benedicte & Aguilar, 2019). En todos los países de América Latina, 

incluida Guatemala, el poder de las élites trajo consigo una expansión del modelo agrícola 

extractivista, basado principalmente en la promoción de cultivos agro-flexibles como la caña 

de azúcar y la palma aceitera (Mingorría, 2017; Ocampo, 2009; Rueda, 2013). 
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En el caso colombiano, a dos años de la promulgación del acuerdo final de paz, no se han 

registrado avances significativos en temas relacionados con el acceso a la tierra y el desarrollo 

rural (CINEP, 2018). Este hecho es atribuible a dos factores. En primer lugar, en la fuerte 

influencia que históricamente tienen los grandes terratenientes en las políticas públicas 

colombianas, y en segundo lugar, en la falta de voluntad de la élite política para la aprobación 

de las leyes y mecanismos para la implementación de la reforma agraria (Chaves, 2018; 

CINEP, 2018). 

Este interés de las élites (agrarias y políticas) por obstruir los acuerdos de paz ha alimentado 

una ola de movimientos sociales. Es decir, los grupos pro-reforma con la población rural pobre, 

de los cuales el más activo es la Minga Indígena del Cauca. El objetivo principal del 

movimiento es la defensa de los acuerdos alcanzados con las FARC para recuperar tierras 

ancestrales y empujar al actual gobierno a integrar los objetivos de la RRI, especialmente los 

que están dentro del Capítulo Étnico, en el Plan Nacional de Desarrollo (Revista Semana, 

2019). Como sugiere Balthasar (2018) tanto las políticas de Estado como la construcción de la 

paz deben ser un proceso paralelo capaz de generar un mayor bienestar para la población más 

vulnerable del país. 

2.4.3 Estructura socioeconómica desigual 

En los casos analizados, las desigualdades sociales han sido un factor que ha contribuido tanto 

al inicio como a la duración del CAI. En estas circunstancias de desigualdad, es fundamental 

poner los intereses y las necesidades de la población rural en un lugar central, si la intención 

principal es construir un acuerdo de paz duradero (Preti, 2002). La redistribución de la tierra y 

la riqueza son elementos clave para modificar las estructuras sociales de desigualdad en la fase 

de posconflicto (Hoeks et al., 2014; O’Laughlin.B et al., 2013). En ese sentido, es necesario 

reconocer que las reformas agrarias contienen medidas sociales, ambientales y económicas, las 
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cuales tienen como objetivo corregir las extremas desigualdades sociales que alimentan un 

CAI. 

Dicho esto, los académicos han indicado que el fracaso de la estabilidad social en la fase de 

post-conflicto se debe en parte a las contradicciones entre los acuerdos de paz y las políticas 

estatales sobre los modelos de desarrollo rural. Además, el obstáculo de las élites en la 

construcción del diálogo social es crucial. Así, la implementación de la reforma agraria no es 

el único factor que frena el empobrecimiento y las desigualdades rurales (Broegaard, 2005; De 

Bremond, 2013; Gauster & Isakson, 2007; Hoeks et al., 2014; Preti, 2002). 

Por tanto, la reforma agraria en el caso colombiano debe garantizar cambios en las relaciones 

de poder sobre la tierra a través de su redistribución. La reforma agraria debe brindar 

mecanismos que permitan la participación de la población rural en la construcción de 

programas de desarrollo agrícola, la atención de las necesidades humanas básicas, la 

planificación territorial de sostenibilidad ambiental y la seguridad alimentaria (Beltrán, 2016). 

De la misma forma, la reforma agraria debe resolver la función institucional de las zonas 

rurales, especialmente aquellas que se encuentran más alejadas de los centros de desarrollo 

(Machado, 2008). 

Abordar los elementos anteriores es clave para los problemas estructurales del campo 

colombiano asociados con el conflicto armado, las muertes violentas, el desplazamiento, la 

privación de tierras y el empobrecimiento rural en el largo plazo (Franco & De los Ríos, 2011). 

En efecto, la RRI reconoce que la Zona de Reserva Campesina (ZRC creada a partir de la ley 

60 de 1994) es una figura estatal que impide la concentración de la propiedad rural, la 

expansión de la frontera agrícola, y al mismo tiempo permite la participación de las 

comunidades en la planificación y reconstrucción de sus territorios. 
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Las propuestas generadas en la RRI representan un avance histórico porque reconocen temas 

relacionados con el acceso a la tierra, la pobreza y el abandono institucional de las zonas rurales 

afectadas por la CAI en Colombia (Sánchez & Sánchez, 2018). Además, la RRI proporciona 

la ruta y los mecanismos necesarios para resolver el conflicto. Sin embargo, es necesario 

reflexionar sobre otras medidas que podrían indicar una falta de armonía y coherencia con el 

acuerdo. 

Primero, luego de la implementación del Plan Nacional de Biocombustibles 2002 - 2020, las 

políticas estatales han promovido la intensificación de los cultivos de caña de azúcar y palma 

aceitera para la producción de biocombustibles. Estudios han informado que la expansión tanto 

de los cultivos de palma aceitera (Escobar, 2013; Grajales, 2015) como de la caña de azúcar 

(Vélez-Torres et al., 2019) han favorecido en Colombia los procesos de concentración de 

tierras, despojo y desplazamiento de campesinos y minorías étnicas. 

En segundo lugar, es necesario hacer referencia a la muy controvertida Ley 1776 de 29 de enero 

de 2016. En virtud de esta ley, se crean las Áreas de Interés de Desarrollo Rural, Económico y 

Social (ZIDRES). El desarrollo económico, sin embargo, está diseñado para asignar tierras 

públicas a grandes empresas nacionales o extranjeras para la agroindustria exactamente en 

áreas rurales de difícil acceso (Salas, 2016). Esta ley excluye aún más la producción campesina 

y exacerba las relaciones desiguales de producción, propiedad y poder existentes en el campo 

(McKay, 2017). 

Una futura intensificación en la extracción de recursos naturales y la reasignación de tierras 

públicas comunales y subsidios a favor de las élites y capitales extranjeros contradice las 

intenciones del acuerdo de paz y amenaza los compromisos adquiridos bajo la figura de la 

ZRC. Este escenario puede involucrar nuevas fuentes de conflicto entre proyectos de 
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desarrollo, impulsados desde el nivel nacional, y comunidades rurales locales (Salas, 2016; 

Suarez et al., 2018). 

2.4.4 Conclusiones  

En este capítulo se han explorado procesos de reforma agraria en países con CAI, con el 

objetivo de encontrar y analizar los factores más relevantes que podrían influir en la 

implementación de la RRI en la fase de post-conflicto colombiano y en la construcción de paz. 

El análisis comparativo de los casos encontró tres factores relevantes en la implementación de 

las reformas agrarias. En primer lugar, el modelo de reforma concebido en los acuerdos de paz 

no contempla las relaciones de poder sobre la tierra, por lo que no se prevén mecanismos 

suficientes que permitan una distribución justa de la tierra. En segundo lugar, la interferencia 

de las grandes élites terratenientes en el diseño de políticas públicas ha provocado que las 

reformas agrarias sean contraproducentes para la población rural pobre. En tercer lugar, los 

programas destinados a superar el empobrecimiento rural y la injusticia social son igualmente 

importantes que la redistribución en la fase posterior al conflicto. 

La Reforma Rural Integral en Colombia, como en los otros casos analizados, no cuestiona los 

problemas históricos sobre el acceso y uso de la tierra. La transferencia de la tierra rural 

estipulada en la RRI es insignificante para reducir los altos niveles de concentración de la tierra 

en el país. La transferencia de tierras podría al menos reducir las desigualdades en las áreas 

rurales donde se implementará la reforma agraria, si la adjudicación de tierras es un proceso 

justo y transparente que antepone las necesidades de la población rural a los intereses de las 

grandes élites terratenientes. 

Si bien la redistribución de la tierra no se aborda en la RRI, otros elementos incluidos en su 

diseño como las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) son claves para mejorar las condiciones 
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de vida de los beneficiarios de la reforma rural. De la misma forma, la implementación de estos 

instrumentos podría desencadenar una serie de políticas públicas que permitan resolver en el 

futuro los problemas estructurales del campo en todo el territorio nacional. 

Sin embargo, a dos años del final del conflicto, aún no existen avances significativos en la 

adopción de leyes, ni en la implementación de medidas que permitan el cumplimiento de las 

disposiciones de la RRI. Este retroceso se debe en parte a que la actual visión de la política 

gubernamental no está de acuerdo con las soluciones que brindan los acuerdos de paz. Ante 

esta situación, los movimientos sociales que se generan a partir de la unión de los campesinos, 

las minorías étnicas y el grupo reformista son importantes para solicitar e impulsar al actual 

gobierno a cumplir con los acuerdos de paz. 
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Selección de casos potenciales  
Country Agrarian 

reforms 

Involve 

IAC 

IAC 

Start 

IAC 

End 

Peace 

agreement 

Agreement involve agrarian 

reform 

Colombia  1988, 1994, 
2016 

Yes 1964 2016 Yes Yes 

Angola 1975,2002 Yes 1974 2002 Yes No 

Albania  1991 No ----- ----- ----- ----- 

Bolivia  1996, 2006 No ----- ----- ----- ----- 

Brazil  1985,1993, 

2003 

No ----- ----- ----- ----- 

Chile  1967 No ----- ----- ----- ----- 

El Salvador  1980,1992 Yes 1979 1992 Yes Yes 

Estonia  1991 No ----- ----- ----- ----- 

Ethiopia 1975,1997 Yes 2007 2018 Yes No 

Philippines 1972,1985, 

1997 

Yes 1969 On 

going 

No No 

Guatemala  1997 Yes 1960 1997 Yes Yes 

Iran  1980 No ----- ----- ----- ----- 

Iraq 1970, 1982 Yes 2003 On 
going 

No No 

Kenya 2009 No ----- ----- ----- ----- 

Mexico 1992,2006 No ----- ----- ----- ----- 

Mozambique  1975,2002 Yes 1975 2019 Yes No 

Namibia  1990,2005 No ----- ----- ----- ----- 

Nicaragua 1986,1990 Yes 1979 1990 Yes Yes 

Peru 1969,1988 No ---- ---- ---- ---- 

Rwanda 2005 Yes 1990 1995 No No 

Sri Lanka 1972 Yes 1983 2009 No No 

South Africa 1994, 2000 Yes 1954 1994 Yes Yes 

Syria 1984 Yes 2011 On 

going 

No No 

Venezuela  2001 No ----- ----- ----- ----- 

Vietnam  1988 No ----- ----- ----- ----- 

Zimbabwe 1986 Yes 1964 1979 No ----- 

Nota: Esta tabla se construyó de acuerdo con la información proporcionada en las bases de datos de UPPSLA, SPUAB y 

revisión de la literatura de cada caso potencial. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la revisión de la literatura. 
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3 Los procesos históricos del acaparamiento de tierras en Colombia; perspectiva 

desde la Ecología Política de la Guerra 

 

Resumen  

Este capítulo analiza las principales motivaciones y mecanismos bajo los cuales se han llevado 

a cabo los procesos de acaparamiento de tierra en cada una de las etapas del CAI colombiano. 

Para llevar a cabo este análisis se integran los métodos de análisis histórico de contrastes y la 

teoría de la gestión de los conflictos, lo que permitirá estudiar cronológicamente los vínculos 

históricos entre el acaparamiento de tierras y el desarrollo del CAI. A partir de la integración 

de estos métodos se identificó las etapas del CAI, luego, se estableció los procesos de 

acaparamiento que se desarrollaron en cada etapa, así como los actores, motivaciones y 

principales mecanismos que subyacen en tales procesos. Los resultados obtenidos del análisis 

revelan que, primero, el acaparamiento de tierras no es un fenómeno reciente ni se deriva 

únicamente de la crisis energética y alimentaria del 2008 y; segundo, el desplazamiento forzado 

de la población rural llegó a constituirse durante el escalonamiento del conflicto como el 

principal mecanismo a través del cual se acaparó la tierra. Con base a estos hallazgos, este 

capítulo pone de manifiesto la importancia de estudiar los antecedentes históricos para 

comprender la gran variedad de procesos, motivaciones y actores involucrados en el 

acaparamiento de tierras, así como la vinculación de este fenómeno con los procesos de 

concentración de la tierra y  despojamiento territorial de las poblaciones rurales. 

Palabras Clave: Colombia: Acaparamiento de tierras, actores armados, concentración de la 

tierra, despojamiento territorial 
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3.1 Introducción 

El acaparamiento de tierras en un contexto de conflicto armado interno (CAI) se considera un 

ejercicio de poder por el cual empresarios agrícolas y actores armados acceden, controlan y 

acumulan tierras rurales (Cain, 2007; Do & Iyer, 2008; Lindberg & Herath, 2014; Musahara & 

Huggins, 2004; Vista et al., 2012), mientras que, para la población rural representa tanto la 

perdida de sus tierras como de los medios de subsistencia que se basan en el uso de otros 

recursos naturales (ej. agua y bosques) (Lindemann, 2010; Palmer et al., 2009). Es entonces 

cuando la población rural se involucra en un CAI porque lucha por la defensa de la tierra y del 

territorio (Escobar, 2013). 

Estudiar los procesos de acaparamiento de tierras desde la perspectiva de la ecología política  

requiere analizar por un lado la relación de este fenómeno con los procesos de concentración 

de la tierra encaminados a la producción de materias primas y alimentos, y a la exclusión de la 

población rural de los mismos (Costantino, 2013), y por el otro aborda los vínculos entre un 

CAI y la historia de extracción, uso y control de la tierra (Le Billon, 2001, 2003). 

En este sentido, el caso colombiano es particularmente interesante para el análisis del 

acaparamiento de tierras. Primero, porque los procesos de acaparamiento han involucrado 

formas de violencia asociadas al CAI (ej. desplazamiento forzado, confinamiento, asesinatos) 

para efectuarlos, estos procesos han beneficiado a que las elites agrarias, empresas nacionales 

y extranjeras puedan acumular capital proveniente de actividades extractivistas como la 

agroindustria (LeGrand, 1984; Absalón Machado, 2009; McBeth et al., 1994).  

Segundo, los actores armados involucrados en el CAI han visto en el acaparamiento de tierras 

una oportunidad para la apropiación ilegal de tierras (Osorio, 2015) que posteriormente son 

explotadas generalmente para ejecutar proyectos agrícolas con el objetivo de financiar su 

accionar criminal y perpetuar su poder territorial (Grajales, 2011; Nelson, 2019). 
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Tercero, porque después de los acuerdos de paz que dieron lugar a la finalización del CAI 

colombiano, persisten varios procesos de despojamiento territorial a través de los cuales otros 

actores armados del CAI (ej. paramilitares y Ejército de Liberación Nacional) siguen 

acaparando la tierra de la población rural (CINEP, 2018). 

En este contexto, la literatura sobre el acaparamiento de tierras en Colombia se ha traducido en 

importantes bases para estudiar este fenómeno con la violencia y su legalización estatal 

(Grajales, 2015), los paisajes del despojo cotidiano (Ojeda et al., 2015), la diferenciación 

cultural y de identidad de los territorios (Escobar, 2013), y los modelos de producción agrarios 

(Thomson, 2011). Sin embargo, mucho de estos autores se han enfocado en el análisis detallado 

de las complejidades de la realidad local, dejando de lado la influencia que ha tenido la historia 

del CAI sobre las relaciones de poder que determinan el acceso y control de la tierra en el 

territorio nacional.  

Para abordar estas cuestiones, los autores Le Billon & Duffy (2018) sugieren incorporar 

metodologías de los estudios de conflicto y paz a los enfoques teóricos de ecología política, lo 

anterior con el propósito de analizar la relación recíproca entre la violencia que se considera 

un proceso multidimensional que funciona a lo largo de las etapas de un CAI, y las relaciones 

de poder que determinan el acceso y control de la tierra.   

Tomando en cuenta estas contribuciones, esta investigación tiene como objetivo identificar los 

principales mecanismos que se han usado en las distintas etapas del CAI para llevar a cabo los 

procesos de acaparamientos de tierra, y analizar qué motivaciones causaron dichos procesos. 

Para la consecución de este objetivo yo utilizo el método del manejo de los conflictos para 

identificar las diferentes etapas del CAI colombiano (pre, en y post-conflicto). Una vez 

identificadas las etapas, hago un análisis histórico para identificar en cada una de ellas los 
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actores, además de los principales mecanismos y motivaciones, involucrados en los 

acaparamientos de tierras.  

Este capítulo se organiza de la siguiente manera. Primero, en la sección de Metodología se 

explica los procedimientos para identificar las etapas del CAI y los criterios para el análisis 

histórico relacionada con los acaparamientos de tierra en cada una de las etapas del conflicto. 

En la sección de Resultados se muestran los principales hallazgos de esta investigación y se 

discuten con las principales contribuciones realizadas en la bibliografía consultada, este 

proceso incluye conclusiones parciales para cada una de las etapas del conflicto. Finalmente, 

en la sección de conclusiones generales se resume y concluye las contribuciones de esta 

investigación.     

3.2 Metodología 

3.2.1 Etapas del CAI colombiano 

Para identificar las etapas del CAI se procedió de la siguiente manera: Primero, para construir 

la curva que refleja la intensidad del conflicto en el transcurso del tiempo, se utilizó la base de 

datos del Registro Único de Víctimas (RUV). La RUV proporciona los datos anuales del 

número de hechos violentos denunciados por las víctimas del conflicto, los hechos han sigo 

categorizados por el estado colombiano bajo 15 formas de violencia asociadas al CAI3, a través 

de las cuales se otorga al afectado el estatus de víctima del conflicto (ver Tabla 3.1). 

Por lo tanto, en este estudio se considera que la sumatoria anual de los hechos denunciados por 

las víctimas del conflicto bajo cualesquiera de las quince formas de violencia, reflejan la 

 
3 Las leyes más importantes con las cuales el estado colombiano ha reconocido el estatus, protección y reparación 

de víctimas del conflicto han sido; la ley 387 de 1997 para la prevención del desplazamiento forzado; la ley 1448 

de 2011 ley de víctimas y restitución de tierras, en ellas se reconoce a las personas víctimas de las acciones 

delictivas de grupos los delictivos  de las FARC, ELN y grupos paramilitares, dos años después mediante la 

sentencia de la corte constitucional C280 y Auto 119 de 2013, se da el estatus de víctimas también a la población 

violentada por las Bandas Criminales Emergentes (Bacrim). 



73 

 

intensidad del CAI colombiano. Con el fin de obtener una visualización más clara de la 

intensidad del conflicto, las formas de violencia se agruparon de acuerdo con su similitud 

conceptual en tres grupos diferentes; Desplazamiento, Lesiones y muertes. Estos grupos son 

definidos como los hechos violentos relacionados con el conflicto que podrían producir el 

Desplazamiento, algún tipo de Lesión y la Muerte de la población civil. 

Tabla 3.1 
Agrupación de hechos y número de víctimas asociados al conflicto entre 1964-2018  

Grupos de formas de violencia  Formas de violencia asociadas al CAI Número total de victimas  

Desplazamiento Abandono o despojo de tierras 14.916 

Confinamiento 31.511 

Desplazamiento 7.564.164 

Perdida de muebles e inmuebles 115.757 

Lesiones Acto terrorista 82.354 

Amenazas 421.942 

Delitos contra la integridad sexual 29.133 

Lesiones personales físicas 8.326 

Lesiones personales psicológicas 15.720 

Secuestro 37.025 

Tortura 10.711 

Vinculación de niños y niñas 7.744 

Muertes Desaparición forzada 175.153 

Homicidio 1.012.201 

Minas antipersonal 11.566 

Fuente: Datos tomados del Registro Único de Victimas  

En segundo lugar, se realizó una búsqueda bibliográfica en Scielo y Scopus, para los últimos 5 

años (2014 - 2019), bajo las siguientes palabras claves: Colombia, conflicto armado, y procesos 

de paz, esto con la finalidad de encontrar literatura que aborde la historia del CAI colombiano 

y sus respectivos procesos de paz. Descartando áreas temáticas como salud psicología y 

educación, de este proceso resultaron 29 artículos. Luego, cada documento seleccionado fue 

revisado línea por línea para identificar las etapas del conflicto y las intervenciones de paz.  

 Para seleccionar las etapas del conflicto se identificaron las fechas de inicio, desarrollo y 

finalización de los enfrentamientos armados de los actores involucrados en el CAI, cuyos datos 

históricos expresan respectivamente el punto de partida de las etapas pre-conflicto (1964) y 
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post-conflicto (2016), mientras que, para la etapa en-conflicto se procedió a seleccionar como 

punto de partida, el año que registrara el mayor cambio en la intensidad del conflicto (1999).         

Las intervenciones de paz fueron identificadas según la tipología proporcionada por la teoría 

de la gestión de los conflictos (ver sección 1.3). Por ejemplo; para identificar la prevención de 

paz, se identificó en la bibliografía aquellos eventos políticos encaminados a prevenir la crisis 

del conflicto. De igual manera, se procedió para las otras intervenciones de paz: haciendo, 

manteniendo y construyendo paz.  

3.2.2 Análisis histórico comparativo de contrastes de contextos 

Los análisis cronológicos detallados son usados por Wehrmann (2008) como una herramienta  

metodológica para analizar el acaparamiento de tierras en contextos de conflicto armado. Este 

análisis según el autor estaba basado en la identificación y análisis de las variables que se 

visualizan en la Tabla 3.2. Adicionalmente, se tomó en cuenta las principales contribuciones 

que otros autores han realizado sobre la definición y análisis de estas variables. Estas 

contribuciones han sido previamente identificadas tras el análisis de la relación histórica de 

reformas agrarias y conflictos armados (Villarreal, 2020). 

Con el propósito de identificar las variables de la Tabla 3.2, en cada una de las etapas del 

conflicto, se procedió a realizar se procedió a realizar una búsqueda bibliográfica en Scielo y 

Scopus con las siguientes palabras claves: Colombia y acaparamiento de tierras, al pretender 

realizar un análisis histórico esta búsqueda no tuvo límites de años, de este proceso resultaron 

19 artículos. Esta búsqueda fue complementada por otros documentos (artículos, libros, 

informes etc.) encontrados en Google Académico. 

 La búsqueda bibliográfica en Google Académico se realizó con las mismas palabras claves, 

pero fueron condicionadas a la temporalidad del CAI colombiano, es decir entre los años de 
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Pre-conflicto (1964-1999), En-conflicto (1999-2015), Post-conflicto (2016-2018). A través de 

este procedimiento se obtuvo 86 documentos para el análisis.    

Tabla 3.2 
Variables asociadas a los procesos de acaparamiento de tierras en contextos de CAI 

Variables Definición Autores 

complementarios 

 

 

Actores 

Acaparadores: lo integran generalmente elites políticas y 

terratenientes, empresas nacionales o extranjeras y actores armados, 

con gran interés en la captación y concentración del poder sobre la 

tierra.   

 

(Borras, Kay, Gómez, & 

Wilkinson, 2012), 

 

Acaparados; lo integran habitualmente pequeños propietarios, 

inquilinos, ocupantes ilegales, aparceros, campesinos, minorías 

étnicas y peones que coexisten simultáneamente en una única 

economía nacional agraria 

 

(Grajales, 2011, 2013b) 

Legislaciones agrarias 

y de tenencia de la 

tierra 

Legislaciones políticas de un estado encaminadas a regular el 

acceso, uso y formalización de la tierra agrícola, estas pueden estar 

o no implícitas en los procesos de reforma agraria. 

 

(White et al., 2014) 

 

Modelos de desarrollo 

agrario 

Agroexportador y/o industrial: dirige su producción hacia los 

grandes mercados nacionales e internacionales, lo cual obliga a 

maximizar la renta del suelo para ser competitiva 

 

(Kay, 2016) 

Agricultura campesina, familiar y/o de pequeña escala: basado en 

la economía campesina de pequeños propietarios, dirigido al 

autoconsumo y a satisfacer la demanda interna. 

 

(Rosset, 2016) 

Indicadores de 

concentración de la 

tierra 

Involucra indicadores y bases de datos en las cuales se miden o 

registran tanto la distribución como la concentración la tierra de un 

país o región, en un determinado periodo de tiempo. 

 

(Faguet et al., 2018) 

 

Formas de violencia 

asociadas al conflicto 

armado interno 

Formas de violencia que no encajan con la forma tradicional de un 

CAI (umbral de muerte por batallas) también conectadas con los 

procesos de acaparamiento de tierras ejemplo: el despojamiento, 

control territorial, disciplinarización del territorio. 

 

(McKay, 2017) 

Fuente: (Borras & Wang, 2012; Wehrmann, 2008) 

Luego de la selección de los documentos, se hizo una revisión bibliográfica de cada uno de 

ellos línea por línea para identificar las variables consignadas en la Tabla 3.2 en cada una de 

las etapas del conflicto. Las variables fueron sistematizadas cronológicamente y consignadas 

en una base de datos. Finalmente, se encontraron las singularidades y diferencias de las 

variables en cada una de las etapas.   
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3.3 Resultados  

En esta sección se muestran las distintas etapas e intervenciones de paz del CAI colombiano 

identificadas bajo la metodología señalada en la subsección 3.1.1. Estos datos se consignan en 

la Figura 3.1, que adicionalmente refleja la intensidad del CAI de acuerdo con la agrupación 

de los hechos denunciados por las víctimas del conflicto. A continuación, se describen los 

eventos históricos más importantes de cada una de las etapas.  

3.3.1 Antecedentes del conflicto  

Aunque, las bases de datos especializadas en conflictos armados (ej. Uppsala Data Conflict y 

Escola de Pau) registran el inicio del CAI colombiano en el año de 1964, en muchas de ellas 

se ignoran los procesos sociales y políticos que influyeron en el estallido del CAI. No obstante, 

varios autores han señalado que las principales causas del inicio y desarrollo del CAI como de 

los procesos contemporáneos de acaparamiento de tierras en Colombia surgen de la 

implementación de las políticas agrarias de finales de siglo XIX y comienzos del siglo XX 

(Fajardo, 2001; Reyes, 1987; LeGrand, 1984; Absalón Machado, 2009).    

Por esta razón, se ha incluido una etapa más al análisis, llamada antecedentes del conflicto. 

Esta etapa inicia en el año de 1874 con la promulgación de la ley 61 que definió los derechos 

de propiedad sobre los terrenos baldíos de la nación y finaliza en el año de 1964 con el inicio 

del CAI. Esta etapa se analizará con detalle en la sección de Discusión. 

3.3.2 Pre-conflicto  

Etapa inicial del CAI, inicia en 1964 año en el que las FARC surge como movimiento 

guerrillero y finaliza en 1999, año en el cual ambas partes se involucran en una negociación de 

paz por medio de la cual se pretendió poner fin al conflicto armado. Aunque, los niveles de 

violencia en esta etapa del CAI empiezan siendo bajos en comparación a las otras etapas del 



77 

 

conflicto, el incremento de las confrontaciones armadas entre los dos bandos ocasiona un 

aumento progresivo de la intensidad del conflicto.  

En efecto, en la Figura  3.1 se observa que el número total de hechos violentos denunciados 

por las víctimas del conflicto paso de 27.977 a 729.517, entre los años de 1985 y 1999 

respectivamente. Hasta el año de 1994, el 50% de los casos anuales corresponde al grupo de 

violencia desplazamiento, el 45 % al grupo de muertes y el 5 % restante a lesiones. Sin 

embargo, en el año 1999 el grupo desplazamiento llega a ser aproximadamente el 85% del 

número total de hechos violentos.  

Por lo tanto, el desplazamiento forzoso es la forma de violencia con mayor número de víctimas 

en esta etapa del conflicto. Entre los años de 1985 y 2000 los hechos violentos bajo esta 

modalidad pasaron de 14.560 a 617.520, seguido de los homicidios cuyas cifras se 

incrementaron entre los mismos años respectivamente de 8.921 a 63.151 y las desapariciones 

forzosas de 2.159 a 12.154. Los resultados también indican que en el pre-conflicto tanto el 

desplazamiento forzoso como los homicidios fueron las dos únicas formas de violencia que 

afectaron a todos los departamentos del país.  

La Figura  3.1, también revela que en esta etapa el estado emprendió acciones políticas 

encaminadas a solucionar el CAI a través de un proceso de negociación de paz (prevención I). 

Dicho proceso iniciaría entre 1982 y 1986, lapso en el cual se reconoció a las FARC y a otros 

actores armados involucrados en el CAI, como actores políticos de oposición. Este hecho 

político fue de suma importancia, ya que abriría el camino para entablar negociaciones futuras 

cuyo propósito fuese la incorporación de los actores armados en el sistema político colombiano 

(Chernick, 1996). 

Entre los años de 1986 y 1994 el estado continuaría con la intervención de paz, que trajo como 

resultado el fracaso de las negociaciones de paz con las FARC. Esta ruptura se debió 
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principalmente a que  el estado quería negociar únicamente sobre el desarme y la posterior 

incorporación de la guerrilla en la vida política, dejando de lado las reformas sociales dirigidas 

a beneficiar a la población rural (Chernick, 1996).  

Por otra parte, el estado llegaría a pactar cincos acuerdos finales con los siguientes grupos 

subversivos: el M-19, el Ejército Popular de Liberación (EPL), la Corriente de Renovación 

Socialista, el Partido Revolucionario de los Trabajadores y el Movimiento Armado Quintín 

Lame (Delgado, 2017). Estos acuerdos convenían por un lado la dejación de armas definitivas 

de los grupos subversivos, y por el otro la incorporación en la política colombiana, a través de 

su participación en la construcción de la constitución de 1991 (Villarraga, 2015). 

Estos acuerdos de paz fueron importantes para el país porque contribuyeron en primer lugar a 

la desmovilización del M-19 considerado en ese entonces la tercera guerrilla del país, en 

segundo lugar, a la aprobación de una nueva constitución en el año de 1991 que formalmente 

consolido el estado de derecho (Fisas, 2010), y por último sentarían las bases para la reforma 

agraria de 1994, la cual, al menos en su formulación pretendió dar solución a las causas 

históricas del CAI como la distribución desigual de la tierra, la pobreza rural y la exclusión de 

la población rural de la estructura agraria nacional (CNMH, 2016; Trujillo, 2014). 

Pese a los avances suscitados entre los años 1982 y 1994 en cuanto a política de paz, la 

intensidad del CAI entre los años de 1994 y 1999 no disminuyo, por el contrario, su incremento 

paulatino está relacionado por un lado con el gran número de muertes  que ocasionaron los 

enfrentamientos entre las FARC, El Ejército de Liberación Nacional (ELN) y los grupos 

paramilitares o las Autodefensas Unidas de Colombia y las fuerzas militares del estado (Ríos, 

2018). 
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Por el otro, con el gran número de masacres4 contra la población rural orquestadas 

principalmente por los paramilitares (Calderón, 2016). 

Por ejemplo, entre los años de 1994 y 2002 se produjo el mayor número de masacres del CAI, 

con 1.171 casos reportados, lo que equivale al 61% del periodo analizado por el CNMH, 1980 

y 2012, de las cuales alrededor del 71% fueron perpetuados por los grupos paramilitares, el 

17% y 4% por las FARC y la fuerza pública respectivamente, mientras que el 8% restantes 

fueron casos asignados a actores armados sin identificar (CNMH, 2013). En otras palabras, las 

masacres contribuyeron enormemente a forjar una reputación terrorífica de los actores 

armados, a través de las cuales captarían poder territorial.  

 

 

 
4 La masacre se define como el homicidio intencional de cuatro o más personas en estado de indefensión y en iguales circunstancias de modo, 

tiempo y lugar, y que se distingue por la exposición pública de la violencia. Es perpetrada en presencia de otros o se visibiliza ante otros como 
espectáculo de horror. Es producto del encuentro brutal entre el poder absoluto del victimario y la impotencia total de la víctima (CNMH, 

2013, p. 36) 
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Figura  3.1 Intensidad del CAI colombiano: Etapas e Intervenciones de Paz  
Nota: La suma de los valores de los hechos victimizantes no refleja el total de víctimas únicas debido a que una persona puede reportar varios hechos. Para el periodo entre 1874 y 1964, no se encontraron registros de 

datos vinculados al CAI.  
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3.3.3 En-conflicto 

La etapa en-conflicto inicia en 1999, año en que el valor de la violencia se incrementa 

drásticamente respecto a la etapa anterior, llegando a su punto crítico en el 2002, en este año, 

el número total de hechos violentos se registró en 917.607 casos, de los cuales el 86% 

corresponde al grupo violento desplazamiento, y el 11% y 4% al grupo muertes y lesiones 

respectivamente. 

En la Figura  3.1 se observa que entre los años de 1998 y 2002 se daría lugar a una intervención 

de paz, prevención de crisis (II), esta corresponde a un esfuerzo fallido del estado y las FARC 

por finalizar el CAI. Pese al proceso de paz que se llevaría en este lapso de tiempo, el país vivió 

una verdadera ola de masacres dirigidas a la población rural, denunciadas como de presunta 

responsabilidad  a los  paramilitares y a las FARC  (Ríos, 2015; Rivera, 2007; Villarraga, 2015).  

Los paramilitares usaron las masacres5 como la única acción eficaz para golpear y desmoralizar 

a las FARC y el ELN, con lo cual aspiraban a ser reconocidos como un tercer actor político 

que podría tener asiento en la mesa de negociaciones, mientras que, las masacres de las 

guerrillas6, en particular de las FARC, funcionaron como respuesta armada a la acción 

paramilitar (CNMH, 2013). 

 
5

Las masacres paramilitares con mayor cubrimiento periodístico fueron: La de Mapiripán, en el departamento del Meta, cometida el 15 de 

julio de 1997 y que dejó 49 víctimas; la de El Aro, Ituango-Antioquia, el 25 de octubre de 1997 con un total de 14 víctimas, la Holanda en 

San Carlos, Antioquia, perpetrada el 25 de octubre de 1998 con 13 víctimas mortales; Barrancabermeja (departamento de Santander), cometida 

el 16 de mayo de 1998 que dejó 7 víctimas y 22 desaparecidos, y definió la llegada de las AUC al puerto petrolero; el Tigre, Putumayo, el 9 
de enero de 1999 con 28 víctimas; la Gabarra, Norte de Santander, perpetrada el 21 de agosto de 1999 con un total de 32 víctimas; el Salado, 

Bolívar, perpetrada entre el 16 y el 21 de febrero del 2000 y que dejó 60 víctimas; la de Chengue (departamento de Bolívar), el 17 de enero 

del 2001 con un saldo de 35 víctimas .   

6 Las masacres guerrilleras con mayor cubrimiento periodístico fueron: la de Dos Quebradas, Dinamarca y La Tupiada, en San Carlos, 

Antioquia, perpetrada el 16 de enero del 2003, dejó un saldo de 18 víctimas; la de La Gabarra, cometida el 15 de junio del 2004, en la región 

del Catatumbo, Norte de Santander, que dejó 34 víctimas mortales; la de Tierralta, en la zona del Nudo de Paramillo, Córdoba, ejecutada el 

22 de mayo del 2001, que dejó 24 víctimas mortales; la cruenta cadena de masacres perpetradas entre agosto y septiembre de 1995 en la región 
de Urabá, Antioquia, que tuvo como epílogo el asesinato de 20 obreros bananeros el 25 de septiembre de ese mismo año en la finca Bajo del 

Oso en Apartadó; La de Bojayá, Choco, perpetrada el 2 de mayo de 2002, que dejo 119 víctimas.  
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Por otra parte, los enfrentamientos entre las FARC y el estado aumentaron progresivamente 

hasta llegar su punto más álgido en el año 2002, fecha en la cual se registraron alrededor de 

1.162 enfrentamientos entre ambas partes (Ríos, 2018). Esta cifra histórica influiría 

directamente en el incremento del número de víctimas del CAI (Ríos, 2015): el número de 

desplazamiento forzados y de homicidios llegaron a los mayores niveles históricos del CAI, 

registrando en el año 2002, 774.826, y 80.695 casos respectivamente.  

Después del año 2002, la intensidad del CAI empieza a disminuir paulatinamente.  Este hecho 

es el resultado de dos procesos políticos dirigidos a finalizar el CAI. El primero de ellos se basa 

en la búsqueda de la victoria militar del estado sobre las FARC, bajo la política de seguridad 

democrática entre los años de 2002 y 2010. El segundo hecho es la búsqueda del fin del 

conflicto a través de las negociaciones de paz entre los años de 2012 y 2016 (Haciendo Paz). 

Entre los años 2002 y 2010, la estrategia principal del estado en cabeza del expresidente Álvaro 

Uribe Vélez, fue el tratamiento militar del CAI que produjo un viraje de fondo en la 

construcción de la política estatal de paz. Por primera vez se negó formalmente la existencia 

del CAI  para afirmar que el fenómeno se reducía a una amenaza de carácter terrorista (CNMH, 

2013). Se calificó de terroristas a guerrilleros y paramilitares indistintamente, y se cerró la 

posibilidad de establecer una agenda política de negociación entre la insurgencia y el gobierno 

(Villarraga, 2015). 

No obstante, el estado encamino un proceso de paz con los paramilitares o AUC entre los años 

2002 y 2008, logrando la desmovilización de al menos 30.000 combatientes, aunque este 

número significo una baja importante en su pie de fuerza, rápidamente se presentaron rearmes 

violentos en distintos lugares del país, cuyo accionar criminal estaría financiado principalmente 

por el narcotráfico logrando ser más desafiante frente al estado (CNMH, 2013).  
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Paralelamente al proceso de paz con los paramilitares, las fuerzas armadas se modernizarían y 

ampliarían tanto su brazo armado como la ejecución de operaciones militares en contra de las 

FARC y el ELN, esto se debió a partir de la inyección de dinero por parte de la comunidad 

internacional (principalmente de Estados Unidos) tras la ejecución y fortalecimiento del Plan 

Colombia (Ríos, 2018; Rojas, 2007). Este acuerdo fue diseñado como un paquete de “ayuda” 

internacional para la “búsqueda de la paz” a través del fortalecimiento de la política estatal de 

seguridad democrática, cuyo modelo de intervención prevalecía la lucha contra la producción 

y tráfico de drogas ilegales (Guevara, 2015; Mejia & Restrepo, 2011).       

Bajo la política de seguridad democrática, se estimó que la fuerza de combate de las FARC y 

el ELN, respecto al año 2002, se redujo en un 83% y 70%, respectivamente (Ríos, 2018), 

igualmente pasaría con el número de masacres, las cuales pasaron de alrededor de 190 masacres 

en 2002 a 19 en 2010, de las cuales 18 se atribuyen a los paramilitares y 1 a las FARC, dicha 

tendencia a la baja fue atribuida a la desmovilización de los miembros de las AUC (Calderón, 

2016). 

Así mismo, la intensidad del CAI en este periodo de tiempo disminuyo considerablemente, de 

los 917.607 hechos violentos registrados en el 2002, se pasó a 272.080 en el 2010 (ver Figura 

3.1). Los hechos violentos correspondientes al desplazamiento forzoso y homicidios se 

redujeron respecto al año 2002 en un 74% y 84% respectivamente, mientras que, los hechos 

correspondientes a minas antipersonal se incrementaron en un 121%, siendo la única forma de 

violencia con una tendencia positiva en dicho lapso.  

Pese a que la política de seguridad democrática logro importantes victorias militares en contra 

de los grupos guerrilleros, su accionar militar no fue tan contundente en contra de los 

paramilitares o AUC. Varios autores señalan que durante la administración de Álvaro Uribe el 

país vivió la paramilitarización de la sociedad y las instituciones, en otras palabras, la 
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infiltración de los grupos paramilitares en las esferas políticas a nivel nacional y regional para 

la protección de sus intereses económicos (Calderón, 2016; B. H. Gómez, 2011; Ríos, 2018).  

Por lo tanto, el proceso de paramilitarización en el país trajo consigo por un lado el crecimiento 

significativo de las ejecuciones extrajudiciales atribuibles a la fuerza pública por medio de los 

falsos positivos7 y el incremento de las detenciones arbitrarias a la oposición política (Rivera, 

2007), y por el otro, varias alianzas entre paramilitares y empresarios los cuales procedieron a 

acaparar grandes extensiones de tierra, con el propósito de desarrollar megaproyectos 

relacionados con la minería y la agroindustria, a menudo recibiendo apoyo del  gobierno a 

través del favorecimiento de políticas públicas (Gómez, 2011).  

A partir del año 2010, las FARC se replegarían mayoritariamente en las zonas fronterizas del 

país (Norte de Santander, Arauca, Chocó, Nariño y Putumayo), en consecuencia de las acciones 

militares del estado entre 2001 y 2010 (Ríos, 2015). Sin embargo, en ese mismo año y tras la 

elección de Juan Manuel Santos, el estado retomaría la política estatal de paz no bélica, bajo la 

cual se daría “fin" al CAI. En el año 2012 se daría inicio entonces a las negociaciones de paz 

con las FARC y al desmonte paulatino de las alianzas entre políticos y paramilitares 

(Villarraga, 2015).  

El nuevo proceso de paz contaría con el apoyo de la comunidad internacional y la participación 

de las víctimas del conflicto en los temas relacionados con la reforma agraria, la participación 

política de las FARC y la reparación y justicia de las victimas  (Tauss & Large, 2015).  Esta 

intervención de paz (“Haciendo paz”) se caracterizó por el cese al fuego bilateral (Arévalo, 

 
7 Los falsos positivos son asesinatos de civiles para simular que son guerrilleros muertos en combate, y que la ejecución extrajudicial ocurre 

en el caso de la actuación de individuos que ponen en riesgo la responsabilidad internacional del Estado matan a una persona en acto que 

presenta los rasgos característicos de una privación ilegítima de la vida (Barreto, 2019). 
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2014), cuya tregua contribuyo en la reducción del número de víctimas del CAI (Ver Figura  

3.1).  

El fin de la etapa en-conflicto se identificó en el año 2016. Una vez que ambas partes firmaran 

un Acuerdo de Paz el 24 de agosto del mismo año, se supondría por terminado el CAI 

colombiano. Dado que dicho acuerdo se firmó antes de la aprobación de los ciudadanos, el 

gobierno colombiano inició una campaña para revalidar el acuerdo mediante un referéndum, a 

través del cual se dio la posibilidad a la ciudadanía de monitorear y validar los puntos 

convenidos en el acuerdo de paz (Acuerdo final, 2016).  

Sin embargo, los resultados del referéndum terminaron con el 50,21% de los votos en contra 

de los puntos pactados en el acuerdo de paz (Basset, 2018). Este resultado desfavorable requirió 

una mayor negociación entre el gobierno, la oposición política al acuerdo de paz, las FARC y 

la sociedad civil (Manteniendo paz). Una vez que finalizó la renegociación, el 26 de noviembre 

de 2016, se firmó un nuevo acuerdo. 

En este punto del conflicto, el número total de hechos violentos denunciados por las víctimas 

registra 171.509 casos de los cuales el 81% corresponde al grupo de desplazamiento, el 18% 

al grupo lesiones y el 1% al grupo muertes, es decir el número de hechos violentos se redujo 

en un 81%, respecto al 2002 (Ver Figura 3.1). Sin embargo, en este mismo año las formas de 

violencia amenazas de muerte y los confinamientos sobrepasan por primera vez el número de 

homicidios (1.116 casos) con 21.156 y 65.678 casos respectivamente. El incremento tanto de 

las amenazas de muerte como de los confinamientos explica el incremento de las cifras del 

grupo lesiones, que desde el año 2012 superaría el número de hechos violentos asociados al 

grupo muertes.   
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Por otra parte, el número de hechos violentos bajo el desplazamiento forzoso disminuyo 

notablemente con 102.787 casos, esta forma de violencia continúo siendo la que más número 

de hechos violentos registro en el año 2016.  

3.3.4 Post-conflicto 

La etapa final del CAI se caracteriza por el cese definitivo de los enfrentamientos armados 

entre las FARC y el estado, y por la implementación de los programas pactados en el acuerdo 

final a través de los cuales se pretende contribuir en la construcción de paz del país en los 

próximos 10 años (Acuerdo Final, 2016). El acuerdo final contiene seis puntos por medio de 

los cuales se pretenden abordar las reformas sociales y los ajustes institucionales necesarios 

para resarcir a las víctimas del conflicto y solucionar las causas históricas que contribuyeron a 

su estallido, estos puntos integran los dos pilares fundamentales del acuerdo final la justicia 

transicional y la reforma agraria (Acuerdo Final, 2016).    

Aunque el desmantelamiento de las FARC como grupo guerrillero ha contribuido en que la 

intensidad del conflicto baje drásticamente, en esta etapa del conflicto aún persisten los niveles 

de violencia. Por ejemplo, en el año 2018 el desplazamiento forzoso con 86.598 casos fue la 

forma de violencia con el mayor número de hechos violentos, seguido de las amenazas contra 

la población con 13.759, y el confinamiento cuyo valor llega a ser el más alto en la historia del 

conflicto con 9.824 casos.  

Por otra parte, el número total de hechos violentos fue de 134.260, de los cuales el 85% 

perteneció al grupo desplazados, el 14% al grupo lesiones y el 0,6% al grupo muertes (ver 

Figura  3.1). Pese a que los homicidios en este punto del conflicto se han reducido 

notablemente, sorprende el elevado número de asesinatos de líderes sociales (defensores de 

derechos humanos y de los acuerdos de paz), hechos atribuibles a actores armados 
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probablemente patrocinados por elites regionales, grupos de poder económico, narcotraficantes 

o inversionistas de macro proyectos mineros o energéticos (Indepaz, 2020).  

Según el Informe sobre Agresiones a Personas Defensoras de los Derechos Humanos y de los 

Acuerdos de Paz, entre el año de 2017 y 2019 fueron asesinados 743 líderes, en su mayoría 

pertenecientes a comunidades indígenas, afrodescendientes, campesinas y ambientalistas, el 

76% de estos asesinatos están relacionados con conflictos por el acceso a la tierra y otros 

recursos naturales (ej. agua y minerales), mientras que el 11%, se relacionan con la explotación 

de los cultivos de coca.  

Estos homicidios, tuvieron lugar en los departamentos del Cauca con 158 casos, Antioquia 

(109), Nariño (74), Valle del Cauca (57), Putumayo (40), Norte de Santander (39), Caquetá 

(33), Meta (28), y Choco (13). Estas regiones son las mismas en las cuales el CAI ha tomado 

mayor intensidad en la etapa del post-conflicto. Por ejemplo, del número total de hechos 

violentos registrados en el año 2018, el 29% de ellos ocurrieron en Norte de Santander, el 17% 

en Antioquia, el 15% en Nariño, 10% en el choco y 6% en el Cauca (RUV, 2018). 

En otras palabras, la violencia en este punto del conflicto se focaliza en las regiones fronterizas 

del país, zonas que se caracterizan: por una baja presencia de las instituciones del estado, en 

las cuales habitan un alto porcentaje de las minorías étnicas del país y cuya proporción de 

recursos naturales es mayor a las de otros departamentos (Hinkkainen & Kreutz, 2019; Indepaz, 

2020), así mismo, son zonas en las cuales los actores armados involucrados en el CAI como 

las Bacrim8, el ELN, y los paramilitares han tejido estructuras económicas ilegales para el 

 
8 Bandas Emergentes criminales son organizaciones conformadas en su mayoría por disidentes del paramilitarismo, el ELN y varios  

narcotraficantes con presencia en todo el territorio nacional, contrario a los paramilitares, ya no son grupos de autodefensa contratados por  

las elites rurales y narcotraficantes o de lucha antisubversiva; son organizaciones criminales tal y como se definieron previamente; pierden 

sus pretensiones políticas y disminuyen las presiones que anteriormente cometían para incrementar el poder territorial a través de la política 

local y regional; aunque parecen existir relaciones con las fuerzas militares, estas ya no son visibles a nivel institucional sino con miembros 

puntuales pertenecientes a la fuerza pública (Rodríguez, 2017). 
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financiamiento de su accionar militar, basadas principalmente en la producción de cultivos 

lícitos como la palma de aceite  (Osorio, 2015) e ilícitos como la hoja de coca (UNODC, 2017). 

3.4 Discusión 

En esta sección los resultados para cada una de las etapas del CAI (antecedentes, pre, en y post-

conflicto) son presentados y analizados, esto con el propósito de encontrar en ellas, los cambios 

en los sistemas políticos, económicos, de tenencia de la tierra interrelacionados con los 

procesos de acaparamiento de tierras, de igual manera, los hallazgos en cada una de las etapas 

son discutidos a continuación.  

3.4.1 Antecedentes del conflicto: Origen de la estructura agraria bimodal 

La estructura agraria bimodal colombiana es el resultado de los procesos de acaparamiento de 

tierras públicas que fueron iniciados por la administración colonial española y continuados 

tiempo después por el estado republicano (Fajardo 2001). En primer lugar, se transformarían 

las instituciones precoloniales de propiedad común en propiedad estatal, y luego, más adelante 

en la época en que el país se sumergía en la agroexportación, fueron transformadas en 

propiedad privada a favor de las elite terratenientes y políticas de la época (Machado, 2009). 

Por consiguiente, los procesos contemporáneos de acaparamiento de tierras en el caso 

colombiano, no son un legado directo de la época neoliberal tal y como ha sucedido en varios 

países del África (Haller, 2019). Por el contrario, son una consecuencia inmediata de las 

políticas agrarias de finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX (LeGrand, 1984; Machado, 

2009). La implementación de dicha políticas provocaría la expansión no democrática de la 

frontera agrícola y la consolidación del poder territorial de las elites terrateniente y política así 
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como, el despojamiento territorial de la población rural (CNMH, 2016; LeGrand, 1988; Reyes, 

1987). 

Adicionalmente, los autores Sánchez, Fazio, & López (2007), señalan que el análisis de las 

políticas agrarias de finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX, son claves para entender 

los conflictos por el acceso y control de la tierra entre los pobladores rurales y las elites 

terratenientes, puesto que estos estos dieron lugar a la rebelión armada de los movimientos 

sociales campesinos, y después a la insurgencia de los grupos guerrilleros involucrados en el 

CAI colombiano (FARC y ELN). Otros autores dan razones suficientes para creer que las 

políticas agrarias destinadas a democratizar el acceso a la tierra hubiesen podido ser una medida 

efectiva de contrainsurgencia (Albertus & Kaplan 2013).  

Un claro ejemplo de ello fue la sentencia de la corte suprema de justicia en 1926 y la reforma 

agraria de 1961, por medio de las cuales el estado busco transferir el poder sobre la tierra y la 

agricultura de terratenientes a la población rural. No obstante, la injerencia de la elite 

terrateniente en la política agraria del país, ha permitido el bloqueo de aquellas medidas que 

buscaron cambiar las estructuras de poder sobre la tierra (Albán, 2011; Berry, 2002; LeGrand, 

1984; López, 2009; Machado, 2008). Por lo tanto, el acceso justo a la tierra se convertiría en 

una de las principales motivaciones que aglomero a campesinos y minorías étnicas en una solo 

lucha, la defensa de la tierra (LeGrand, 1988).  

3.4.1.1 Privatización de tierras públicas y crecimiento del latifundio (1874-1930) 

Los procesos de privatización de tierras que contribuirían a iniciar el CAI colombiano, datan a 

partir de la expedición de la ley 61 de 1874 conexas posteriormente con las leyes 48 de 1882, 

56 de 1905, 25 de 1908 y 71 de 1917 (CNMH, 2016; LeGrand, 1984). Este paquete de normas 

legislativas fortaleció la desigual estructura de tenencia de la tierra, consolido el poder de las 
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elites terratenientes sobre la tierra y generaría varias disputas por la tierra entre terratenientes 

y la población rural. 

El objetivo de estas legislaciones fue la asignación gratuita de tierras públicas bajo dos 

modalidades productivas (CNMH, 2016); en la primera se otorgaban a los beneficiarios tierras 

públicas cuya extensión sería igual al área cultivada en sus propiedades, siempre y cuando estos 

cultivos tuviesen un ciclo permanente (ej. cacao, café, caña de azúcar, palma de aceite, plátano, 

tabaco) y/o estuviesen dirigidos a la explotación ganadera, en la segunda, se concedía a los 

beneficiarios siempre que el cultivo fuese transitorio (ej. maíz, papa, hortalizas, ajonjolí), un 

área que no podía superar las 30 hectáreas.  

Es así como, entre los años de 1870 y 1900, el estado adjudico alrededor de 1.5 millones de 

hectáreas a 1.020 beneficiarios, de los cuales, al 6% se les otorgaría terrenos cuyo tamaño 

superaban las 5.000 ha, la superficie total de este grupo de adjudicatarios suponía el 50% de la 

totalidad de tierras concedidas por el estado. Por otro lado, al 1,68% de beneficiarios se les 

otorgo terrenos que oscilaban entre 1 y 20 ha, cuya superficie apenas llego a representar el 

0,05% del total de hectáreas adjudicadas (CNMH, 2016).  

La implementación de estas políticas cuya vigencia perdurarían hasta el año de1926, 

contribuiría a la expansión desmedida del latifundio, principalmente en los departamentos de: 

Antioquia, Boyacá, Caldas, Cundinamarca, Risaralda, Quindío, Tolima, Nariño y Santander 

(Región Andina),  como en los departamentos del Atlántico, Bolívar y Magdalena (Región 

Caribe),  zonas que en la época albergaban mayor oferta de mano agrícola, mejor acceso a 

servicios básicos y de vías de comunicación que las regiones fronterizas (LeGrand, 1984).  

Los procesos de acaparamiento de tierras entre 1874 y 1930, fueron originados por la elite 

terrateniente y empresas extranjeras como la United Fruit Company (UFC), llevados a cabo en 

tierras públicas como en aquellas previamente colonizadas por campesinos y minorías étnicas 
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de la región andina y caribe del país (CNMH, 2016). Además de las disposiciones legislativas 

para la titulación de tierras, la oferta de mano agrícola de la época jugó un papel importante en 

los procesos de acaparamiento de tierras (LeGrand 1984, Machado 2009).   

Entre los muchos requisitos para llevar a cabo el proceso de titulación de las tierras bajo 

cualquiera de las dos modalidades productivas, el que supuso mayor obstáculo para población 

rural involucraba la contratación de personal especializado para el levantamiento topográfico 

del terreno adjudicado. Esta exigencia implicaba un gasto para los pobladores rurales fuera de 

su alcance, razón por la cual la mayoría nunca llego a formalizar su propiedad ante el estado. 

En cambio, la ventaja adquisitiva de los terratenientes implico no solo la titulación de sus 

terrenos, sino, además, la de terrenos baldíos cercanos a los predios concedidos por el estado 

(LeGrand, 1984, 1988). 

No conformes con las grandes extensiones de tierras públicas bajo su dominio, las elites 

terratenientes aprovecharían la baja formalización de la propiedad campesina, para apropiarse 

ilegalmente de sus tierras, ya aptas para la producción agrícola, desplazando a los campesinos 

hacia tierras fronterizas o convirtiéndolos en arrendatarios de sus propias parcelas (Machado, 

2009).   

“En cualquiera de los dos casos el campesino era despojado de su territorio, si decidía emigrar 

dejaba atrás el trabajo de muchos años tan sólo para moverse a nuevas tierras de fronteras, 

donde con el tiempo llegaban nuevamente a ser desplazados, si, por el contrario, firmaba el 

contrato de arrendamiento perdía el derecho a reclamar la tierra y se convertía en fuerza de 

trabajo dependiente perdiendo así el control de su trabajo” (LeGrand, 1984, p. 30). 

Estas prácticas de despojamiento también estarían presentes en los procesos de acaparamientos 

realizados por la United Fruit Company tras su llegada al país en el año de 1899 (Brungardt, 

1995), ya que el dominio de la UFC sobre los cultivos de plátano en el departamento del 
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Magdalena estuvo ligado a la apropiación ilegal de grandes extensiones de tierras públicas y 

de las de pequeños productores (Thomson, 2011).  

Por lo tanto, la acumulación de la tierra a través de los procesos de acaparamientos de tierras 

en esta etapa del conflicto, fueron claves tanto para el crecimiento de la escala de producción 

de materias agrícolas exportables, como para la concentración del capital financiero en manos 

de la elite terrateniente y política (Faguet et al., 2018; Sánchez, Fazio, & López, 2010). 

Adicionalmente, al privilegiar el modelo agroexportador sobre los modelos tradicionales de 

producción agrícola, el estado condeno a la población rural a la exclusión social, política y 

económica, por lo cual, un largo segmento de esta población vivió bajo condiciones de pobreza 

y con frecuencia bajo la amenaza de desplazamiento e incluso de la muerte (McBeth et al., 

1994).  

Bajo esta dinámica también se registrarían un crecimiento de los conflictos en todo el territorio 

nacional por el acceso a la tierra entre la elite terrateniente y los pobladores rurales así, por 

ejemplo, entre el período 1827-1869 se presentó tan solo un conflicto, mientras que durante 

1870-1900 se dieron 69 conflictos, entre 1901-1917 hubo 137 y entre 1918-1931 fueron 241 

conflictos por el acceso a la tierra (LeGrand, 1988). 

La conversión de formas de propiedad común y estatal en derechos de propiedad exclusivos, 

la concentración de la tierra, la expulsión forzada de la población rural y su posterior 

transformación en fuerza de trabajo, son características que están directamente vinculadas a los 

procesos de acumulación por desposesión (Harvey, 2005). Procesos que en el caso colombiano 

han sido determinantes en la consolidación de los patrones de acumulación de la tierra y la de 

otros recursos naturales (ej. agua, minerales, petróleo), que darían lugar años después a una 

intensificación en la producción de materias primas (Merchand, 2016), y de cultivos ilícitos 

como la coca (Grajales, 2013).  
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3.4.1.2 Movimientos sociales por la defensa de la tierra 

Los problemas relacionados con los procesos de acumulación por desposesión entre 1874 y 

1920, fueron contundentes en las motivaciones que generarían los movimientos sociales de los 

pobladores rurales una década después. Además, hay que atribuir una importancia igual, si no 

mayor, a los cambios políticos sobre la tenencia de la tierra que dictamino la Corte Suprema 

de Justicia (CSJ) en el año de 1926  (LeGrand, 1988).  

La pretensión de la CSJ fue la de exigir como prueba irrefutable para la formalización de la 

propiedad de la tierra el titulo original asignado por el estado, cuyo efecto inmediato pretendía 

la revisión de los linderos de las grandes propiedades, para la expropiación de terrenos 

apropiados ilegalmente por los terratenientes, y posteriormente distribuirlos a la población rural 

(López, 2009).  

Esta normativa que en su trasfondo pretendía cambiar las relaciones de poder sobre la tierra 

entre terratenientes y la población rural, incentivo la conformación de movimientos sociales 

encaminados a recuperar las tierras que alguna vez estuvieron bajo mando campesino como a 

solicitar ante el estado la distribución justa de las tierras públicas del país (CNMH, 2016). 

Dichas exigencias se sustentaron en el hecho de que la mayoría de las propiedades de los 

terratenientes no poseían los títulos que la CSJ exigía (LeGrand, 1988). De donde se infiere 

que, la aplicación de esta norma habría privado a los terratenientes de grandes territorios y 

habría sido demasiado radical para que tuviera posibilidades de éxito (Berry, 2002). 

Por consiguiente, la ofensiva de los terratenientes en contra del dictamen de la CSJ llegaría 

años más tarde con la promulgación de la Ley 200 de 1936, cuyas disposiciones  fueron una 

muestra irrefutable de la influencia que tuvo la elite terrateniente en la política del país (López, 

2009). Principalmente porque la ley fortaleció a los grandes propietarios agrícolas, al facilitar 
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la reclamación de tierras que consideraban suyas, y al anular el argumento de que esas tierras 

eran aún de dominio público (Arango, 1987; Berry, 2002).  

Este hecho correspondió al interés del estado por llevar la reciente industrialización de la 

economía nacional al sector agrario, (Acuña & Rincón, 2007). Bajo el modelo económico de 

Industrialización de Sustitución por Importaciones (ISI) se pretendía transformar las tierras 

ociosas del país en empresas capitalistas modernas bajo el mando de los terratenientes (Trujillo, 

2014). Mientras tanto, la agricultura tradicional, vinculada directamente a los pobladores 

rurales, fue excluida de la mayoría de los beneficios económicos y tecnológicos incluidos en 

aquella política estatal.  

Entre tanto, el acaparamiento de tierras siguió dándose en el país ininterrumpidamente después 

de la aprobación de la Ley 200, generando más disputas por el acceso a la tierra entre 

terratenientes ahora denominados empresarios agrícolas y la población rural (LeGrand, 1988). 

Después de la implementación de la Ley 200, la frontera agrícola se extendería hacia las 

regiones fronterizas del país, especialmente en aquellas que comprenden la región del pacifico 

colombiano, Cauca, Choco, Nariño y Valle del Cauca (IGAC, 2012b). 

Bajo la Ley 200 de 1936, ningún terreno adjudicado por el estado debía superar las 5.000 

hectáreas (ha), sin embargo, aún se mantendría la desigual distribución de tierras públicas en 

el país. Por ejemplo, entre los años de 1932-1946, el estado concedió alrededor de 654.515 ha 

de tierra a algo más de 13.523 beneficiarios, de los cuales al 66% se les otorgo terrenos que 

oscilaban entre las 1 y 20 ha, la superficie total de este grupo de adjudicatarios suponía el 13% 

de la totalidad de tierras concedidas. Por otro lado, al 1,68% de adjudicatarios se les otorgo 

terrenos que oscilaban entre las 500 y 2.500 ha, cuya superficie total correspondía al 47 % de 

las hectáreas adjudicadas (CNMH, 2016). 
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Es así como, la inequitativa distribución de tierras públicas sumado a los conflictos por el 

acceso a la tierra entre empresarios agrícolas y la población rural, y los procesos de 

privatización de la tierra ahora enfocados en tierras fronterizas, alimentarían una década 

después los ciclos de violencia relacionados con los procesos de insurrección civil llamado “La 

Violencia” (Flores, 2014). 

3.4.1.3 Conflictos por el acceso a la tierra y origen del CAI 

La respuesta de los pobladores rurales ante las disposiciones de la Ley 200, sumado a la 

indignación que causo en ellos la masacre de las bananeras en el año de 19289, conllevaría a la 

consolidación de una de las mayores movilizaciones sociales agrarias del siglo XX (CNMH, 

2016). Aunque estas movilizaciones no condujeron a la adopción de reformas sociales de 

envergadura, por lo menos dio un curso a la protesta agraria en las dos décadas posteriores, de 

las cuales surgirían los principales actores armado del CAI (Machado & Amaya, 1990).  

Desde 1946 hasta 1966, Colombia fue el escenario de una de las más intensas y prolongadas 

instancias de violencia civil en la historia contemporánea. Este fenómeno es conocido  como 

“La Violencia", proceso socio-político que causo la expulsión de miles de campesinos del 

campo y la prolongación de los patrones históricos de despojamiento y acumulación de tierras 

por parte de la elite terrateniente (López, 2009).  

Al caos político de la época, también se añadiría el golpe de Estado por parte del General del 

ejército Gustavo Rojas Pinilla en 1952. Bajo esta dictadura que culmino en 1958 se decretó 

una amnistía para la desmovilización de buena parte de los grupos campesinos que hasta la 

 
9 El 12 de noviembre de 1928 más de 25.000 trabajadores de la compañía United Fruit Company, decidieron dejar de lado sus labores en las 

plantaciones de banana, para exigir a la compañía condiciones dignas de trabajo, tras casi un mes de protestas, alianza entre las elites agrarias, 

políticas y la UFC, darían paso para que los militares abrieran fuego sobre una marcha pacífica de campesinos el 5 de diciembre en Ciénaga, 

Magdalena, masacre que dejo aproximadamente un saldo de 1000 muertes (Enrique & Caro, 2012) .  
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fecha se habían alzado en armas (CNMH, 2016), no obstante aquellos grupos con ideales 

comunistas vieron en la amnistía tan solo un pacto de elitistas que impulsaría la expansión de 

la frontera agrícola a favor de los capitalistas agrícolas (Flores, 2014). 

Por lo tanto, el proselitismo de estos “grupos comunistas” tomarían mucha más fuerza en el 

territorio nacional gracias a la influencia que tuvo en Latinoamérica la revolución cubana de 

1959. De este proceso surgirían en los años 60 grupos guerrilleros como las FARC y el ELN 

(Albertus & Kaplan, 2013). Tras el acuerdo bipartidista que daría por finalizado el periodo de 

“La Violencia”, surgiría en el año de 1961, una nueva reforma agraria con la cual se pretendía 

hacer una transformación social a la estructura agraria de aquel entonces (Albán, 2011).  

Es entonces como a partir de los años 60 el CAI colombiano iniciaría y se manifestaría con 

mayor crudeza en el campo colombiano. En ese sentido, el autor Reyes (1987) sostiene que las 

zonas de mayor violencia generadas por el CAI hasta los años 80, coinciden con aquellas 

regiones campesinas densamente pobladas, especializadas en la producción de alimentos y 

oferta de mano de obra barata.  

3.4.2 Conclusiones: Antecedentes del conflicto 

En esta etapa del conflicto, se pudo identificar varios procesos de acaparamientos de tierra los 

cuales tendrían lugar especialmente en la región Andina y Caribe, estas regiones se 

caracterizaban por tener una alta densidad poblacional, tener una infraestructura adecuada para 

la comercialización de productos agrícolas, y mayor cubrimiento de servicios básicos que las 

regiones fronterizas del país. Al igual que las características sociodemográficas de las regiones, 

las políticas estatales de privatización de la tierra jugaron un papel más que predominante en 

los acaparamientos que llevaron a las elites terratenientes a acumular grandes extensiones de 

tierra.  
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Las políticas estatales de privatización tenían como principal propósito transferir grandes 

extensiones de tierra publica para la intensificación y exportación de productos agrícolas (ej. 

banano, café, azúcar, algodón, tabaco) con una alta demanda en los mercados internacionales 

de la época, cuyas exportaciones pudiesen generar excedentes económicos para el desarrollo 

económico del país. 

 Luego, bajo la implementación del modelo económico ISI, se sumaría el pretexto de la 

modernización agrícola premisa bajo la cual el estado concedería a las elites terratenientes la 

responsabilidad de convertir la agricultura tradicional en una industrializada que además de 

suministrar alimentos contribuya a la formación de capital para la expansión de nuevos sectores 

económicos como la industria alimentaria y química.    

Bajo este contexto político, las elites terrateniente y políticas, y en menor medida empresas 

agrícolas extranjeras como la UFC, lograron captar el poder para controlar las tierras y otros 

recursos asociados a ella, como el agua y los bosques con el objetivo de obtener beneficios a 

partir de la posesión ilícita de ese dominio. Además, de la inequitativa distribución estatal de 

tierras públicas, se identificaron en la literatura los siguientes mecanismos a través de los cuales 

se logró acaparar la tierra: (i) el englobe de predios publico adyacentes a las superficies 

otorgadas por el estado; (ii) las ventas ilegales a través de títulos falsos; (iii) las concesiones 

fraudulentas de títulos mineros, (iv) el uso de la violencia armada para despojar a la población 

rural.  

Entre tanto, el despojamiento territorial de la población rural implico por un lado el 

desplazamiento forzado de las comunidades campesinas, cuando estas se resistían a ser 

expulsadas se las obligaba a convertirse en fuerza laboral dependiente de los grandes 

latifundios si decidían quedarse en las tierras acaparadas. De una u otra forma el despojamiento 

territorial de la población rural contribuiría al declive paulatino de la agricultura de pequeña 
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escala, a su exclusión de la economía agraria y a su marginalización social al ser considerados 

opositores al desarrollo cuando las comunidades se organizaban para defender su territorio.  

Estas consecuencias, se convertirían tiempo después en las principales motivaciones que 

generarían el levantamiento armado de varios movimientos sociales campesinos del país, de 

los cuales saldrían dos de los principales actores armados del CAI colombiano,  las FARC y el 

ELN, cuyas motivaciones iniciales para su subversión estuvieron sustentadas en la posibilidad 

de conseguir a través de la lucha armada un cambio en las políticas públicas destinadas a 

recuperar las tierras acaparadas por las elites terratenientes y generar una distribución más 

equitativa de la tierra pública del país a través de una reforma agraria. 

3.5 Pre-conflicto: Reforma agraria y acaparamiento de tierras 

En 1960, el contexto rural colombiano se caracterizaba por la alta concentración de la tierra 

que sustentaba el dominio hegemónico de la elite terrateniente sobre la estructura agraria del 

país, la pobreza  rural cuyas cifras se ahondarían tras las repercusiones de “La Violencia”,  y 

el incremento de las disputas por el acceso a la tierra entre terratenientes y campesinos (Franco 

& De los Ríos, 2011).  

Con el propósito de mejorar el contexto rural y bajo las presiones de Estados Unidos para evitar 

la influencia de la revolución cubana en el país10, el estado expediría la Ley 35 de 1961 

mediante la cual se reglamentó la Reforma Social Agraria.  Las disposiciones contenidas en la 

Ley 35 estaban encaminadas a formalizar y dotar de tierras a los campesinos carentes de ellas, 

a continuar la modernización de las grandes explotaciones agrarias, y a eliminar la excesiva 

concentración de tierras por medio de la redistribución de los latifundios. A través de esta ley 

 
10 Así como las reformas de Asia oriental fueron desencadenadas por la Revolución china una década antes, la Revolución cubana despertó 

en la política extranjera norteamericana la conciencia de una amenaza similar en el hemisferio, y la ayuda de Estados Unidos a América Latina 

se condicionó a reformas sociales contenidas en LA ALIANZA PARA EL PROGRESO (Berry, 2002) 
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también se crearía el Instituto Colombiano de Reforma Agraria (INCORA), organismo 

encargado de ejecutar las políticas concernientes a la reforma agraria (Albán, 2011; LeGrand, 

1988). 

Posteriormente, el estado daría origen a Ley 1 de 1968, con esta nueva regulación se pretendía 

afectar los latifundios a través de la expropiación de aquellas tierras que fuesen 

inadecuadamente explotadas bajo la figura de extinción de dominio11, De igual manera, se 

crearía, la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), por medio de la cual los 

campesinos tenían interlocución con el estado sobre los asuntos referentes al cumplimiento de 

las disposiciones contenidas en la reforma agraria. De esta manera el estado pretendía evitar la 

incorporación de los campesinos insatisfechos con la política agraria a los grupos guerrilleros 

(Perez, 2004).   

Pese a las intenciones del estado, la reforma agraria no tuvo mayor impacto sobre la estructura 

agraria del país. Primero, porque no hubo una verdadera redistribución de la propiedad, ya que 

el número de tierras expropiadas estuvieron muy por debajo de los objetivos establecidos, con 

lo cual los grandes latifundios no fueron significativamente afectados (D. Cortés & Vargas, 

2012).Segundo, porque las políticas de crédito, precios, irrigación y mecanización fueron 

captados por los terratenientes, contribuyendo así a la modernización y expansión de los 

latifundios y al estancamiento de la agricultura campesina y familiar (Albán, 2011; LeGrand, 

1988).  

Adicionalmente, las relaciones de poder entre las elites terratenientes y políticas fueron clave 

para que la reforma agraria no tuviese el alcance esperado. En efecto, los terratenientes usarían 

 
11 En este caso, la figura de extinción de dominio aplicaba cuando se dejaba de ejercer posesión, es decir, si la tierra no se encontraba 

económicamente explotada durante tres años continuos; si los propietarios violaban las disposiciones ambientales; o bien, cuando el predio se 

destinaba a la explotación de cultivos ilícitos (Franco & De los Ríos, 2011). 
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su influencia en la política. Primero, para que la fuerza pública desalojara aquellos campesinos 

en calidad de aparceros que podrían iniciar procesos de solicitud de adjudicaciones o 

reclamaciones de las tierras explotadas históricamente por ellos (Albán, 2011; Berry, 2002). 

Segundo, para modificar la normativa de la reforma agraria, especialmente de aquellos puntos 

que pretendían afectar las grandes propiedades. Este hecho fue sucedido tras el llamado Pacto 

del Chicoral (Fajardo, 2001; Franco & De los Ríos, 2011). 

En este sentido, el Pacto del Chicoral fue un acuerdo suscrito entre las elites terratenientes y 

políticas en el año de 1972, en el cual se dio vía a una contrarreforma bajo la Ley 4 de 1973, 

con la cual se puso fin a los intentos de redistribuir las tierras, en su lugar, el estado encaminó 

a los campesinos sin tierra hacia la Amazonía, el Litoral Pacífico, el Darién y el piedemonte 

araucano, con el pretexto de los "proyectos de colonización" que ofreció sostener y que en 

realidad abandonó a su suerte (Fajardo, 2001). 

Desde entonces, el estado reorientaría la política agraria a aplicar instrumentos neoliberales 

para desarrollar tanto la agricultura industrial y de exportación, como la producción de materias 

primas. Estos procesos de industrialización estuvieron en manos de los empresarios agrícolas. 

Mientras que para el campesinado con tierra se adopta, el modelo de Desarrollo Rural Integral 

(DRI) con el cual se buscaba aliviar la pobreza rural a través de los excedentes de capital que 

produciría la “modernización de la agricultura” (Thomson, 2011).  

Entre tanto, la ANUC denunciaría las políticas pactadas en El Pacto del Chicoral, 

argumentando que el DRI no era la solución más adecuada para abordar los problemas del 

campesinado, como lo podría ser una reforma agraria que incluyese la participación de la 

población rural (Machado, 2009). Ante la negativa del estado frente a las demandas reformistas 

de los campesinos, la ANUC impulsaría la invasión de grandes propiedades entre 1971 y 1974, 
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por medio de las cuales se pretendía recuperar la tierra acaparada y presionar al estado para 

que iniciara un nuevo proceso de reforma agraria (Perez, 2004) .  

 A partir de estos sucesos la ANUC se consideraría como una organización subversiva, de 

ideología comunista, por lo tanto el estado reprimiría violentamente su accionar político, 

logrando su fraccionamiento interno, debilitamiento y finalmente su desintegración en los 

inicios de los años 90 (Albán, 2011). Adicionalmente, el estado aprobaría la Ley 30 de 1988, 

con la cual se prohibiría en el país cualquier intento de invasión u ocupación de tierra. 

La aniquilación paulatina de la ANUC y las políticas de contrarreforma estarían relacionadas 

con el crecimiento de la intensidad del CAI (Thomson, 2011), ya que, a los grupos guerrilleros 

se incorporarían nuevos militantes inconformes con la política agraria estatal incrementando 

así su pie de fuerza y accionar en el territorio nacional, sobre todo en zonas donde la baja 

presencia del estado permitiría a los grupos armados la responsabilidad de solucionar los 

conflictos sociales (Reyes, 1987, 2010).  

3.5.1 Acaparamientos relacionados con los procesos de privatización (1961-1987) 

Paralelamente a la implementación de los procesos de reforma agraria (1961) y contrarreforma 

(1972). El estado continuaría con los programas de privatización de tierras públicas, es así 

como entre el año de 1962 y 1987 se otorgarían algo más de 10,2 millones de hectáreas a 293 

mil adjudicatarios (ver Tabla 3.3), dando lugar al proceso de privatización de tierras más 

significativo de la historia colombiana.  

Aunque el reparto de tierras públicas en este lapso redujo considerablemente la adjudicación 

de predios de más de 1000 ha, respecto a la etapa antecedentes del conflicto y originaria el 

surgimiento de los propietarios de mediana propiedad (propiedades entre las 20 y 200 ha) como 
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una nueva clase agrícola, también, contribuirá a la inequitativa expansión de la frontera agrícola 

(ver Tabla 3.3).  

El rasgo principal de la expansión de la frontera agrícola fue el acaparamiento de tierras, 

llevados a cabo principalmente en aquellos departamentos  que contaban con condiciones 

favorables para el desarrollo de los agronegocios (ej. Antioquia, Huila, Santander, Tolima, 

Meta y Valle del Cauca) (Albán, 2011; LeGrand, 1988; Reyes, 1987). Estos acaparamientos 

por lo general excedían el límite de transferencia de tierra que disponía la Ley 61, por ejemplo: 

en la Tabla 3.3 se observa 17 adjudicaciones ilegales de más de 5.000 ha las cuales fueron a 

parar a familiares de grandes latifundistas. 

Tabla 3.3 

Adjudicación de tierras públicas entre 1961 y 1987 
Tipo de adjudicatario Personas naturales  Personas Jurídicas 

Tamaño Adjudicaciones 

(ad) 

Superficie 

(ha) 

% 

Ad 

% 

ha 

Adjudicaciones 

(ad) 

Superficie 

(ha) 

% 

ad 

% 

ha 

1-20 177.507 976.607 60,6 9,6 163 943 49,8 4,8 

21-100 97.448 4.111.725 33,3 40,3 131 5.5 40,1 28,4 

101-500 16.499 3.112.046 5,6 30,5 30 7 9,2 36,0 

501-10000 1.112 869.054 0,4 8,5 2 1.6 0,6 8,1 

1001-2500 157 240.869 0,1 2,4 0 0 0,0 0,0 

2501-50000 38 123.052 0,0 1,2 1 4.4 0,3 22,7 

Más de 5000 17 763.803 0,0 7,5 0 0 0 0 

Total  292.778 10.197.156 100 100 327 19.6 100 100 

Fuente: (CNMH, 2016) 

Es así como, la superficie agrícola del país pasó de tener aproximadamente 22 millones de 

hectáreas en 1961, a 35 millones en 1984 (IGAC, 2012), Este proceso de expansión en 

definitiva favoreció mayoritariamente a las elites terratenientes (Berry, 2002; LeGrand, 1988). 

Por otra parte, las políticas agrarias implementadas entre 1961 y 1988, evitaron a toda costa 

que los pequeños agricultores (campesinos cuyas propiedades oscilan entre las 1 y 20 ha) 

pudiesen incrementar el acceso a la tierra, mientras que, a las elites terratenientes les dio los 

medios legales para poder acaparar grandes extensiones de tierra, la cual termino mayormente 

en las manos de los grandes ganaderos de la época (Urrego et al., 2018).  
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Como se ha mostrado en este apartado, las disposiciones legales para la privatización de tierras 

publicas contenidas en la Ley 135 de 1961 jugarían un papel importante en los procesos de 

acaparamiento de la tierra de la época. Principalmente porque la ley estableció como regla 

general que las tierra publicas solo se adjudicarían a personas naturales y por extensiones no 

mayores a 450 ha, sin embargo, permitía adjudicaciones mayores a las 2.500 ha para el 

desarrollo de explotaciones que tengan especial importancia para la economía nacional como 

el algodón, el café, la caña de azúcar, el tabaco y la ganadería (Albán, 2011; Berry, 2002; 

CNMH, 2016; Fajardo, 1999). 

Por lo tanto, la influencia de las elites terratenientes en las esferas políticas, les permitiría 

exceder los topes legales y excepciones establecidas en dicha ley con el fin de acaparar tierras 

públicas. Por ejemplo, entre 1961 y 1987 el estado otorgaría alrededor de dos millones de 

hectáreas a predios con más de 500 ha, a un total de 1.334 beneficiarios, de igual manera, 

concedería alrededor de 20 mil ha, a empresas cuya actividad económica estaba relacionada 

con la agricultura (ver Tabla 3.3). 

Los mecanismos frecuentemente usados por medio de los cuales las elites terratenientes y 

empresas agrícolas llevaron a cabo los procesos de acaparamiento de tierras que excedían los 

límites de titulación establecidos involucraban: Primero, las asignaciones de varios predios a 

un mismo propietario o a miembros de una misma familia (esposo y esposa, padres e hijos o 

hermanos, primos). Por ejemplo, en el municipio de San Martin, Meta, en 1964, cuatro 

integrantes de la familia Bustamante obtuvieron, cada uno, predios de 5.000 has. En el 

municipio de Puerto Carreño, Vichada, se adjudicaron dos baldíos, cada uno de 50.000 has, a 

la empresa Cainaman Land Co. y al hacendado Luis Villa, en 1969 (Machado, 2009). 

En segundo lugar, las elites terratenientes se aprovecharían de la baja titularidad de las 

propiedades campesinas, para desplazarlos de las tierras que habían colonizado previamente a 
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la reforma social agraria, especialmente cuando estos terrenos estaban aptos para la ganadería 

y limitaban el proceso expansionista de los latifundistas (Thomson, 2011; Urrego et al., 2018). 

La baja titularidad de la propiedad campesina de la época  se debió en parte a  que los trámites 

de adjudicación y titulación de tierras públicas contemplados en la Ley 135, eran procesos 

altamente complejos, costosos y presentaban muchas cargas para la población rural más 

vulnerable entre otras porque requerían de la inversión de una cantidad importante de tiempo 

y dinero para culminarlos con éxito (Huertas & Ríos, 2018).  

Recapitulando, los procesos de acaparamientos de tierras entre 1961 y 1987, fueron clave para 

la acumulación y concentración de la tierra a favor del crecimiento de la escala de producción 

de materias agrícolas exportables, para el desarrollo del modelo agroindustrial, y sobre todo 

para la expansión de los latifundios ganaderos, los cuales llegaron a obtener más de la mitad 

de la superficie agrícola en 1984 (Berry, 2002; Franco & De los Ríos, 2011; Thomson, 2011).  

Por ejemplo, en el año de 1984,  el 85% de los propietarios poseía el 15% del total de la 

superficie agraria, con extensiones entre 1-20 ha considerados de pequeña propiedad, mientras 

que, el 1.5% de los propietarios tenían bajo su propiedad el 47% de la superficie agrícola cuyos 

terrenos de gran propiedad excedían las 200 ha (IGAC, 2012b). Estas cifras junto con el índice 

de Gini de distribución de la tierra que para ese mismo año se calculó en 0,84, reflejan 

claramente las consecuencias que tuvo la política de privatización de la época en los niveles de 

concentración de la tierra.  

Por otro lado, el acaparamiento de tierras también contribuiría a que los procesos de 

acumulación por desposesión, originados en la etapa antecedentes del conflicto, siguieran 

perpetuándose entre 1961 y 1987. En primer lugar, porque la propiedad estatal continuo 

transformándose en derechos de propiedad exclusivos por medio de los cuales las elites 

terratenientes y empresas agrícolas siguieron acaparando vastas extensiones de tierra y de 
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asegurando así el control sobre los territorios y los medios de producción agrícola locales 

(Perez, 2004; Thomson, 2011).    

En segundo lugar, porque el despojamiento territorial, siguió siendo un ejercicio de poder por 

medio del cual las elites terratenientes lograron acaparar tierras,  para transformar a la 

población rural más vulnerable en fuerza de trabajo dependiente de las empresas agrícolas, bajo 

la figura de arrendatarios o contratándolos directamente como jornaleros, en ambas 

circunstancias bajo condiciones desfavorables (LeGrand, 1988), y/o para desplazarlos con el 

propósito de apropiarse de sus tierras y adjuntarlas a través de  “vías legales” a los grandes 

latifundios (Urrego et al., 2018).     

Bajo estas dos características, las elites terratenientes, conseguirían dos de los rasgos distintivos 

de la dinámica de acumulación capitalista, la acumulación de tierra y la dependencia de mano 

de obra rural (Borras et al., 2012). Sobre esta base, y tras la implementación del modelo 

económico neoliberal en el país, se aceleraría tiempo después la agroindustria, cuya actividad 

estaría relacionada con nuevos procesos de  acaparamiento de tierras dentro de los cuales los 

actores del conflicto armado jugarían un papel más que relevante (Grajales, 2013a; Merchand, 

2016).  

3.5.2 Cambio del modelo y patrones históricos del acceso a la tierra (1988-1994) 

En 1988, el estado promulgaría la Ley 30 de 1988, por medio de la cual se abandona el modelo 

de Reforma Agraria Liderada por el Estado, para dar paso en el país al modelo Liderado por el 

Mercado propuesto por el Banco Mundial bajo el cual se pretendía atajar los problemas 

referentes a la distribución de la tierra y la pobreza rural. Para disminuir los niveles de violencia 

rural la Ley 30 consolida el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR), política que preveía la 

participación de la población rural más vulnerable en los programas de desarrollo agrario de 
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las zonas más afectadas por el CAI, esto con el fin de quitarle base social y legitimidad a lucha 

de los movimientos guerrilleros (Chernick, 1996). 

Como era de esperarse, en los cincos años de vigencia de esta ley el estado continuaría 

privilegiando el proceso de privatización de tierras públicas, y dejando a un lado los objetivos 

redistributivos propuestos en el desarrollo de la reforma agraria y en el PNR. Por ejemplo, entre 

1988 y 1994 se adjudicaron algo más de 3 millones de hectáreas bajo la estrategia de 

privatización, frente a las 463.460 que distribuyo el INCORA y las 109.610 ha que se 

entregaron por medio del PNR a las comunidades campesinas (ver Tabla 3.4). 

Durante este periodo de tiempo, el porcentaje del área otorgada a las grandes concesiones de 

más de 1.000 ha fue del 50%, de las cuales ocho superarían los límites establecidos por la Ley 

61 (5.000 ha). Llama la atención el hecho de que estos acaparamiento de tierras que superaban 

los topes legales tuvieron lugar en municipios donde los grupos paramilitares  y 

narcotraficantes ejercían un alto grado de control territorial (CNMH, 2013).  

Tabla 3.4 

Adjudicación de tierras baldías entre 1988 y 1994 

Tamaño Adjudicaciones  Superficie (hectáreas) % 

adjudicaciones 

% 

hectáreas 

1-20 56.548 218.222 73,2 6,9 

21-100 15.631 711.616 20,2 22,6 

101-500 3.980 781.330 5,2 24,9 

501-10000 776 645.279 1,0 20,5 

1001-2500 190 322.721 0,2 10,3 

2501-50000 130 379.922 0,2 12,1 

Más de 5000 8 84.811 0,0 2,7 

Total 77.263 3.143.901 100,0 100,0 

Fuente: (CNMH,2016) 

Por ejemplo, en 1988 se concedieron 36.510 hectáreas a un solo adjudicatario en Puerto Lopez 

(Meta). Municipio que en las décadas de los setenta y ochenta se caracterizó por el 

acaparamiento de tierras por parte de narcotraficantes, y por los altos índices de violencia 

perpetrados por los paramilitares (CNMH, 2016). Esta características se identificaron 
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igualmente en los acaparamientos en Unguía (Choco) donde se concedieron  8.901 ha a un solo 

adjudicatario (Reyes, 2013). A diferencia del primero donde el pretexto de los acaparamientos 

fue el desarrollo de la ganadería extensiva, en el segundo seria la implementación del cultivo 

de Palma de Aceite. 

De lo anterior se infiere que, si bien las relaciones de poder entre las elites terratenientes y 

políticas han sido determinantes para que empresarios agrícolas, ganaderos, hayan podido 

acaparara grandes extensiones de tierras entre 1988 y 1994. Es necesario reconocer el 

importante papel que han jugado los actores armados en los procesos de acaparamientos de 

tierras, sobre todo cuando la acumulación de tierras entrelaza distintas formas de violencia, la 

legitimación del estado, el narcotráfico y el desarrollo de proyectos ganaderos y 

agroindustriales (Reyes, 2010). 

3.5.2.1 Narcotraficante, guerrillas y paramilitares nuevos actores en los procesos de 

acaparamiento  

Los procesos de acaparamiento llevados a cabo entre 1988 y 1994, no solo han contribuido a 

incrementar los niveles de concentración de la tierra y de pobreza rural, sino que también han 

influido en que las disputas por el acceso entre terratenientes, empresarios agrícolas y la 

población rural aumenten significativamente (Reyes & Bejaraño, 1988). A estas diputas se 

suman los diferentes intereses que tienen sobre la tierra los actores armados del CAI ( Reyes, 

1987, 2010).  

En este sentido, Las FARC y el ELN fortalecerían las formas de colaboración con los 

movimientos sociales campesinos, dicha alianza pretendía además de recuperar las tierras 

acaparadas por terratenientes y empresas agrícolas, construir y apoyar políticas públicas 

destinadas a redistribuir la tierra y mejorar las condiciones de vida de la población rural. Esta 
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relación se fortalecería a un más, cuando las vías institucionales para realizar la reforma agraria 

fueron cerradas tras el Pacto del Chicoral (Albán, 2011; LeGrand, 1988).  

Bajo esta dinámica, las FARC tendrían un cubrimiento geográfico superior al de otros grupos 

guerrilleros, ocupando las zonas de mayor colonización campesina (ej. Tolima, Cundinamarca, 

Antioquia, Cesar etc.), seguido del ELN que ocuparía buena parte de la frontera con Venezuela 

y el M-19 en el Valle del Cauca, Cauca y parte del Tolima (Reyes & Bejaraño, 1988). De igual 

manera, se destaca la defensa de las tierras ancestrales y comunales en el Cauca del movimiento 

guerrillero indígena Quintín Lame (Thomson, 2011).  

Por otra parte, los paramilitares surgirían en los años 70 como una estrategia militar de los 

terratenientes y políticos con la cual se pretendía frenar el accionar de los grupos guerrilleros, 

en especial cuando estos amenazaban el poder territorial que tenían los terratenientes y 

empresarios agrícolas en las zonas rurales del país (Rivera, 2007). Después de los años 80 y en 

medio del escalonamiento del CAI, las alianzas de los grupos paramilitares con las estructuras 

políticas a todas las escalas, con los terratenientes, los agro-negocios y especialmente con el 

narcotráfico, darían lugar a nuevos procesos de acaparamientos de tierra cuyo mecanismo 

habitual para llevarlos a cabo seria el despojamiento violento de la población rural (Osorio, 

2015; Reyes, 2010).  

Por ejemplo, en el caso del banano en Urabá y de la palma de aceite en el Magdalena Medio, 

los grupos paramilitares han usado el desplazamiento forzado como un  mecanismo habitual 

para acaparar tierras (Leiteritz et al., 2009; Osorio, 2015). De igual manera en el departamento 

de Córdoba, donde las alianzas entre paramilitares y narcotraficantes les permitirá acaparar 

grandes extensiones para la ganadería a través del desplazamiento forzoso de la población rural 

(Reyes, 1991).  
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Además de la agricultura y la ganadería, otros proyectos extractivistas de la época como la 

extracción de oro en Antioquia, la apertura de pozos petroleros en Santander y la producción 

de esmeraldas en Boyacá consiguieron realizarse a través del desplazamiento forzado (Leiteritz 

et al., 2009). Pese al importante rol que jugaron el desarrollo de la agroindustria, la ganadería 

y la minería en los procesos de acaparamiento de tierras, es importante reconocer el gran 

impacto que ha tenido el narcotráfico sobre la acumulación de tierras en el país (Rettberg & 

Ortiz-Riomalo, 2016). 

3.5.2.2 El narcotráfico y el acaparamiento de tierras 

Una de las consecuencias de mayor impacto del narcotráfico, ha sido el acaparamiento de 

grandes terrenos rurales (Gómez, 2011; Reyes, 2010). Los acaparamientos iniciarían en los 

años 70 y se consolidarían una década después cuando el país se sumergió en la producción y 

tráfico ilegal de la cocaína. Los acaparamientos tendrían como principales objetivos el montaje 

de la infraestructura para la producción y comercialización del negocio de las drogas y el lavado 

de dinero ilícito a través de proyectos agroindustriales y de ganadería extensiva (Guizado, 

1991; Junguito et al., 2014). 

En este sentido, se han identificado en la literatura dos procesos paralelos de acaparamientos 

entre los años 1980 y 1999. El primero de ellos tendría lugar en las regiones de la Amazonia y 

Orinoquia, en ambas zonas, caracterizadas por la baja presencia estatal y los altos índices de 

informalidad de la tenencia de tierra de la población rural, los narcotraficantes se apropiarían 

ilegalmente de tierras públicas para el montaje de la infraestructura de producción y 

comercialización de la pasta de coca (Diaz & Sanchez, 2004; LeGrand, 1988; Reyes, 1987).  

En este proceso, usualmente campesinos e indígenas fueron despojados de sus tierras, con el 

objetivo de obligarlos a cambiar el uso tradicional de sus suelos para cultivar la hoja de coca 

y/o para luego ser incorporados como fuerza laboral en su producción (Reyes & Bejaraño, 
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1988). Así mismo, los narcotraficantes financiarían varias estructuras paramilitares para 

reprimir violentamente cualquier intento de sabotaje a la estructura cocalera, emprendidos por 

las FARC y organizaciones sociales de base campesina e indígena, a menudo en estas acciones 

armadas se realizaban con el consentimiento de las fuerzas militares del estado (Grajales, 2011; 

Osorio, 2015).  

Es así como hasta el año de 1994, al menos 60 mil hectáreas de tierras fueron acaparadas para 

la siembra del cultivo de coca, afectando en su gran mayoría las regiones de la Amazonia y 

Orinoquia de la siguiente manera: el 36.4% de hectáreas acaparadas se concentrarían en el 

departamento del Guaviare, un 33.6% en Caquetá y un 23.59% en el  Putumayo (Diaz & 

Sanchez, 2004).  

El segundo proceso, se llevaría a cabo en las regiones de la Costa Atlántica y del Urabá 

(departamentos de Antioquia y Choco). En este proceso los narcotraficantes comenzarían a 

invertir las ganancias de la droga para comprar grandes extensiones de tierra rural, estas 

propiedades eran destinadas en el caso de la Costa Atlántica a la ganadería extensiva (Flores, 

2014; Urrego et al., 2018) , y en el caso del Urabá a la producción del banano, la palma de 

aceite y en menor medida a la ganadería extensiva, estos agro-negocios se convertirían en la 

principal fachada para el lavado de dinero proveniente del narcotráfico (Leiteritz et al., 2009; 

Osorio, 2015).    

El acaparamiento de grandes extensiones de tierra por los narcos entre los años 80 y 90, es 

considerada por varios autores como una de las grandes contrarreformas que ocurrieron en 

Colombia (Ballvé, 2012; Ojeda et al., 2015).  En primer lugar, porque la acumulación de tierra 

contribuiría a elevar los niveles de concentración de la tierra, y a destinar las tierras de mejor 

calidad al uso de la ganadería extensiva, en detrimento de la agricultura familiar y campesina. 

En segundo lugar, porque ayudo a elevar los niveles de violencia rural, puesto que el 
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narcotráfico financiaría la vinculación de las estrategias estatales y paramilitares de 

contrainsurgencia que disputaron dominios territoriales con las guerrillas, cuyo principal 

resultado sobre la población rural llego a ser el desplazamiento forzado (Grajales, 2013b; 

Thomson, 2011). 

En efecto, la primera fase expansiva del paramilitarismo coincide con la ampliación de los 

territorios de los narco-negocios que para el año de 1990 afectaban 300 de los 1020 municipios 

del territorio colombiano, cuyo resultado fue el acaparamiento de alrededor de un millón de 

hectáreas (Reyes, 1991). Esta cifra fue superior a las 919 mil hectáreas que en 25 años de 

reforma agraria, ha adquirido el INCORA para su distribución a la población rural, manifiestan 

el poder territorial que han adquirido los narcos y paramilitares a través del acaparamiento de 

tierras (Revista Semana, 1988).  

Las alianzas entre poderosos ganaderos y agricultores, narcotraficantes y fuerzas del estado, 

han conseguido que los paramilitares se conviertan en verdaderos ejércitos regionales que se 

disputan el control de la tierra y otros recursos naturales con las guerrillas, sin lugar a duda 

estos vínculos influyeron directamente en el escalonamiento del CAI colombiano (Duncan, 

2006; S. L. G. Salas, 2016; Segrelles, 2018). Especialmente cuando los modos de vida y las 

estrategias de sustento de campesinos y minorías étnicas del país, fueron restringidas a través 

de formas de violencia como el desplazamiento forzado, el despojamiento, y el asesinato 

(Ojeda et al., 2015).   

3.5.2.3 Derechos etno-territoriales y nuevas geografías del acaparamiento de tierras 

En medio de la apertura económica del país en el año 1990, el gobierno de turno aprobaría la 

constitución de 1991, proceso que en su formulación tuvo una alta influencia de los grupos 

guerrilleros que se acogieron al proceso de paz entre los años de 1986 y 1990 (Ver sección 
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3.3.2). La constitución consolidaría el estado pluriétnico al reconocer y otorgarle derechos 

territoriales a las comunidades étnicas del país. Entre los cuales se destacan: 

Primero, la asignación de derechos de propiedad comunales a los grupos étnicos, los cuales 

serán inalienables, imprescriptibles e inembargables. Segundo, en las decisiones que se adopten 

respecto a la explotación de los recursos naturales en el subsuelo de las tierras comunales, el 

estado propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades para 

proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan. 

En esta misma línea, se promulgaría la ley 70 de 1993, con la cual el estado reconocería por 

primera vez a las comunidades negras derechos a la propiedad comunal  sobre las “tierras 

baldías” de las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico y a la protección 

de su identidad como grupo étnico (Efrén, 2001). Según el informe del PNUD (2011), entre 

1996 y 2010 el estado ha concedido a las comunidades negras 162 títulos colectivos, que 

ocupan alrededor de 5 millones de hectáreas y a las comunidades indígenas, se ha reconocido 

710 resguardos indígenas que ocupan 34 millones de hectáreas. 

Aunque, los derechos étno-territoriales han marcado un hito en el establecimiento de otras 

formas del manejo de la tierra y del territorio, no por ello se puede afirmar que las minorías 

étnicas del país han sido privilegiadas en los procesos históricos de distribución de la tierra 

(Jaramillo et al., 2015; Rettberg & Ortiz, 2016; Reyes, 2013). En primer lugar, porque gran 

parte de la superficie concedida no tiene vocación agrícola, sino que corresponde o se 

superpone con áreas de protección, ambiental, paramos y desiertos, esto quiere decir que las 

comunidades poseen tan solo 3,12 millones de hectáreas para las labores agropecuarias 

(Vásquez y Eusse, 2007). 

En segundo lugar, porque los intereses de algunos empresarios en desarrollar proyectos 

agroindustriales y ganaderos, mineros y energéticos sobre la tierra de las comunidades étnicas 
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han ocasionado especialmente el desplazamiento forzado de su población (Osorio, 2015; 

Rettberg & Ortiz, 2016). De igual manera, pasa con los actores del CAI, en este caso su interés 

por el dominio de la tierra de estas comunidades radica principalmente en la producción y el 

tráfico de la droga, con lo cual los derechos etno-territoriales de afrocolombianos e indígenas 

han sido vulnerados, pese a las disposiciones contenidas en la Constitución de 1991 (Ballvé, 

2012; Jaramillo et al., 2015;).  

3.5.2.4 Creación de las Zonas de Reserva Campesina y nuevas disposiciones para la 

titulación de tierras publicas  

Además del reconocimiento de los derechos étno-territoriales, el estado emprendería una 

reforma agraria con el objetivo de “promover y consolidar la paz”. En este contexto se 

proclamaría la Ley 160 de 1994, con la cual se introdujo en el país, el Modelo de Mercado 

Asistido de Tierras como el principal mecanismo de acceso a la tierra del campesinado. 

Aunque la ley 60 de 1994 en poco o nada contribuirá a cambiar la desequilibrada estructura de 

la tenencia de la tierra y/o a mitigar el impacto del CAI en las zonas rurales del país, es 

necesario reconocer en ella los principales mecanismos encaminadas a frenar los procesos de 

acaparamiento de la tierra, especialmente aquellas que aún tienen vigencia hasta el día de hoy 

El primer de ellos es la creación de las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) y el segundo es la 

reglamentación de la Unidad Agrícola Familiar (UAF) (Albán, 2011; Berry, 2002; CNMH, 

2016; Franco & De los Ríos, 2011).  

Las ZRC es una figura del Estado que favorece el desarrollo regional y un instrumento legal 

que impide la concentración de la propiedad rural, que a su vez contribuye al cierre de la 

frontera agrícola y permite la participación de las comunidades en la planeación y 

reconstrucción de sus territorios (Beltrán, 2016), básicamente, son áreas geográficas que tienen 

en cuenta características ambientales, agroecológicas y socioeconómicas especializadas para 
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el ordenamiento territorial, social y cultural de la propiedad, para la estabilización y la 

consolidación de la economía campesina (Machado, 2008). 

Aunque las ZRC gozan de un amplio respaldo entre el campesinado, académicos y algunos 

sectores de la población civil con una fuerte consideración política hacia las transformaciones 

estructurales del campo (ej. asociaciones rurales, movimientos estudiantiles y políticos 

alternativos). Su aplicación se ha visto obstruida por la oposición de sectores políticos y 

empresarios que han visto en las ZRC un limitante a la hora de expandir y ejecutar proyectos 

mineros, energéticos y agro-extractivistas (Tocancipá & Ramírez 2018).  

Es así, como de las 21 solicitudes comunitarias para la constitución de zonas de reserva 

campesina, al 2017, tan solo se han aprobado seis de ellas, las cuales suman una superficie  de 

831mil ha, distribuidas de la siguiente manera: en el departamento del Caquetá, la ZRC Pato-

Balsillas, con un área de 88.401 ha; en el departamento del Guaviare, la ZRC Calamar, con un 

área de 463.600 ha; en Bolívar, Morales-Arenal, con 29.110 ha; en Putumayo, La Perla 

Amazónica con 22.000 ha; en Cundinamarca, Cabrera, con 44.000 ha y en Antioquia y Bolívar, 

Valle del Rio Cimitarra con 184.000 ha (CNMH, 2016; Tocancipá & Ramírez, 2018). 

Al igual que los territorios de las comunidades negras e indígenas, las ZRC tienen un carácter 

dinámico que giran en torno formas colectivas del uso, el manejo y la gestión de la tierra y de 

otros recursos naturales (Tocancipá & Ramíres, 2018). La exclusión social y política de las 

comunidades campesinas, la corrupción estatal en todos los niveles (nacional, regional y local) 

y el conflicto armado han sido factores que han entorpecido el funcionamiento a plenitud de 

los mecanismos e instrumentos democráticos de producción de estos territorios (Huertas & 

López, 2020;). 

Por otra parte, Se entiende por UAF, la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, 

acuícola o forestal cuya extensión, conforme a las condiciones agroecológicas de la zona 
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permite a una familia disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la formación de 

su patrimonio (PNUD, 2011).Tras su reglamentación el estado pone como tope máximo la 

adjudicación de las tierras públicas en el país a tan solo una UAF, esto con el fin de evitar 

nuevos procesos de acaparamiento de tierras y futuras disputas entre las comunidades 

campesinas y empresarios agrícolas (Franco & De los Ríos, 2011).  

Este cambio en los patrones de asignación de tierras se expresa, por su puesto, en la variación 

de los tamaños de la UAF para cada uno de los municipios que conforman los diferentes 

departamentos del territorio nacional. Por ejemplo: la extensión de una UAF en un 

departamento con altos valores de concentración de tierra como Antioquia, varía entre las 12 y 

55 ha, mientras que, en el Vichada, caracterizado por la “baja concentración”, varía entre las 

1.360 y 1.840 ha.  

Bajo este nuevo parámetro de asignación de tierra publica, el estado ha adjudicado entre los 

años de 1995 y 2012 alrededor de 5 millones de hectáreas a 125 mil beneficiarios, de las cuales 

el 2.2% de estas adjudicaciones han excedido el tope máximo establecido bajo la Ley 60 de 

1994 (CNMH, 2016; IGAC, 2012b). Estas cifras denotan, por un lado, que el parámetro de la 

Unidad Familiar Agrícola no ha resultado eficaz para combatir los procesos de acaparamiento 

de tierras en el país, por lo menos en aquellos procesos de desembocan en la apropiación 

indebida de tierras públicas.     

Por el otro, que los altos niveles de concentración de la tierra en el país sigan incrementándose 

debido a su carácter inequitativo. En efecto, de los 5 millones de ha otorgadas entre 1994 y 

2012, al 79% de beneficiarios cuyas propiedades fueron asignadas con áreas en entre las 1 y 

20 hectáreas, le correspondió el 5% de la superficie total adjudicada, mientras que al 1% de los 

beneficiarios cuyas propiedades fueron asignadas con áreas mayores a las 1.000 hectáreas, les 

correspondió el 38% de la superficie total adjudicada. Finalmente, a que haya una nueva 
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expansión de la frontera agrícola dirigida hacia las regiones de la Amazonia y la Orinoquia, en 

las cuales se concentró casi el 90 % de la superficie adjudicada entre 1995 y 2012. 

3.5.3 Conclusiones: Pre-conflicto  

En esta etapa del conflicto, los procesos de acaparamientos de tierras contribuirían 

principalmente a incrementar los niveles de concentración de la tierra de las regiones Andina 

y Caribe, y a que la frontera agrícola del país se extendiera hacia regiones fronterizas (Pacífica, 

Orinoquia y Amazonas), ambos procesos en definitiva beneficiaron  a que las elites 

terratenientes no solo siguieran acumulando grandes extensiones de tierra sino que tuviesen 

mayor influencia en las esferas políticas del país para asegurar en el tiempo sus intereses sobre 

la agricultura y otros sectores económicos en desarrollo como la banca y la industria.   

Por lo tanto, la gran cohesión entre las elites terratenientes y políticas sería más que nunca 

determinante a la hora de legitimar los procesos de acaparamientos de tierra. En primer lugar 

porque el estado continuaría transfiriendo grandes extensiones de “tierra pública”, que en 

algunos casos excedían los topes máximos establecidos en la ley, permitiendo a las elites 

terratenientes acumular capital producto de los excedentes económicos generados a través de 

los agronegocios, cuyo resultado sería la consolidación de la agricultura de gran escala y a la 

ganadería extensiva como los ejes principales del desarrollo agrario del país, y en segundo 

lugar porque dicha cohesión fue capaz de frenar iniciativas políticas y sociales dirigidas a: 

recuperar las tierras acaparadas, distribuir equitativamente la tierra pública y beneficiar la 

agricultura de pequeña escala.     

Además de las elites terratenientes o empresarios agrícolas, los narcotraficantes serian otro de 

los actores involucrados en los procesos de acaparamientos de tierras, en esta etapa del 

conflicto se identificaron al menos dos de ellos. El primero tendría lugar en las regiones de la 

Amazonia y Orinoquia en los años 80 y 90, cuyo propósito fue el de desarrollar la 
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infraestructura adecuada para expandir las plantaciones del cultivo de coca, así como para la 

exportación y tráfico de la pasta de coca. El segundo tendría lugar en la región Caribe y en el 

Urabá Antioqueño a finales de los años 80, en las cuales se compraron varias extensiones de 

tierras para desarrollar proyectos empresariales relacionados con la ganadería extensiva y la 

producción de banano, ambos se usarían como fachada para el lavado del dinero proveniente 

del narcotráfico.  

Los mecanismos habituales a través de los cuales los narcotraficantes lograron acaparar 

grandes extensiones de tierra implicaron por un lado el financiamiento de grupos paramilitares 

para obligar a la población rural a cultivar la hoja de coca en el caso de la Amazonia y 

Orinoquia, y para desplazar a la población rural resiliente a la venta o concesión de sus tierras 

en el caso de la región Caribe, por el otro implico una asociación con las elites terratenientes y 

políticas regionales de la región Caribe y el Urabá Antioqueño, esto con el propósito de  

justificar como parte de la lucha antiguerrilla las masacres y desplazamientos de la población 

rural ocasionados por los paramilitares, para después legitimar las compras fraudulentas o la 

posesión ilícita de las tierras.  

A partir de entonces, los grupos paramilitares se convertirían en uno de los muchos actores 

involucrados en los procesos de acaparamiento de tierras del país. A partir de mediados de los 

años 90 los paramilitares acumularían grandes extensiones de tierra con el beneplácito de las 

elites terratenientes y políticas regionales con el propósito de continuar con el regimiento del 

tráfico ilegal de drogas y expandir las plantaciones de coca bajo su dominio. Luego para invertir 

las ganancias generadas del narcotráfico en proyectos agroindustriales como la palma de aceite 

y la ganadería extensiva.  

La paulatina captación del poder sobre la tierra por parte de los paramilitares traería como 

consecuencia directa el desplazamiento, el confinamiento y el asesinato de la población rural, 
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así mismo se generarían enfrentamientos armados con las FARC y el ELN, a través de los 

cuales el control sobre la tierra, el agua y los medios locales de producción agrícola de las 

zonas rurales era disputado con relativa frecuencia. Ambas consecuencias contribuirán al 

escalonamiento del CAI. 

3.6 En conflicto: Influencia de las políticas neoliberales en la intensificación de la 

agroindustria 

La implementación del modelo económico neoliberal en Latinoamérica, ha estado basado en 

la lógica de la homogeneidad y disciplinarización de los territorios rurales del país (Huertas & 

Ríos, 2018). Esta dinámica consolidada en Colombia a comienzos de los años 90, ha 

beneficiado a la agroindustria permitiendo que esta actividad haya ganado el control sobre la 

tierra, el agua, y la economía agraria del país (Gómez, 2011; Segrelles, 2018).  

De igual manera, ha contribuido a empeorar las condiciones de vida de las comunidades 

campesinas, afrocolombianas e indígenas del país (Escobar, 2013).En primer lugar, porque el 

modelo neoliberal ha promovido en el país un estilo de desarrollo definido como un patrón de 

acumulación de capital forjado en la sobreexplotación de recursos agrícolas, forestales y 

mineros, trayendo consigo la expansión de la frontera agrícola especialmente hacia territorios 

étnicos y campesinos, los cuales han sido considerados por el estado como “zonas pobres e 

improductivas a las que hay que empezar a modernizar” (Merchand, 2016; Ojeda et al., 2015). 

En segundo lugar, la expansión de la frontera agrícola ha traído consigo el cambio del uso del 

suelo para el desarrollo de cultivos agroindustriales tales como la caña de azúcar y la palma de 

aceite, que si bien contribuyen a una mayor rentabilidad en las exportaciones en comparación 

con aquellas derivadas de la agricultura tradicional (café, algodón), también influyen en el 

declive de la agricultura de pequeña escala y en el detrimento del medio ambiente (Kay, 2016, 

2012).  
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Finalmente, porque el desarrollo de la agroindustria en el país se ha convertido en las últimas 

décadas, en un nuevo justificante por el cual: varias empresas agrícolas se les ha permitido 

acaparar grandes extensiones de tierra; los narcotraficantes puedan lavar el dinero ilícito 

proveniente del tráfico de drogas, y en una base para que grupos paramilitares obtengan 

ventajas económicas, políticas y militares a través de la injerencia en los proyectos 

agroindustriales (Ballvé, 2012; Berman, 2019; Grajales, 2011).  

Sobre este último punto, varios autores han señalado que las relaciones de poder entre 

empresarios agrícolas, elites políticas, narcotraficantes y grupos paramilitares han sido 

esenciales para el desarrollo de la agroindustria en el país, sobre todo cuando esta busca generar 

nuevos espacios de desarrollo capitalista relacionados con el acaparamiento de la tierra, la 

extracción de recursos naturales y el control territorial (Peña et al., 2017; Reyes, 2017).  

Bajo el anterior argumento, varios autores señalan que la intensificación del cultivo de palma 

después de la implementación del Plan Nacional de Biocombustibles (2002-2020), ha traído 

consigo el acaparamiento de tierras públicas, campesinas y comunales, además, estos procesos 

involucran en muchas ocasiones a los actores armados y elites políticas (Arboleda, 2008; 

Cardenas, 2011; Orsato et al., 2013; Rey, 2013). Por lo tanto, el cultivo de la palma ha sido un 

caso referente para analizar la relación entre acaparamientos de tierra, agroindustria y CAI por 

esta razón dicha relación se analiza en el siguiente apartado. 

3.6.1 El cultivo de la palma de aceite y su relación con el escalonamiento del CAI 

La palma fue introducida en Colombia en 1932, cultivada comercialmente por la United Fruit 

Company en 1945, e impulsada más activamente a finales de la década de 1950 en el marco de 

la política de sustitución de importaciones, con el fin de aumentar la producción local de aceite 

vegetal (Ocampo, 2009). Sin embargo, el mayor crecimiento de la industria palmicultora se 
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daría durante la apertura económica en los años 90, y luego potencializada, tras la 

implementación del Plan Nacional de Biocombustibles 2002-2020 (Escobar, 2013). 

A partir de comienzos del años 2000, el cultivo de palma es promovido como uno de los ejes 

del desarrollo rural del país, estimulando su producción y exportación a través de beneficios 

otorgados por el estado en materia tributaria, fiscal, tecnológica y en el acceso a la tierra 

(PNUD, 2011). A través de estos estímulos la superficie cosechada de palma de aceite en el 

país se ha incrementado significativamente durante las últimas décadas, pasando de 89. 671 en 

1990 a 777.704 hectáreas en 2016 (Fedepalma, 2018).  

La disposición geográfica de la palma a diferencia de la de otros cultivos agroindustriales como 

la caña de azúcar, cubre gran parte del territorio nacional. En el año 2016 el cultivo de palma 

estaba presente en 21 de los 32 departamentos, de los cuales los departamentos del Meta, 

Santander, Casanare, Cesar, Magdalena, Bolívar, Norte de Santander y Nariño, concentran 

alrededor del 95% de la superficie cosechada (Fedepalma, 2018).  

El crecimiento repentino del cultivo de la palma en el país, se sustenta en la oportunidad de 

satisfacer el incremento constante de la demanda mundial de grasas y aceites vegetales, y a la 

posibilidad de transfórmalos en biodiesel o como insumo para las industrias de alimentos, 

cosmética y oleo química (PNUD, 2011). Pese a su reciente desarrollo el cultivo de palma ha 

llegado a ser junto el café, el banano y el azúcar uno de los principales productos dinamizadores 

de la actividad exportadora de Colombia (DANE, 2015). 

Es así como, en el año 2016 se exportarían alrededor de 400 mil toneladas de aceite de palma, 

con un valor aproximado a los 42 millones de dólares, cuyas exportaciones tendría como 

principales destinos los países de: Holanda (con el 46% de las exportaciones), México (13%), 

España (7%), Brasil (6%) y Alemania (5%). Convirtiendo a Colombia en el cuarto productor 

de palma de aceite en el mundo y el primero de América Latina (Fedepalma, 2018). 
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En el caso colombiano la dinámica agroindustrial del cultivo de palma ha estado relacionado 

al menos de dos maneras con el escalonamiento del conflicto armado. La primera de ellas, está 

vinculada con el recrudecimiento de los procesos de despojamiento territorial de la población 

rural (Ocampo, 2009). En algunas áreas donde se cultiva la palma, el desplazamiento forzado 

ha sido uno de los mecanismos frecuentes por el cual paramilitares y empresarios agrícolas, 

han despojado a la población rural, estos despojos se hacen para acaparar tierras y así asegurar 

la expansión de las plantaciones de palma (Cardenas, 2011; Grajales, 2011).  

La segunda, se relaciona con la trasformación del cultivo de palma en un bien transferible y 

comercial capaz de financiar las estructuras delictivas de los actores armados del conflicto, en 

este caso, las extorsiones a los palmicultores, los secuestros de administradores, la obstrucción 

del transporte y las amenazas de destrucción de instalaciones de los palmeros por parte de las 

FARC y paramilitares son una prueba de esto (Ocampo, 2009; Rodríguez, 2017).   

A continuación, se ilustrarán dos casos de estudios de relevancia en la literatura que abordan 

la relación entre el cultivo de palma y el conflicto armado. Estos casos, se sitúan en la subregión 

del Bajo Atrato departamento del Choco y en el municipio de Tumaco departamento de Nariño. 

Su importancia radica en el primer de los casos, en que el cultivo de palma fue visto por los 

paramilitares como una oportunidad empresarial licita para financiar sus estructuras armadas y 

luego captar el control territorial de la subregión, y en el segundo porque el control sobre la 

tierra y los medios locales de producción agrícola captados por las empresas palmicultoras seria 

aprovechado por varios actores armados para la inserción, producción y comercialización del 

cultivo de coca en el municipio.   

3.6.1.1 El Caso del Bajo Atrato chocoano 

La subregión del Bajo Atrato chocoano (Departamento del Choco) está compuesta por los 

municipios de Acandí, Unguía, Belén de Bajirá, Carmen del Darién y Riosucio, se vincula con 
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el Urabá antioqueño y juntos conforman el Gran Urabá. Su posición privilegiada, es una zona 

estratégica para cualquier actor armado que tenga entre sus actividades el tráfico de bienes y la 

exportación de drogas, ya que posee costas en los océanos Atlántico y Pacífico (Reyes, 2013).  

El interés de los actores armados por tomar el control de la subregión ha generado en ella varias 

disputas por el acceso y el beneficio económico derivado de la explotación de la tierra, así 

como el de otros recursos naturales (ej. la madera), las disputas involucran a grupos 

guerrilleros, pero especialmente a paramilitares, y empresarios agrícolas con intereses 

productivos en el cultivo de palma (Escobar, 2013; Osorio, 2015), esta situación ha afectado 

directamente a la población rural del Bajo Atrato que en algunos casos ha tendido que vivir 

confinada y, en otros, ha tenido que abandonar sus territorios para la protección de su vida, esta 

dinámica ha sido en ciertos momentos es validada también por miembros de la fuerza pública 

(Grajales, 2015). 

La población rural del Bajo Atrato está conformada mayoritariamente por campesinos 

afrocolombianos, organizados en dos consejos comunitarios de comunidades negras que tienen 

por nombre Curvaradó y Jiguamiandó. Los consejos comunitarios amparados en la Ley 70 de 

1993 emprenderían acciones legas para que el estado les otorgara los derechos de propiedad 

sobre sus tierras. Finalmente, el estado emitiría en el año 2001, los títulos de propiedad 

colectivos, adjudicándoles 101.057 hectáreas, que beneficiaron a 1.125 familias pertenecientes 

a los dos consejos comunitarios (Ocampo, 2009). 

Durante el período anterior al proceso de reconocimiento de la propiedad colectiva en el Bajo 

Atrato no hubo experiencias de cultivo de palma, por lo tanto este aparecería en la subregión a 

principios de la década del 2000 (Reyes, 2013). A partir de esa fecha los grupos paramilitares 

empezarían a desplazar a los habitantes de las comunidades de Curvaradó y Jiguamiandó con 

el propósito de acaparar sus tierras y después entregarlas a los empresarios agrícolas, todo ello 
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con el propósito de iniciar la producción de grandes extensiones de palma en el territorio 

(Grajales, 2011; Ocampo, 2009; Osorio, 2015). 

La llegada de los paramilitares al Bajo Atrato se da a inicio de los años 90, provenientes del 

Urabá antioqueño los paramilitares buscaban obtener el control territorial de la zona, en un 

principio para asegurar la exportación de la droga y la importación ilícita de armas, y luego 

para desarrollar en la subregión el cultivo de palma (Reyes, 2013). Estos hechos implicarían 

una serie de enfrentamientos armados con las FARC que en la época hacia presencia en el 

territorio extorsionando a grandes ganaderos y empresarios madereros para la financiación de 

sus frentes armados en la zona (Osorio, 2015).   

Por lo tanto, la lucha antiguerrilla y el desarrollo económico de la zona, se constituirían en una 

de las principales justificaciones del estado para legitimar el acaparamiento de tierras por parte 

de los paramilitares y empresarios agrícolas, logrando así que la fuerza pública brindara 

seguridad al monocultivo de palma y que las operaciones de los paramilitares contra las 

comunidades pasaran desapercibidas (CNMH, 2013; Grajales, 2011). 

En el año 2005, se puso determinar que el 93% del área cultivada, de dos de las más grandes 

empresas cultivadoras de palma en la subregión Urapalma y Asopalma, se levantaba en tierras 

de los consejos comunitarios de Curvaradó y Jiguamiandó, pese a que estas empresas agrícolas 

ya eran reconocidas por sus vínculos directos con los paramilitares, el estado amparado en el 

Plan Nacional de Biocombustibles financiaría su operación a través de subvenciones y líneas 

especiales de crédito (Gómez, 2011; Ocampo, 2009).  

Durante el proceso de expansión de la palma en el Bajo Atrato, los nexos entre  palmicultores 

y paramilitares ocasionarían la destrucción de sus pequeños pueblos, el desplazamiento de sus 

habitantes, y el asesinato de sus líderes sociales (CNMH, 2013; Osorio, 2015). Conforme las 

plantaciones necesitaban mano de obra, alguno de los pequeños pueblos previamente 
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despojados, eran repoblados por las personas de fuera de la región, predominantemente blancos 

de Antioquia, dando paso a una sustitución étnica en el territorio (Escobar, 2013).  

Además del desplazamiento forzado, Osorio (2015) encuentra otros mecanismos habitualmente 

implementados para llevar a cabo el acaparamiento de tierras por medio del cual se aseguraba 

la expansión de las plantaciones de palma en el Bajo Atrato. Entre los cuales destaca: los 

acuerdos con las fuerzas militares, especialmente de altos mandos que participan en reuniones 

con las compañías y actuaban a nombre de las comunidades; el desarrollo irregular de licencias 

ambientales que otorgan, de manera aparente, la legalidad de los procesos de apropiación; la 

falsedad en documentos públicos y privados para la titulación de tierras y el usufructo jurídico 

con personas que actúan a nombre de los concejos comunitarios sin tener facultades ni 

autorización para ello.  

Estos mecanismos no solo reflejan los nexos entre las empresas palmicultoras y los 

paramilitares sino que también muestran el alto grado de influencia que ambos actores tenían 

sobre las elites políticas regionales (Grajales, 2015; Reyes, 2013). No conformes con la 

compleja situación los consejos comunitarios emprenderían varias acciones legales para 

recuperar su territorio, dichas denuncias llegarían incluso a la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, institución que junto al  Tribunal Administrativo del Chocó ordenarían en 

el año 2007, la restitución inmediata de las tierras acaparadas por las empresas palmicultora, 

que en principio se suponían en algo más de 30 mil hectáreas (Grajales, 2011; Ocampo, 2009). 

Consecuencia de este proceso judicial, la Fiscalía General de Colombia ordenaría el 18 de mayo 

de 2010, la captura de 23 empresarios vinculados por los delitos de desplazamiento forzado, 

concierto para delinquir e invasión en áreas de especial importancia ecológica (Reyes, 2013). 

Proceso que proseguiría en el 2017 con la condena de Antonio Zúñiga accionista mayoritario 
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de Urapalma, cuya relación con Vicente Castaño principal comandante de los grupos 

paramilitares fue expuesta por la justicia colombiana (El Espectador, 2017). 

Por lo tanto, los proyectos de palma en la subregión del Bajo Atrato, se han sostenido a través 

del acaparamiento de las tierras colectivas y la violación constante de los derechos humanos 

de las comunidades negras (Grajales, 2011; Reyes, 2013). Esta compleja situación ha 

contribuido a que la subregión sea en el post-conflicto uno de los epicentros del CAI del 

departamento del Choco. Por ejemplo. en el año 2017 se presentaron en el Choco 19 eventos 

de desplazamientos masivos de los cuales, uno de cada tres se registraría en la zona del Bajo 

Atrato (El Espectador, 2019). 

3.6.1.2 El caso del municipio de Tumaco  

El municipio de Tumaco se ubica en el departamento de Nariño limitando con la costa del 

Pacífico de Colombia al este y con el Ecuador al sur. Al igual que en el Bajo Atrato chocoano, 

la posición privilegiada y la ausencia histórica de las instituciones del estado en el municipio, 

han generado condiciones favorables para la propagación irregular de la palmicultura, del 

cultivo de la coca y de la llegada de varios actores armados no estatales al territorio (Reyes, 

2017).  

A diferencia del Bajo Atrato, en Tumaco la palma de aceite se ha cultivado por más de 50 años. 

La llegada de la palma como modelo agroindustrial data aproximadamente desde el año 1967, 

sin embargo, no sería hasta el inicio de la década de los 80 que el cultivo  tomaría un gran 

impulso en el municipio (Rodríguez, 2017). Para el año de 1989 había ya 14.000 hectáreas 

plantadas de palma en el municipio de Tumaco, en 1996 el área cultivada había aumentado a 

30.000 hectáreas, y en el año 2000 la palma cubría casi la mitad de la superficie agrícola del 

municipio con aproximadamente 35.000 hectáreas (Arboleda, 2008; Escobar, 2013).  
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En el caso de Tumaco, el estado seria el directo responsable del acaparamiento desmedido de 

la tierra al adjudicar directamente a los empresarios agrícolas grandes extensiones de tierras 

para impulsar un modelo capitalista de producción basado en el cultivo de la palma (García, 

2011; Reyes, 2017). Este hecho se dio bajo el supuesto de que las tierras del municipio eran de 

carácter público, pese a que estas han estado históricamente pobladas en su mayoría por las 

comunidades afrodescendiente (Prieto, 2016).  

La contundente expansión de las plantaciones de palma entre los años de 1964 y 1999,  

transformaron significativamente los sistemas tradicionales de producción del municipio y, por 

tanto la subsistencia de las comunidades negras, luego muchas de éstas comunidades serían 

transformadas en fuerza laboral bajo condiciones de explotación en las plantaciones de palma 

(Escobar, 2013). Tiempo después, el control territorial obtenido a  través del monocultivo de 

palma, contribuirían a generar las condiciones adecuadas para que los actores armados 

pudiesen expandirse en el territorio (Salas et al., 2019) 

Tradicionalmente, Tumaco no era un escenario relevante del CAI y fue solo a principios de la 

década del 2000 que los actores armados entraron a disputarse este territorio. En efecto, las 

FARC llegan al municipio a mediados de la década de los 90, los parara militares a finales de 

la misma década, y posterior a su desmovilización (2005-2007), surgen de dicha estructura las 

Bacrim (ej. Las Águilas Negras) (Rodríguez, 2017). En términos generales se puede decir que 

el modo de operar de cada uno de estos actores, está ligado al control territorial del municipio 

para la producción de la coca, al procesamiento de la misma y a su exportación por la costa 

Pacífica (Salas et al., 2019).  

A partir del año 2000, varios líderes sociales del municipio han denunciado los nexos que han 

tenido los grupos paramilitares con empresas palmicultoras para desplazar masivamente a la 

población con el fin de acaparar sus tierras y así asegurar la plantación y comercialización de 
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pasta de coca y aceite vegetal (Ocampo, 2009). De igual manera, ha recaído sobre las FARC 

denuncias que involucran el confinamiento de la población rural como un mecanismo bajo el 

cual se obliga a las comunidades a cambiar el uso de sus suelos para expandir el cultivo de la 

hoja de coca (Osorio, 2015). Adicionalmente, que los grupos paramilitares y las FARC han 

usado los cultivos de palma como una fachada empresarial que permiten lavar el dinero 

proveniente del narcotráfico. 

Bajo este contexto, varias disputas por el territorio han surgido entre las empresas palmicultoras 

y las comunidades negras. Un claro ejemplo de ello es el ocurrido entre el Consejo Comunitario 

de Alto Mira y Frontera y las empresas Salamanca, Palmeiras y Palmas de Tumaco (García, 

2011; Reyes, 2017).  El Consejo Comunitario del Bajo Mira y Frontera tiene bajo su propiedad 

una extensión aproximada de 47 mil hectáreas, está conformado por 1.240 familias, a su vez 

representadas en 6.240 personas (García, 2011). 

Entre los años de 1997 y 2002, las empresas Salamanca, Palmeiras y Palmas de Tumaco con 

el apoyo militar de las estructuras paramilitares de la zona, desplazaron a varias familias para 

acaparar 2.000 hectáreas pertenecientes al territorio colectivo del Consejo Comunitario Alto 

Mira y Frontera (Rodríguez, 2017). Tras varios alegatos judiciales, en el año 2007, el estado 

obligaría a estas empresas a restituir la totalidad de la tierra acaparada, sin embargo las 

comunidades siguen esperando la judicialización de los responsables directos del 

hostigamiento de las comunidades y el esclarecimiento del asesinato de los líderes sociales del 

consejo comunitario sufridos durante todo el proceso judicial (Rodríguez, 2017). 

Actualmente, Tumaco dejo de ser un lugar con una mínima presencia de actores armados, para 

convertirse en uno de los casos emblemáticos del conflicto armado. Entre los 1.123 municipios 

colombianos, Tumaco es uno de los 16 que combina las siguientes características: presencia de 

todos los actores armados del conflicto, altos niveles de desplazamiento forzado y 
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acaparamiento de grandes extensiones de tierra para la producción de la coca (Salas et al., 

2019). En el año 2016, Tumaco se convirtió en el primer Municipio productor del cultivo de 

coca con aproximadamente 20.000 hectáreas y en uno de los epicentros del desplazamiento 

forzado en el país, con casi 40.000 víctimas (UNODC, 2017; RUV, 2018). 

3.6.1.3 Reflexiones sobre los estudios de caso: Agroindustria y conflicto armado  

Los casos del Bajo Atrato chocoano y Tumaco son dos ejemplos representativos que permiten 

demostrar la relación que ha tenido el acaparamiento de tierra con el crecimiento del cultivo de 

palma y el conflicto armado. Sin embargo, dicha relación no es una dinámica propia del Litoral 

Pacífico, por el contrario, varios autores han demostrado que el cultivo de palma es una 

actividad agroindustrial que generalmente implica mecanismos violentos para acaparar tierras 

y que como consecuencia han contribuido al escalonamiento del CAI en el país. 

Para ilustrar el anterior punto, la literatura reporta varios casos, entre ellos: el caso de la región 

de la Orinoquia (Osorio, 2015), la subregión del Catatumbo en el Norte del Santander (Rey, 

2013), la subregión de Montes de María ubicada en Sucre y Bolívar (Ojeda et al., 2015) y en 

la región del Urabá Antioqueño (Goebertus, 2008). Pese a las diferencias sociales, económicas 

y culturales, de cada una de estas regiones, lo cierto es que, la expansión de la palmicultora 

involucra en todos los casos alianzas entre empresas de palma, grupos paramilitares y elites 

políticas para agredir sostenidamente las formas de organización social, los modos de vida y 

de producción local de las poblaciones rurales que habitan dichas regiones.  

Adicionalmente, estos estudios sugieren que si bien el cultivo de palma es un recurso natural 

al que no se lo puede relacionar con el financiamiento de las estructuras armadas paramilitares 

a un nivel nacional como lo hace el cultivo de coca (Ocampo, 2009; Ríos, 2015). Estos casos 

proveen evidencia suficiente para demostrar que el desarrollo de la palma es una materia prima 

que ha contribuido en gran medida a financiar estructuras armadas paramilitares a una escala 
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regional y/o local, por ende y en contravía a las argumentaciones de las elites políticas y 

agremiaciones como FEDEPALMA, la relación del cultivo de palma con el escalonamiento 

del CAI en Colombia es innegable, hecho que también se ha demostrado tras la implementación 

de la Ley de Victimas y Restitución de Tierras.   

3.6.2 Ley de Restitución de tierras: despojo y acaparamiento de tierras 

Como se ha señalado durante el análisis de las etapas del CAI, la población rural colombiana 

ha sufrido durante décadas el desplazamiento forzado y el despojo territorial. Según datos del 

Registro Único de Victimas (RUV) desde el inicio del CAI en 1961 hasta el año 2018, alrededor 

de 7.5 millones de personas (en su mayoría pobladores rurales) han sufrido el flagelo del 

desplazamiento forzado interno. Se estima que durante el mismo periodo de tiempo entre 4 y 

10 millones de hectáreas de tierra han sido despojadas de sus propietarios a causa del CAI 

(Gómez, 2010).  

A partir del Gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) el estado retoma la política de paz 

como solución al CAI, dejando atrás la política estatal de Seguridad Democrática del gobierno 

de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) que suponía el fin del conflicto a través de la victoria 

militar de las fuerzas del estado (Villarraga, 2015). Producto de este viraje político surge en el 

país la Ley 1448 del 201112, “Ley de Restitución de Tierras” (LRT), su principal objetivo es 

restituir las tierras despojadas a aquellas personas o colectividades que han sido desplazadas 

por los actores armados del conflicto durante el año de 1991 y hasta el año 2021 fecha que 

corresponde al final de vigencia de la ley (Serrano  & Acevedo , 2013).  

 
12 La vigencia de la LRT concuerda con un nutrido paquete legal, ajustado a los Tratados Internacionales para la reparación de víctimas de 

los conflictos armados que sobre el tema ha suscrito Colombia, cuerpo legal conformado, entre otras, por las leyes 387 y 418 de 1997, la 418 

de 1998, 975 de 2005, y la 1438 de 2011, la Ley 1579 de 2012, el Decreto 1465 de 2013 y la Reforma Rural Integral suscrita en el Acuerdo 

de Paz del año 2016. 
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Adicionalmente, la LRT provee algunos mecanismos judiciales e institucionales para la 

reparación integral de las víctimas que desembocan principalmente en apoyos económicos para 

desarrollar proyectos productivos concernientes a la agricultura de pequeña escala y generar 

condiciones de bienestar a través del aprovisionamiento de servicios básicos (Uprimny & 

Sánchez, 2010). De igual manera, busca el esclarecimiento de las situaciones, mecanismos y 

actores que hayan pertenecido, colaborado o participado en la financiación de grupos armados 

ilegales involucrados en los fenómenos de acaparamiento y concentración de la tierra (Cortés, 

2013). 

Para iniciar el proceso de restitución, la victima debe demostrar su titularidad o relación con el 

predio desposeído, para lo cual la LRT dispone de tres figuras jurídicas; propiedad, posesión u 

ocupación. El primero se refiere cuando la víctima pose el título de propiedad; en el segundo, 

cuan la propiedad abandonada o acaparada se registra a nombre de otra persona; y en el tercer 

caso, cuando la propiedad de la tierra nunca se ha formalizado, pero ha sido explotada por la 

víctima (Serrano Gómez & Acevedo Prada, 2013).  

Acto seguido la Unidad de Restitución de Tierras (URT), institución encargada de realizar las 

investigaciones administrativas correspondientes. Primero, identifica el terreno en cuestión, los 

reclamantes, y la historia de los procesos de despojo y acaparamiento. En segundo lugar, 

comienza un proceso judicial, que es resuelto por un juez de tierras individual si no existe 

oposición a la restitución y por jueces ordinarios especialmente capacitados en casos judiciales 

formales si hay oposición. En tercer lugar, viene el acto de restitución, donde las instituciones 

entregan la tierra y las ayudas económicas a las víctimas del CAI según lo especificado en el 

dictamen de las sentencias (Cortés, 2013; Wiig & García, 2020). 

Aunque varios países con características similares al CAI colombiano como Honduras, 

Guatemala, Sur África, Ruanda y Sri Lanka, han tratado de reparar a sus víctimas a través de 
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programas de restitución de tierras y el reconocimiento de los derechos de propiedad a las 

víctimas del conflicto. Varios autores señalan que la LRT es una norma pionera en el mundo 

puesto que trata de esclarecer los hechos históricos de despojamiento, e identifica,  involucra 

y repara a aquellas victimas que no poseen títulos privados de propiedad sobre la tierra (Cruz 

& Guzmán, 2016; Gómez, 2010). Estas características particulares de la LRT son consideradas 

como elementos esenciales para la construcción de paz de países cuyo CAI involucran 

conflictos por el acceso, uso y control de la tierra (Unruh, 2019).  

Pese a su importancia, las elites agrarias y políticas, así como varias empresas nacionales y 

multinacionales, se han opuesto tajantemente a la implementación de la LRT, ya que ven en la 

norma una medida amenazadora para los sectores económicos que desarrollan proyectos 

agroindustriales y minero-energéticos, así como un riesgo para las futuras inversiones de 

capital extranjero (Salamanca Ospina, 2019). Este imaginario se basa en que las practicas 

históricas y ajenas de acaparamiento, podrían ocasionar por un lado la perdida de las tierras 

adquiridas a través de compras o adjudicaciones de “buena fe” y por el otro implica una mala 

reputación comercial al ser considerados por la sociedad como actores involucrados al CAI 

(Peña et al., 2017; Unruh, 2019). 

Tales efectos, serian en palabras de los autores Wiig & García, (2020) aún peores para las 

compañías multinacionales, ya que estás poseen “el capital esencial y los conocimientos 

necesarios para “aumentar los rendimientos en tierras de baja productividad”. Sin embargo, el 

resultado de varias sentencias de restitución y diferentes estudios académicos concuerdan en 

que muchas empresas nacionales y extranjeras han conseguido acumular tierra  a costa del 

desplazamiento forzado de la población rural (Comisión Colombiana de Juristas, 2019; 

Forjando Futuros, 2018; Rettberg & Ortiz, 2016). 
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En este sentido, entre los años 2012 y 2018, la URT ha condenado a un total de treinta y tres 

empresas y en consecuencia ha ordenado la restitución de los predios apropiados al no cumplir 

con los requisitos que exige la ley sobre la buena fe exenta de culpa, la cual consiste en: 

primero, verificar que quien vende es el verdadero propietario; segundo, que la compra se 

realice en un precio justo y; tercero, que no hayan existido hechos de violencia que motivaron 

la venta (Forjando Futuros, 2018). Para ilustrar el punto anterior, en la Tabla 3.5 se consignan 

algunos datos generales de las sentencias que hacen referencias a empresas relacionadas con 

proyectos agroindustriales. Uno de los elementos comunes en todas estas sentencias, recae en 

el hecho de que estas empresas lograron acaparar grandes extensiones de tierra en regiones 

donde los grupos paramilitares históricamente han logrado despojar a la población rural de sus 

territorios. Los mecanismos generales del despojamiento involucran: desplazamientos 

forzados, y homicidios, para la apropiación ilegal de las tierras rurales, como también el 

secuestro y cautiverio de varios miembros de la población rural para luego obligarles a suscribir 

documentos y así asegurar la legitimidad de los acaparamientos.  

Estos mismos mecanismos se han identificado en otras sentencias que involucran a compañías 

con actividades extractivistas diferente a la agroindustria tales como la minería y la silvicultura. 

Un ejemplo de ello fue la sentencia de restitución contra la empresa minera Anglo Gold Ashanti 

en el año 2016, cuyo fallo obligaría a restituir 31.000 hectáreas acaparadas al pueblo Embera 

Katío del Resguardo del Alto Andágueda en el municipio de Bagadó (Choco). Estos mismos 

mecanismos se han identificado en otras sentencias que involucran a compañías con 

actividades extractivistas diferente a la agroindustria tales como la minería y la silvicultura. Un 

ejemplo de ello fue la sentencia de restitución contra la empresa minera Anglo Gold Ashanti 

en el año 2016, cuyo fallo obligaría a restituir 31.000 hectáreas acaparadas al pueblo Embera 

Katío del Resguardo del Alto Andágueda en el municipio de Bagadó (Choco).  



133 

 

Tabla 3.5 

Empresas con proyectos agroindustriales condenadas a restitución de tierras 2013-2016 
Empresas Año de 

sentencia  

Razón social Municipio Hecho Violento Numero 

de 

Hectáreas 
Argos S.A 

Multinacional de 

cemento 

12/10/2016 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales (Teca, 

palma de aceite) y ganadería 

extensiva 

Carmen de 

Bolívar, 

Bolívar 

Masacre 

Paramilitar de El 

Salado (2000)  

El despojo 

jurídico (1993-

2008) 

    

    10.525 

CI Banana S. A 11/02/2016 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales (Banano) 

Mutatá, 

Antioquia 

Despojos, 

desplazamientos 

grupos 

paramilitares 

(1996) 

 

 

64 

Sociedad Las Palmas 

Ltda. 

Tribunal 

24/9/2013 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales (palma de 

aceite) 

Sabana de 

Torres, 

Santander 

Despojos, 

confinamiento y 

amenazas de las 

FARC 

(1992) 

 

 

2.000 

Palmas de Bajirá y  

Palmagan S.A. 

17 /6/ 2014 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales (palma de 

aceite) 

Mutatá, 

Antioquia 

Despojos, 

desplazamientos 

grupos 

paramilitares. 

(1997-1998) 

 

 

46 

Todo Tiempo S.A. 

 

22 /7/ 2015 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales 

Mutatá, 

Antioquia 

Despojos, 

desplazamientos 

grupos 

paramilitares 

(1996) 

 

 

5.000 

Sociedad 

Agropecuaria Carmen 

de Bolívar 

3 /10/2013 

17/2/ 2016 

16 /4 2015 

Desarrollo de proyectos 

agroindustriales (yuca), y 

ganadería extensiva 

Carmen de 

Bolívar, 

Bolívar 

Masacre 

Paramilitar de El 

Salado, y El Hato 

(2000) 

 

10.552 

A. Palacios S.A.S 08/04/2015 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales 

Turbo, 

Antioquia 

Despojos, 

desplazamientos 

grupos 

paramilitares 

(1997) 

 

 

14.144 

Sociedad 

Agropecuaria W2  

10/11/2014 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales 

Puerto Gaitán, 

Meta 

Desplazamiento 

FARC y 

BACRIM 

 

1.175 

Agroservicios San 

Simón  

24/11/2015 
18/02/2016 

Desarrollo de proyectos 

agroindustriales 

Carmen de 

Bolívar, 

Bolívar 

Masacre 

Paramilitar El 

Salado  

(2000) 

 

     200 

Agroservicios San 

Simón, Sociedad 

Jorge Herrera e Hijos 

28/01/2016 Desarrollo de proyectos 

agroindustriales 

Carmen de 

Bolívar, 

Bolívar 

Masacre 

Paramilitar El 

Salado  

(2000) 

 

1.200 

Agropecuaria Tocaloa 30/06/2016 Compra de predios para el 

desarrollo de proyectos 

agroindustriales 

Carmen de 

Bolívar, 

Bolívar 

Masacre 

Paramilitar El 

Salado  

(2000) 

 

874 

Fuente: (Forjando Futuros, 2018) 

 

Aunque hasta la actualidad, la aplicación de LRT tan solo haya permitido devolver algo más 

de 350 mil hectáreas, lo que equivale apenas al 10% del área a restituir por la URT (RUV, 

2020). Varios autores señalan que, a pesar de las bajas cifras de restitución, la aplicación de la 
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LRT ha permitido entender aún más la relación del CAI con los procesos de acaparamiento de 

tierras en el país. Primero, porque ha revelado los mecanismos frecuentemente usados para 

efectuarlos. Segundo, ha permitido identificar plenamente a los actores involucrados en los 

acaparamientos, y finalmente porque por primeras vez en el país se permite llevar un registro 

de las escalas de acaparamiento (Peña et al., 2017; Unda & Etter, 2019; Unruh, 2019).  

3.6.2.1 Mecanismos, actores y escalas de acaparamiento 

En las sentencias de restitución se han identificado al menos la interacción de dos grupos de 

mecanismos los judiciales y los asociados al CAI, a través de los cuales se efectúan los procesos 

de acaparamiento. El primero de ellos corresponde a los mecanismos judiciales los cuales 

involucran a funcionarios del estado para realizar: compraventas forzadas que ocurren 

utilizando la fuerza o la coacción.   

La venta de tierras que se produce bajo este mecanismos se produce a efecto de:  un precio 

alejado excesivamente del valor de mercado, el englobe de terrenos agrandados por efecto de 

resoluciones de adjudicación de baldíos expedidas por el Estado sin el lleno de los requisitos 

legales, y por último la posesión originada en la usurpación de identidad dando lugar a fraudes 

procesales en el proceso ejecutivo de la titulación de tierras (Peña et al., 2017). 

En el segundo grupo están los mecanismos asociados al CAI los cuales qué hacen referencia al 

despojamiento territorial. En los cuales se encuentran una multiplicidad de formas de violencia 

que involucran directamente a los actores armados del conflicto , entre las que destacan: el 

desplazamiento forzado y las amenazas contra la población rural para la expropiación de la 

tierra sin ningún tipo de contraprestación económica, y la ocupación militar de comunidades 

campesinas, resguardos indígenas o territorios colectivos de comunidades negras (Cortés, 

2013; Salamanca, 2019). 
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En cuanto a los actores involucrados en los procesos de acaparamiento, se identifican 

principalmente a dos grupos los acaparadores y los acaparados. En el primer grupo están los 

actores armados del conflicto, empresas nacionales y extranjeras, elites políticas y en el 

segundo campesinos, comunidades indígenas y afrodescendientes. En efecto, de las 5.623 

sentencias de restitución efectuadas hasta el año 2020, se ha comprobado que en el 55 % de las 

sentencias, el acaparamiento de tierra es provocado por paramilitares, el 22% por 

enfrentamientos entre actores armados y/o fuerzas militares del estado, el 16% por grupos 

guerrilleros, el 6 % involucra a grupos armados no identificados y el 1% restante ha sido 

causado por las fuerzas del estado (Forjando Futuros, 2020).  

De igual manera, de las 375.480 hectáreas que se han restituido hasta a junio del 2020, el 41% 

de esta superficie han sido retornadas a través de 16 sentencias, a 16 pueblos indígenas, el 36% 

de la superficie se retornó a través de dos sentencias a dos comunidades negras, y el 33% 

restante fueron restituidas a través de 5.600 sentencias en su mayoría a la población campesina 

de distintas zonas del país (RUV, 2020).  

Si bien estos datos apenas abordan una pequeña parte de lo que ha sido el acaparamiento de 

tierras relacionado con el CAI en Colombia, los datos arrojados en las sentencias de restitución 

ratifican los estudios académicos que por varios años han revelado los vínculos entre el avance 

de la agroindustria y el CAI. Por ejemplo, de las treinta y tres empresas condenadas a restitución 

de tierras entre los años 2012 y 2018, se encuentra que en el 82% de los casos, el acaparamiento 

de tierra se lograría a través del accionar criminal de grupos paramilitares, el 7% provocado 

por enfrentamientos entre actores armados y/o fuerzas militares del estado, el 5% por las FARC 

y el ELN, el 4% por grupos armados no identificados y el 2% restante ha sido causado por las 

fuerzas militares del estado (Forjando Futuros, 2018).  
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Por otro lado, la LRT ha permitido empezar a cuantificar el número de hectáreas acaparadas y 

por ende a tener una visión más acertada de las escalas del acaparamiento de tierras vinculadas 

al CAI. En este sentido, en las sentencias de restitución se observa que la mayoría de los 

procesos de acaparamiento ocurren a través del despojo de pequeñas parcelas que oscilan entre 

las 0.1 y 20 hectáreas, situadas en un mismo territorio, principalmente de comunidades 

campesinas, y que los acaparamientos más grandes que oscilan entre las 500 o más de mil 

hectáreas se dan principalmente en territorios pertenecientes a las comunidades étnicas.  

3.7 Conclusiones: En-conflicto 

En esta etapa del conflicto, las políticas estatales de privatización sobre la tierra publica siguen 

siendo uno de los factores principales por medio de las cuales las elites terratenientes o 

empresarios agrícolas continuaron extendiendo su dominio sobre la tierra. Los acaparamientos 

de tierra o al menos aquellos que excedieron los topes máximos establecidos en la Ley 160 de 

1994, tendrían lugar principalmente en tres regiones la Pacífica, La Orinoquia y el Amazonas, 

zonas fronterizas que en la época contaban con mayor tierra publica que otras regiones del país. 

En este punto del conflicto las grandes transferencias de tierra publica hacia empresarios 

agrícolas se sustentan en el mismo discurso desarrollista de las anteriores etapas del conflicto, 

las cuales se sustentan en la generación de excedentes económicos a través de la intensificación 

y exportación de cultivos agrícolas con una alta demanda en los mercados internacionales, con 

lo cual el estado incentivaría a generar en el territorio nuevas geografías de desarrollo 

capitalista cuyo propósito seria la expansión de cultivos agroindustriales especialmente de 

aquellos que tienen usos múltiples en la industria como la caña de azúcar y la palma de aceite.  

Pese a los grandes beneficios económicos y a las grandes concesiones de tierra que el estado 

otorgaría a los empresarios agrícolas para la expansión de la agroindustria en el país, los 

derechos etno-territoriales conseguidos por la comunidades negras e indígenas del país 
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conseguidos a través de la constitución de 1991, constituirán una amenaza latente para los 

intereses expansionistas de la agroindustria. Por lo tanto, las ya construidas relaciones de poder 

entre empresarios agrícolas y actores armados del conflicto (principalmente con grupos 

paramilitares) se afianzarían en estas instancias del conflicto, con el propósito de captar el 

poder sobre la tierra y otros recursos naturales asociados a los territorios étnicos, con lo cual se 

asegurarían la ejecución de los proyectos agro-extractivistas.  

Entre tanto, la gran cohesión entre grupos paramilitares y empresarios agrícolas contribuiría a 

generar el desplazamiento masivo de la población rural, cuyas cifras en esta etapa del conflicto 

serían las más elevadas en la historia del CAI y cuya afectación tendría mayor repercusión 

sobre las poblaciones afrodescendientes e indígenas. Es así como el desplazamiento forzado se 

convierte en el mecanismo predilecto por medio del cual paramilitares y empresarios agrícolas 

(nacionales y extranjeros) acapararon grandes extensiones de tierras, para ejecutar proyectos 

en su mayoría agroindustriales, pero también ganaderos y mineros, expandir las plantaciones 

del cultivo de coca y asegurar el dominio territorial para continuar al mando del tráfico ilegal 

de drogas.  

Por lo tanto, el acaparamiento de tierras se consolida en este punto del conflicto como un 

ejercicio de poder a través del cual los intereses sobre la tierra de empresarios agrícolas, elites 

políticas y actores armados del conflicto convergen para forzar a las poblaciones rurales a 

trabajar en las plantaciones agroindustriales y/o a sumergirse en la lógica del narcotráfico, o 

bien para ser desplazados y luego repoblar sus territorios con nuevos trabajadores que no 

cuestionen la dinámica hegemónica instalada sobre sus territorios. Finalmente, esta dinámica 

ha favorecido a que los niveles de concentración de la tierra se hayan incrementado en el país, 

con la salvedad que dicho fenómeno durante esta etapa del conflicto haya estado más que nunca 

interrelacionado con los actores armados del CAI. 
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Por consiguiente, la prolongación de la LRT después de su finalización en el año 2021 es de 

suma importancia para el país. En primer lugar, porque el estado cumpliría las metas iniciales 

de restitución de tierra (3 millones de hectáreas). Por otra parte, se seguirían revelando los 

mecanismos a través de los cuales empresas agrícolas, elites políticas y actores armados del 

CAI han acaparado grandes extensiones de tierra, así como sus escalas. Finalmente, porque 

contribuiría a contrarrestar los niveles de concentración de la tierra y a mantener los objetivos 

de la Reforma Rural Integral dirigidos a la construcción de paz en el post-conflicto.  

3.8 Post-conflicto: El Acuerdo de Paz y el cierre de la frontera agrícola 

El Acuerdo de Paz “Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una 

Paz Estable y Duradera” firmado entre las FARC y el gobierno de Juan Manuel Santos el 26 

de noviembre del 2016 Contiene seis puntos que definen las reformas necesarias y los ajustes 

institucionales para construir un escenario de paz en el post-conflicto. Con el objetivo de 

reducir la violencia en las zonas rurales del país. El Acuerdo de Paz incluye una reforma agraria 

conocida como Reforma Rural Integral (RRI).  

La RRI incluyen varias medidas por medio de las cuales se pretende lograr: una distribución 

equitativa de la tierra, poner fin a la pobreza rural y apoyar la agricultura de pequeña escala. 

Adicionalmente, la RRI tiene como objetivo el cierre de la frontera agrícola, con lo cual se 

pretende prevenir futuros procesos de acaparamiento de tierras que puedan llevar al 

despojamiento territorial de la población rural, y al mismo tiempo evitar nuevos conflictos por 

el acceso de la tierra que puedan alimentar los ciclos históricos de violencia rural.  

Además, la RRI se articula con los diferentes planes y programas estipulados en la LRT para 

el restablecimiento de los derechos de las víctimas del desplazamiento y del despojo a través 

de los procesos de restitución de tierras. La RRI también prevé la creación de nuevas Zonas de 

Reserva Campesina como una medida estatal para contrarrestar la concentración de la 



139 

 

propiedad rural, evitar la expansión de la frontera agrícola, y promover la participación de las 

comunidades rurales en la planificación y reconstrucción de los territorios (Villarreal, 2020).  

3.8.1 Contradicciones entre el modelo agrario estatal, la LRT y la RRI  

Las propuestas que albergan la RRI y la LRT representan un esfuerzo multifacético a gran 

escala destinado a la construcción de paz en el post-conflicto colombiano (Sánchez & Sánchez, 

2018; Unruh, 2019). No obstante, es necesario reflexionar sobre otras medidas actuales que 

podrían terminar contradiciendo y disolviendo las medidas establecidas en la RRI y la LRT 

relacionadas con la pretensión de cerrar la frontera agrícola en el país. 

Primero, después de la implementación del Plan Nacional de Biocombustibles (PNB) 2002 - 

2020, las políticas estatales han promovido la intensificación de los cultivos de caña de azúcar 

y palma aceitera para la producción de biocombustibles. Los estudios han informado que la 

expansión tanto de los cultivos de aceite de palma (Escobar, 2013; Grajales, 2015) como de la 

caña de azúcar (Vélez et al., 2019) han favorecido en Colombia los procesos de acaparamiento 

en tierras públicas, campesinas y de minorías étnicas. 

En segundo lugar, es necesario hacer referencia a la muy controvertida Ley 1776 del 29 de 

enero de 2016. En virtud de esta Ley, se crean las Zonas de Interés de Desarrollo Rural, 

Económico y Social (ZIDRES). Su diseño consiste en asignar tierras públicas a grandes 

empresas nacionales o extranjeras para el desarrollo de agronegocios en áreas rurales de difícil 

acceso (Salas, 2016). Esta Ley claramente excluye a la agricultura de pequeña escala y agrava 

el problema ya existente de concentración de la tierra (McKay, 2017). 

El PNB como la Ley ZIDRES, son dos ejemplos representativos de las políticas del estado que 

históricamente han beneficiado un modelo de desarrollo agrario basado en la extracción de los 

recursos naturales, y soportado por la adjudicación de tierras públicas y la entrega de subsidios 
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económicos (Salas, 2016). Esta dinámica ha favorecido por varios años a que las empresas 

agrícolas, latifundistas y elites políticas hayan acumulado grandes extensiones de tierra, por 

tanto, contribuyendo a que Colombia registre uno de los niveles de distribución de la tierra más 

desiguales del mundo con un índice de Gini de 0,86 (CNMH, 2016).  

Según cifras del Censo Agrario 2014, la distribución de la tierra presenta las siguientes 

características: el 70% de propietarios rurales apenas poseen el 5% del total de la superficie 

agraria en el país, con áreas que oscilan entre las 0,1 y 5 ha, mientras que el 0.4% de los 

propietarios rurales concentran aproximadamente el 49 % de la superficie agraria, con áreas 

que superan las 500 ha. La superficie agraria cuenta actualmente con 44 millones de hectáreas 

de las cuales 35 millones se destinan a la agricultura extensiva. Entre tanto, se destinan para la 

agricultura 9 millones de hectáreas, de las cuales el 60% son usadas para actividades 

agroindustriales y el 40% para la agricultura de pequeña escala. 

En este sentido, los autores Suarez et al., (2018) sugieren que la intesificacion y expansion de 

los cultivos agroiundstriales como la palma y azucar que se contemplan en los Planes de 

Desarrollo Nacionales de la última década podrían contradecir el propósito de las políticas 

contenidas en la RRI y la LRT relacionadas con el cierre de la frontera agrícola y la 

desconcentración de la tierra. En efecto, entre los años 2016 y 2019, se han acaparado en el 

país algo más de 137 mil hectáreas de tierra para la ejecución de proyecto agroindustriales (ver 

Tabla 3.6). 

Estos acaparamientos tienen características similares a los procesos Latinoamericanos 

planteadas por los autores Borras et al., (2012), son grandes transacciones comerciales de tierra 

que envuelven principalmente a inversores Latinoamericanos, ocurren principalmente a raíz y 

como parte de la dinámica de acumulación capitalista, en respuesta a la convergencia de 

múltiples crisis (alimentaria, energética / combustible, ambiental y financiera), cuyo principal 
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interés es la búsqueda de nuevas y más seguras oportunidades de inversión basadas en la 

explotación de la tierra para el desarrollo de proyectos agroindustriales (Kay, 2012).   

Aunque a simple vista estas transacciones de tierra suponen la “legalidad de su acción 

comercial”, estos acaparamientos generalmente superan los límites de transacción de tierra 

establecidos en la Ley 160 de 1994 (Una UAF). Estas transacciones de tierra generalmente 

involucran la creación de nuevas empresas o la disposición de varios testaferros a través de los 

cuales se compran varios predios colindantes cuya superficie individual no supera los límites 

legales establecidos, luego la totalidad de estos predios se engloban espacialmente para poner 

en marcha los proyectos agroindustriales asociados a la empresa principal.  

Por ejemplo: La Agropecuaria Aliar es la empresa porcicultora más importante del país sobre 

ella recae varias denuncias por el acaparamiento de 16.000 hectáreas destinada a la producción 

de maíz y soya para alimentación animal. Esta superficie que en los años 90 tenía como objeto 

su distribución a varios campesinos, seria adquirida por diez empresas en el año 2007, luego el 

predio seria englobado en una sola propiedad llamada El Brasil para que La Agropecuaria Aliar 

a través de un contrato de comodato, mejorará y explotara las tierras (Verdad Abierta, 2013). 

Pese a los actuales señalamientos, la empresa no ha detenido sus operaciones, por el contrario, 

planean para el año 2027 llegar a las 100 mil hectáreas. 

Otro ejemplo interesante es el efectuado por la Congregación Menonita de México, la cual 

compro 17 mil hectáreas en Puerto Gaitán en el Meta cuyos movimientos financieros conducen 

a dos sociedades constituidas en 2016: Agroindustria Llanos la Esperanza y Agrícola Enns del 

Llano. Pese a que esta compra masiva de tierras se hizo supuestamente bajo términos legales y 

no está comprometida con procesos de desplazamiento hacia la población rural (El Tiempo, 

2018). Este tipo de transacciones es una clara contradicción a las disposiciones contenidas en 
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la RRI y la LRT, que enmarcan el cierre de la frontera agrícola como una estrategia de paz para 

evitar la concentración de la tierra y el acceso justo a la tierra de la población rural.  

Tabla 3.6 
Empresas Acaparadoras De Tierra Entre 2016 Y 2019 

Hectáreas  Locación  Empresas  Proyecto 

350 Quindío  Camposol  Aguacate  

410 Magdalena  Cenipalma  Palma de aceite 

445 Bolívar  Agropecuaria El Central  Palma de aceite 

578 Bolívar  Agropecuaria Génesis  Ganadería 

803 Santander  Cenipalma  Palma de aceite 

913 Sucre Arepas Don Juancho  Maíz y ganadería 

1.050 Norte de Santander Cooperativa Palmas de Risaralda  Palma de aceite 

1.212 Bolívar  Agropecuaria Génesis  Palma de aceite 

4.000 Magdalena  ASOGPADOS Palma de aceite 

4.722 Meta Palmeras de la Costa  Palma de aceite 

11.226 Meta Poligrow Research  

 Green Oils 

Palma de aceite 

14.757 Meta Hacienda La Cabaña  Palma de aceite 

17.200 Meta Congregación Menonita de 

México   

Arroz, soya, maíz  

23.000 Norte de Santander Palnorte  Palma de aceite 

23.000 Norte de Santander ASOPALCAT  Palma de aceite 

32.000 Meta  Agropecuaria Aliar Maíz, soya, arroz, 

porcicultura  

Fuente: (Land Matrix, 2019) 

Otro ejemplo interesante es el efectuado por la Congregación Menonita de México, la cual 

compro 17 mil hectáreas en Puerto Gaitán en el Meta cuyos movimientos financieros conducen 

a dos sociedades constituidas en 2016: Agroindustria Llanos la Esperanza y Agrícola Enns del 

Llano. Pese a que esta compra masiva de tierras se hizo supuestamente bajo términos legales y 

no está comprometida con procesos de desplazamiento hacia la población rural (El Tiempo, 

2018). Este tipo de transacciones es una clara contradicción a las disposiciones contenidas en 

la RRI y la LRT, que enmarcan el cierre de la frontera agrícola como una estrategia de paz para 

evitar la concentración de la tierra y el acceso justo a la tierra de la población rural.  
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3.8.2 Narcotráfico en el post-conflicto 

Por otra parte, la expansión desmedida del narcotráfico durante los últimos años ha traído 

consigo el acaparamiento de varias hectáreas de tierra para la siembra del cultivo de coca. 

Según las estadísticas oficiales, entre los años 2017 y 2019 el área cultivada de coca en el país, 

paso de 171.000 a 154.000 hectáreas (UNODC, 2017). Sin embargo, los datos proporcionados 

por la Oficina de Control de Drogas Estadounidense contradicen las cifras oficiales del estado, 

al asegurar que el cultivo de coca alcanzo en el 2019 las 212.000 hectáreas, mostrando un 

crecimiento del 2% respecto a las 208.000 hectáreas del año previo. 

Pese a la ambigüedad de los datos, lo cierto es que la producción de pasta de coca se ha 

mantenido estable en el país. Actualmente Colombia es el mayor productor del mundo 

aportando al mercado mundial de coca alrededor del 70%. Por lo tanto, el narcotráfico sigue 

siendo una de las grandes motivaciones para que los actores armados del conflicto y 

narcotraficantes sigan acaparando grandes extensiones de tierras en el post-conflicto. 

 Después de la firma del acuerdo de paz en el año 2016, los acaparamientos relacionados con 

la explotación de la tierra para la expansión del cultivo de coca, han tenido lugar especialmente 

en zonas fronterizas donde las FARC ejercían un dominio histórico, tras su desintegración en 

el 2016, algunos disidentes de este grupo, grupos paramilitares, narcotraficantes y el ELN, se 

han enfrentado entre sí para disputarse el control de los territorios y así asegurar la producción 

y comercialización de la droga (Courtheyn, 2018; Rettberg & Ortiz, 2016; Salas et al., 2019).  

Esta dinámica ha ocasionado que estas zonas se convirtieran en el epicentro del CAI en el post-

conflicto. Actualmente, la región del Pacifico es la que mayor cultivo de coca alberga con 

62.446 hectáreas, seguido por la región del Catatumbo con 33.629, Putumayo y Caquetá con 

38.170, la región central (Antioquia, Bolívar, Córdoba, Cesar, Santander) con 26.690, mientras 

que las antiguas regiones de producción de coca de los años 80 y 90 como el Amazonas, 
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Guaviare y Orinoquia en el año 2019 tan solo albergan el 5% de la superficie cultivada de hoja 

de coca en el año 2019.  

Esta nueva configuración espacial del cultivo de coca es el resultado de un proceso 

expansionista que ha perjudicado en gran medida a los territorios de las comunidades negras 

del país. Al día de hoy la región pacifica (Nariño, Cauca, Valle del Cauca y Choco) alberga el 

40% de la superficie de coca del país. El 50% de esta superficie o lo que equivale a 33 mil 

hectáreas se cultivan en territorios colectivos pertenecientes a las comunidades negras, cuya 

producción se concentra principalmente en tres municipios del departamento de Nariño: 

Tumaco, El Charco y Olaya Herrera (UNODC, 2017). 

El cambio espacial que tuvo la violencia en Colombia durante el conflicto y después de los 

acuerdo de paz, no es una coincidencia eventual, por el contrario, expresa el interés de grupos 

económicos, narcotraficantes y actores del conflicto armado, para acaparar y explotar tierras 

que albergan grandes proporciones de recursos naturales, que tienen una posición geográfica 

privilegiada, y una baja presencia institucional del estado (Hinkkainen & Kreutz, 2019; Roy, 

2018). Estos factores explican a grandes rasgos los altos niveles de desplazamiento y 

despojamiento de la población rural de la región del Pacifico, Catatumbo y Putumayo, que en 

la actualidad son el epicentro del CAI ( Salas et al., 2019).  

3.8.3 Conclusiones: Post-conflicto  

En esta etapa del conflicto, sobresalen dos políticas públicas destinadas a resarcir los efectos 

negativos que han tenido sobre la población rural el acaparamiento de tierras vinculado al CAI. 

La primera de ellas es la LRT por medio de la cual se han revelado los mecanismos, actores, 

geografías y escalas del acaparamiento de tierra durante el escalonamiento del conflicto. La 

segunda está relacionada con las disposiciones contenidas en la RRI con la cual se pretenden 

dar vía al cierre paulatino de la frontera agrícola.  
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Aunque, la interconexión de ambas políticas pretende contribuir a la reparación de las víctimas 

del conflicto a través de la restitución de tierras y a evitar nuevas disputas por el acceso a la 

tierra resultado de la posible intensificación de proyectos agroindustriales en el post-conflicto. 

En este estudio se han podido identificar dos procesos relacionados con los procesos de 

acaparamiento de tierras que podrían contradecir las metas propuestas tanto en la RRI como en 

la LRT.  

El primero de ellos, está vinculado al fenómeno de acaparamiento de tierras global, en este 

proceso se han identificado principalmente a grupos económicos nacionales y latinoamericanos 

adquiriendo extensas áreas de tierra publica para la producción de cultivos orientados 

principalmente: a la exportación de materias primas agrícolas como la palma y el aguacate, 

para el desarrollo de actividades ganaderas, porcícolas o avícolas, y el desarrollo de cultivos 

para la alimentación animal, como el maíz.  

Generalmente estos acaparamientos involucran la creación de pequeñas empresas o el pago a 

testaferros a través de los cuales los grupos económicos nacionales y extranjeros 

latinoamericanos compran varios predios colindantes cuya extensión individual no superan el 

techo máximo establecido en la Ley 60 de 1994, una vez adquiridos estos predios son 

englobados y luego explotados bajo una sola forma de gestión administrativa. Estos 

acaparamientos, han tenido lugar especialmente en departamentos y municipios donde los 

valores de la UAF permitan adquirir un área lo suficientemente grande para la ejecución de los 

proyectos agrícolas.  

El segundo de ellos, se relaciona con la expansión del narcotráfico en zonas fronterizas donde 

las FARC ejercían control territorial (ej. Tumaco, Putumayo, Catatumbo), en estos procesos de 

acaparamiento de tierra se identificaron a disidentes de las FARC y actores armados como: el 

ELN, las Bacrim y paramilitares, ejercer distintas formas de violencia contra la población rural 
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como el asesinato y los desplazamientos para luego asegurar el dominio territorial, a su vez 

esto trae consigo el control sobre la producción y comercialización de la coca. 

3.9 Conclusiones generales 

Respecto al fenómeno de acaparamiento de tierras en Latinoamérica varios autores han 

sugerido analizar los antecedentes históricos que preceden al llamado acaparamiento de tierras 

global ( Borras et al., 2012; Céspedes, 2013; Edelman, 2016). Por lo tanto, esta disertación 

responde a este llamado integrando el método de análisis histórico de contrastes y la teoría de 

la gestión de los conflictos, para explorar cronológicamente los vínculos históricos entre  el 

acaparamiento de tierras y el CAI. Bajo este contexto, este capítulo sugiere introducir una 

nueva etapa al conflicto, nombrada  Antecedentes del Conflicto (1874-1964), a través de la cual 

se pretende analizar los procesos de acaparamiento de tierras y despojo territorial que anteceden 

el estallido del CAI. En este sentido, este capítulo encuentra los siguientes hallazgos:  

Primero, que el acaparamiento de tierras no es un fenómeno reciente, ni se deriva únicamente 

de la crisis energética y alimentaria del 2008. Por lo tanto, se puede ver el acaparamiento de 

tierras como un cúmulo de procesos superpuestos y atemporales que han dejado como principal 

legado la concentración de la tierra y el despojamiento territorial de las poblaciones rurales.   

Estos procesos se originan en la experiencia colonial; se forjan en la era republicana, a través 

de los procesos de privatización de tierra publica dirigidos a industrializar e intensificar la 

agricultura; se estructuran en la década de los 90 alrededor del narcotráfico que impulsó  la 

expansión del cultivo de coca  y del modelo neoliberal de apertura económica que promovió la 

exportación de materias primas agrícolas, mineras e hidrocarbúricas; y se externalizan para 

superar la crisis del 2008 al seguir las tendencias latinoamericanas de acaparamiento de tierras 

que implicó la compra de grandes extensiones de tierras intrarregionales enfocadas, 
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principalmente, a la producción de alimentos y agrocombustibles, pero también a la masiva 

extracción de recursos forestales y mineros. 

Segundo, los actores armados del conflicto han desempeñado un papel en los procesos de 

acaparamiento de tierras igual de nefasto al de otros actores nacionales y acaparadores 

extranjeros. En este sentido, este capítulo encuentra que los actores armados han acelerado los 

procesos de concentración de la tierra y de despojamiento territorial de las poblaciones rurales 

para favorecer simultáneamente la expansión, tanto del narcotráfico, como de las actividades 

económicas relacionadas con la producción de agrocombustibles y la extracción del oro.  

Tercero, que el desplazamiento forzado de la población rural llegó a constituirse durante el 

escalonamiento del conflicto como el principal mecanismo de apropiación de tierras, relegando 

a otros mecanismos históricamente importantes como la adjudicación y compra masiva de 

tierras públicas. El ejercicio de este mecanismo involucra coaliciones de poder entre actores 

armados, elites agrarias, narcotraficantes, empresas nacionales y extranjeras para vulnerar con 

mayor agilidad, respecto a otros mecanismos, los derechos de propiedad individual o colectivo 

que han tenido las poblaciones rurales sobre la tierra, así mismo envuelve a elites políticas 

regionales y nacionales las cuales contribuyen a legitimar la apropiación ilegal de la tierra. 

Cuarto, la principal motivación que han tenido los diferentes acaparadores nacionales y 

extranjeros para acaparar la tierra en Colombia converge en la oportunidad que representa para 

ellos ganar y ejercer cierto grado de poder sobre los territorios. Captar el poder territorial 

permite a los acaparadores influir sobre los medios locales de producción agrícola y los 

esquemas de acceso, uso y control del agua, los bosques y los minerales que son parte 

fundamental de los medios de vida de las poblaciones rurales. En este sentido, los procesos de 

restitución de tierra resultantes de la implementación de la Ley de Victimas y de Restitución 

de Tierras del 2011 han sido vitales para investigar, condenar y evitar los acaparamientos de 
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tierra que involucran coaliciones de poder entre otros acaparadores nacionales, actores armados 

y acaparadores extranjeros. 
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4 Agricultura y Conflicto Armado: La influencia del conflicto armado interno 

colombiano en el uso de la tierra agrícola e intensificación de la agroindustria. 

Resumen  

Este capítulo explora empíricamente las asociaciones entre las diferentes formas de violencia 

asociadas al conflicto armado y la variación del área cosechada de los principales cultivos 

agrícolas, entre 1987 y 2015, en cada uno de los departamentos que conforman el territorio 

colombiano. Para la consecución de este propósito yo hago un análisis estadístico usando los 

datos anuales de los hechos denunciados por las víctimas del conflicto proporcionados por el 

Registro Único de Victimas y los cambios de la superficie agrícola cosechada de los principales 

cultivos agrícolas del país por el Ministerio de Agricultura. El análisis estadístico consta de los 

siguientes pasos: procesamiento de datos, selección de variables, modelo correlacional y 

modelo de regresión lineal. Los resultados de este análisis sugieren que aparte de los 

desplazamientos forzados, otras formas de violencia como los homicidios, confinamientos, 

desapariciones forzadas, lesiones físicas y psicológicas se han visto involucradas en la 

expansión de las plantaciones agroindustriales durante el escalonamiento del conflicto 

Palabras Claves: Colombia; Conflicto Armado, Violencia, Agricultura, Agroindustria 
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4.1 Introducción 

Los estudios que analizan la relación entre recursos y conflictos armados internos (CAI), han 

tratado por varios años de entender la influencia que han tenido los patrones de accesibilidad y 

explotación de los recursos naturales en el estallido y escalonamiento de un CAI, así como el 

papel que ha jugado el CAI en la configuración del acceso y uso de los recursos naturales en 

las etapas del conflicto (Fearon, 2005; Hinkkainen & Kreutz, 2019; Le Billon, 2001; Ross, 

2004; Roy, 2018).  

En este sentido, la literatura se ha enfocado en analizar al menos 3 relaciones causales entre el 

acceso y explotación de recursos naturales y los CAI: si hay una influencia en el estallido y/o 

en el escalonamiento de un CAI; si hay una influencia en todos los tipos de CAI; si todos los 

tipos de recursos o solo un subconjunto de ellos están relacionados con el estallido, 

escalonamiento y recurrencia de un CAI (Le Billon, 2009, 2014; Ross, 2002). 

Bajo este contexto, varios autores han revelado que los cultivos ilícitos, las gemas aluviales y 

la madera son recursos naturales que tienen una alta probabilidad de influir en el 

escalonamiento y recurrencia de un CAI. Esto se debe principalmente a las características 

físicas, a la oportunidad de extracción y de obstrucción de estos. Es decir, son recursos 

relativamente saqueables y obstruibles porque su extracción del terreno es relativamente fácil, 

su producción por lo general requiere pequeños grupos de trabajadores no calificados, y su 

transporte es relativamente fácil de obstruir para cualquier actor armado en un CAI (Le Billon, 

2003; Ross, 2002; Roy, 2018). 

A diferencia de los minerales profundos, gemas, petróleo y gas natural (recursos relativamente 

difíciles de extraer y obstruir). La alta probabilidad que tienen los cultivos ilícitos, las gemas 

aluviales y la madera en el estallido, escalonamiento y recurrencia de un CAI, se explica 

principalmente por qué el capital producido a través de estos recursos es fácilmente 



160 

 

interceptado por los actores armados de un CAI, con lo cual se contribuye a financiar sus 

estructuras armadas y operaciones militares provocando así la dilación del CAI 

(Brunnschweiler & Bultey, 2009; Le Billon, 2008). Este hecho se da particularmente en 

regiones donde los actores armados han construido redes licitas o ilícitas con otros actores no 

armados (ej. elites políticas, empresarios agrarios, contrabandistas) para la comercialización de 

dichos recursos (Hinkkainen & Kreutz, 2019; Roy, 2018).  

Aunque los cultivos agrícolas, al igual que los cultivos ilícitos, las gemas aluviales y la madera 

son recursos relativamente saqueables y obstruibles. Varios autores han revelado la reducida 

probabilidad que estos tienen con el estallido, escalonamiento y recurrencia de un CAI, puesto 

que la explotación de estos recursos no genera una alta rentabilidad económica, de lo cual se 

deduce que no tienen la misma capacidad de financiar a los actores armados como lo hacen los 

cultivos ilícitos, las gemas aluviales y la madera (Fearon, 2005; Humphreys, 2005; Ross, 2004). 

Lo anterior explica el particular desinterés de los actores armados para explotar u obstruir los 

cultivos agrícolas. Incluso aun cuando estos llegan a convertirse en materias primas rentables 

para un país con CAI, la protección política del estado sobre la explotación y comercialización 

de estos recursos conlleva, a que una posible obstrucción sea para los actores armados 

relativamente difícil (Le Billon, 2009; Roy, 2018).  

Sin embargo, el caso colombiano es particularmente controversial porque varios autores han 

demostrado la relación que ha tenido la explotación de la tierra para el desarrollo de los cultivos 

agrícolas industriales (ej. caña de azúcar y palma de aceite) con el escalonamiento del CAI 

(Benedetti, 2013; Grajales, 2013; Kay, 2012; McBeth et al., 1994; Reyes & Bejaraño, 1988; 

Vélez et al., 2019).  

Las contribuciones de estos autores coinciden principalmente en dos puntos de vista: Primero, 

el establecimiento y/o expansión de estos cultivos se ha conseguido en algunas regiones del 
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país, a través de la violencia que han ejercido los actores armados para desplazar a las 

comunidades rurales y dar paso a las plantaciones (Nelson, 2019; Reyes, 2010; Thomson, 

2011) .  

Segundo, se ha comprobado que algunos actores armados son los propietarios o son socios de 

algunas plantaciones de caña de azúcar y palma, con lo cual ven necesario fijar sus estructuras 

armadas en los territorios para la protección de sus cultivos (Grajales, 2011; Ocampo, 2009; 

Vélez et al., 2019) . Adicionalmente, el particular interés de los actores armados sobre la 

agroindustria radica en la posibilidad de lavar los activos provenientes del narcotráfico y en la 

financiación de pequeños frentes regionales a través de los dividendos que dejan los proyectos 

agroindustriales (Ballvé, 2012; Reyes, 2017). 

No obstante, el Gobierno y algunos gremios del sector agroindustrial han afirmado por varios 

años que los casos de desplazamiento y violación de los derechos humanos de la población 

rural, no están asociados con el desarrollo de los cultivos agroindustriales, que los actores 

armados no hacen parte de los gremios y que en general la agroindustria, ha traído estabilidad 

económica a las regiones en donde se realiza (Ocampo, 2009; PNUD, 2011).  

En contraste a lo anterior, varios autores han revelado los nexos que por años han tenido los 

actores armados con las elites políticas, terratenientes, narcotraficantes y empresarios agrarios 

para despojar a la población rural y acumular tierras para el desarrollo de actividades 

agroindustriales y ganaderas (Peña et al., 2017; Forjando Futuros, 2018; Leiteritz et al., 2009). 

Estos nexos se fortalecieron aún más con el escalonamiento del CAI, contribuyendo a 

incrementar el desplazamiento masivo de la población rural y el declive de la pequeña y 

mediana agricultura (Brittain, 2005; CNMH, 2016; PNUD, 2011).  

A partir de las contribuciones anteriores, se plantea la siguiente hipótesis: Las formas de 

violencia asociadas al CAI como el desplazamiento forzado de la población rural han 
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permitido incrementar el área cosechada de los cultivos agroindustriales en el país durante el 

escalonamiento del CAI. Para comprobar los efectos del CAI sobre la variación de los cultivos 

agroindustriales en Colombia, yo analizo empíricamente los datos proporcionados por el 

Registro Único de Victimas (RUV) y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) 

de 1987 a 2015, en cada uno de los departamentos que conforman el territorio nacional.  

4.2 Metodología 

4.2.1 Preprocesamiento de los datos 

El preprocesamiento de los de datos se realiza con el objetivo de obtener una reducción del 

número de variables, a través de este proceso se escogen aquellas variables más significativas 

que facilitan la póstuma comprensión del modelo estadístico. 

4.2.1.1 Agrupación y sistematización de los datos del RUV 

La base de datos del RUV registra el número anual de hechos violentos bajo quince tipologías 

de formas de violencia, adicionalmente el RUV clasifica los datos según las variables sexo, 

ciclo vital y pertenencia étnica de las víctimas del conflicto. La agrupación y sistematización 

del conjunto de datos se realizó bajo el siguiente procedimiento. 

 Primero, las quince formas de violencia fueron agrupas de acuerdo con la similitud conceptual 

en tres grupos diferentes: Desplazamiento, Lesiones y Muertes (ver Tabla 4.1). Cada uno de 

estos grupos se los definió como los hechos violentos que podrían ocasionar el desplazamiento 

forzado, lesiones físicas y/o psicológicas y el asesinato de la población civil. Segundo, Una vez 

agrupadas las formas de violencia, se procedió a construir una nueva base de datos (NBD), 

cuya información contiene la sumatoria de los datos agrupados bajo la categorización de los 

tres grupos de forma de violencia. De igual manera  para la codificación de las otras variables 

suministradas por el RUV: sexo (hombre mujer), ciclo vital (jóvenes 0-18 años, adultos 18-60 
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años, mayores > 60 años) y pertenencia étnica (no pertenecientes a minorías étnicas, 

afrodescendientes, indígenas y gitanos).   

 Tabla 4.1 

 Agrupación de las formas de violencia asociadas al CAI colombiano 

Grupos formas de violencia  Formas de violencia  

 

Desplazamiento 

Abandono o despojo de tierras 

Confinamiento 

Desplazamiento 

Perdida de muebles e inmuebles 

 

 

 

Lesiones 

Acto terrorista 

Amenazas 

Delitos contra la integridad sexual 

Lesiones personales físicas 

Lesiones personales psicológicas 

Secuestro 

Tortura 

Vinculación de niños y niñas 

 

Muertes 

Desaparición forzada 

Homicidio 

Minas antipersonal 

Fuente: Elaboración propia a partir de los conceptos establecido en la Ley: 387 de 1997; de Victimas y Restitución de Tierra 

del 2011.    

Nota: La intensidad de los hechos violentos por departamento están disponibles en el Anexo B de este capítulo. 

4.2.1.2 Agrupación y sistematización de los datos del MADR 

La agrupación y sistematización del conjunto de datos suministrados por el Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) se realizó de la siguiente manera. Primero, se 

seleccionó como variable de interés el área cosechada de los principales cultivos tradicionales, 

por lo tanto, otras variables como la producción y rendimiento fueron descartadas del análisis 

ya que no proporcionan información relevante para la consecución del objetivo propuesto en 

esta investigación. Segundo, los cultivos agrícolas fueron agrupados de acuerdo con la 

tipología y descripción que se muestra en la Tabla 2. 

Tercero, Una vez hecha la agrupación, se procedió a realizar la sumatoria de las hectáreas para 

cada una de las tipologías de cultivo, resultando de este procesamiento la categorización de 

cinco variables: área total cosechada, área total cosechada de cultivos industriales, 

tradicionales, mixtos e ilícitos. El área total de los cultivos ilícitos fue tomada de los informes 
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anuales de La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), cuya serie 

temporal abarca los años comprendidos entre 1999 y 2015.  

Finalmente, las cinco variables y sus correspondientes datos fueron agregadas a la NBD, con 

lo cual se conformó un nuevo conjunto de datos consignados bajo un total de 35 variables. Por 

lo tanto, las variables de la NBD fueron sometidas posteriormente a un proceso de selección 

de variables con el propósito de elegir el numero justo de variables o las más significativas que 

permitan obtener un modelo estadístico sin sesgos, con estimaciones precisas y de fácil 

interpretación.  

Tabla 4.2 

Agrupación de los principales cultivos agrícolas en Colombia 

Tipología de cultivos Cultivos Descripción 

 

Agroindustriales 

Arroz riego, arroz secano mecanizado, 

banano exportación, caña de azúcar, 

maíz tecnificado, palma de aceite, 

plátano exportación. 

Cultivos cuyas técnicas de siembra y 

cosecha a menudo requieren alto grado de 

tecnificación mecánica y grandes áreas de 

tierra.   

 

Tradicionales 

Arracacha, arroz secano manual, 

cacao, caña miel, caña panela, cebada, 

coco, fique, frijol, maíz tradicional, 

ñame, plátano, sorgo, trigo, yuca. 

Cultivos cuyas técnicas de siembra y 

cosecha están relacionadas con las 

prácticas y conocimientos de la población 

rural campesina o de minorías étnicas.  

 

Mixtos  

 

Algodón, papa, café 

Cultivos cuyas técnicas de siembra y 

cosecha mezclan la tecnificación 

mecánica y las practicas ancestrales. 

 

Ilícitos  

 

Hoja de coca 
Cultivo cuyo uso para la fabricación de 
estupefacientes es prohibido por un 
estado.  

Fuente: Tipología basada en la (FAO, 2014) 

4.2.2 Selección de variables 

Para seleccionar las variables más significativas de la NBD, se usó el análisis de correlación 

de variables, procedimiento realizado en el software IBM SPSS (versión 25). El análisis de 

correlación permitió seleccionar aquellas variables que no fuesen redundantes dentro del 

conjunto de datos la NBD.  

El criterio que se usó para dicha selección está condicionado por el coeficiente de correlación 

de Pearson cuyo valor varía en el intervalo (-1,1), donde 1 indica una correlación perfecta 
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positiva, 0 independencia de las variables y -1 correlación perfecta negativa. Bajo dicho criterio 

se seleccionaron aquellas variables que presentaron una baja interdependencia entre ellas (r ≤ 

± 0.5). Por consiguiente, la dimensionalidad de la NBD se redujo a un total de 10 variables. 

Las variables seleccionadas fueron: número total de hechos violentos, número total de hechos 

violentes asociados al desplazamiento, lesiones y muertes; área total cosechada, área total 

cosechada de cultivos agroindustriales, mixtos, tradicionales e ilícitos (hoja de coca). Una vez 

culminado el proceso de selección de variables, se procedió a construir una base de datos para 

cada uno de los departamentos del territorio nacional.  

Cada una de las 32 bases de datos, contiene los datos anuales correspondientes de cada variable 

seleccionada. Sin embargo, la variable área total cosechada fue ajustada para cada uno de los 

cultivos agrícolas. En otras palabras, el número total de variables de cada base de datos varía 

de acuerdo con la diversidad agrícola de cada departamento. Finalmente, cada una de las 32 

bases de datos fue sometida a un análisis estadístico usando el software IBM SPSS (versión 

25), para lo cual fue necesario la ejecución de dos procesos estadísticos los cuales se explican 

en la siguiente sección.  

4.2.3 Análisis estadístico  

El análisis estadístico involucra un análisis de correlación de Pearson y el método de regresión 

lineal. La selección de ambos procedimientos la hice basado en la metodología empleada por 

Hanaček et al., (2021), en la cual predice la influencia de los servicios ecosistémicos en la 

variación del uso del suelo. 

El análisis de correlación de Pearson permitió medir la magnitud de relación o dependencia 

entre las variables independientes: desplazamientos, lesiones y muertes, y las variables 

dependientes: área total cosechada para cada cultivo. Para seleccionar aquellas variables que 
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tuviesen una correlación lo suficiente fuerte entre sí, se verifico que el coeficiente de Pearson 

tuviese un valor (r ≥ ± 0.6). Luego, cada conjunto de variables seleccionadas fue sometido a 

un análisis de regresión lineal para cuantificar la relación de dependencia entre las variables.   

Los modelos de regresión lineal usados para el análisis final de esta investigación cumplieron 

con los siguientes criterios estadísticos. Primero, que el modelo fuese estadísticamente 

significativo (p ≤ 0.05) y segundo que su valor (R2 ≥ 0.5) al menos predijera que el 50% 

variación total en la variable dependiente (superficie cosechada para cada cultivo) se puede 

explicar por la influencia de al menos una de las variables independientes (desplazamientos, 

lesiones y muertes). 

Luego, se analizaron los coeficientes no estandarizados (B) que nos proporcionaron la 

información necesaria para predecir el valor percibido de cada grupo de forma de violencia 

(desplazamientos, lesiones y muertes) en correlación con los cambios en la superficie 

cosechada de cada cultivo. El coeficiente no estandarizado (B) representa la cantidad de cambio 

entre la variable dependiente debido a un cambio de 1 unidad de la variable independiente.  

En este estudio, los coeficientes estandarizados (B) fueron agrupados por cada grupo de forma 

violencia, dicha agrupación es representada a través de la construcción de diagramas de 

Sankey. Los diagramas de Sankey me permitieron graficar los coeficientes (B) mediante flujos 

que muestran el crecimiento o la disminución del área cosechada de cada cultivo agrícola que 

fue afectado por la variación anual de los desplazamientos, lesiones y muertes en cada 

departamento.  

En otras palabras, en cada diagrama de Sankey están implícitas las inferencias estadísticas 

validas de relaciones significativamente interdependientes (r ≥ ± 0.6, R2 ≥ 0.5 y p ≤ 0.05) entre 

la variación de cada uno de los grupos de forma violencia (desplazados, lesiones y muertes) y 
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el cambio del área cosechada de los principales cultivos agrícolas en cada uno de los 

departamentos que conforman el territorio nacional.  

4.3 Resultados  

En esta sección se muestran los resultados obtenidos de las asociaciones significativas entre el 

área cosechada de los principales cultivos agrícolas y el número de hechos violentos 

relacionados con los grupos de hechos violentos Desplazamiento, Lesiones y Muertes, en el 

periodo comprendido entre los años de 1987 y 2015 (ver Anexo A). Estas asociaciones están 

representadas a través de diagramas de Sankey en los cuales las asociaciones positivas se 

representan en color lila, mientras que las negativas en color azul y/o con símbolo (-). Estas 

asociaciones se rastrearon en 13 de los 32 departamentos del territorio Nacional.  

Los resultados fueron organizados de la siguiente manera: En el apartado 4.1 se encuentra las 

asociaciones significativas entre los distintos grupos de hechos violentos que han influido en 

la variación del área cosechada de las diferentes tipologías de cultivo (industrial, mixto y 

tradicional) por departamento. En los apartados siguientes (4.2,4.3 y 4.4) se muestran las 

asociaciones obtenidas para cada uno de los grupos de hecho violentos y su influencia por cada 

cultivo y departamento.   

4.3.1 Tipologías de cultivo relacionadas con los grupos de hechos violentos 

Los datos reportados en la Figura 4.1, muestran los departamentos en los cuales se encontraron 

asociaciones significativas que representan la influencia de los grupos de hechos de violencia 

sobre la variación de las hectáreas cosechadas de los tipos de cultivo. Estas asociaciones 

indican que para el caso de Nariño, Quindío y Meta el CAI ha influido en el decrecimiento de 

las hectáreas de cultivo tradicional, mientras que las áreas cosechadas de los cultivos 



168 

 

industriales y mixtos se han visto afectadas positivamente por el CAI en los departamentos de 

Arauca, Nariño, Quindío, Meta, Tolima y Cauca.    

Uno de los casos más relevantes presentado en la Figura 4.1, es el registrado en el departamento 

de Nariño, en donde los datos revelan que las hectáreas de cultivos industriales y mixtos han 

crecido en 2,9 y 2,5 hectáreas por cada hecho violento relacionado al grupo lesiones y muertes 

respectivamente, mientras que superficie cosechada de los cultivos tradicionales en este 

departamento se han disminuido en 12.7 hectáreas por cada hecho violento relacionados con el 

grupo muertes.  

 
Figura  4.1. Asociaciones significativas entre los grupos de hechos de violencia y el cambio en la superficie de hectáreas 

cosechadas por tipo de cultivo. Los valores de los flujos representan el valor del coeficiente no estandarizado (B) en hectáreas.  

4.3.2 Cultivos agrícolas relacionados con el grupo Desplazamiento 

Los resultados de la Figura 4.3.2 revelan las asociaciones significativas entre el área cosechada 

de al menos uno de los principales cultivos agrícolas y el número de hechos violentos 

relacionados con el grupo desplazamiento. Estas asociaciones se encontraron en 9 de los 32 

departamentos, ordenando dichos departamentos según el número descendente de asociaciones 
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significativas positivas o negativas se encuentran: Nariño, Córdoba, Tolima, Huila, Cauca, 

Valle del Cauca, Quindío, Caquetá y Risaralda. 

Las asociaciones positivas más representativas de la Figura 4.2, están relacionadas con las áreas 

cosechadas de los cultivos industriales caña de azúcar en el Cauca, arroz riego en el Tolima y 

maíz tecnificado en Córdoba, el crecimiento del área cosecha de estos cultivos se ha visto 

influenciado por el número de hechos violentos vinculados al grupo desplazamiento. Entre los 

cultivos anteriormente mencionados, el arroz riego fue el de mayor crecimiento, puesto que 

por cada hecho asociado al grupo desplazamiento en el departamento del Tolima, se 

incrementaron 1,1 hectáreas de este cultivo. 

Por otra parte, las asociaciones negativas más importantes están relacionadas con los cultivos 

tradicionales sorgo y maíz tradicional.  Entre ambos cultivos tradicionales, el sorgo ha sido el 

cultivo que ha tenido el mayor número de asociaciones negativas por departamento, en efecto, 

la que represento una mayor disminución de su área cosechada debido a la influencia del grupo 

desplazamiento.  

Pese a que históricamente el desplazamiento forzado ha sido la forma de violencia con más 

número de víctimas, los resultados de la Figura 4.2 indican qué esta forma de violencia es la 

que menos ha influido en la disminución o crecimiento de las áreas cosechadas respecto a los 

grupos Lesiones o Muertes.  
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Figura  4.2. Asociaciones significativas entre el grupo Desplazamiento y el cambio en la superficie de hectáreas 

cosechadas por tipo de cultivo. Los valores de los flujos representan el valor del coeficiente no estandarizado (B) 

en hectáreas. 

4.3.3 Cultivos agrícolas relacionados con el grupo Lesiones 

Los resultados de la Figura 4.3 revelan las asociaciones significativas entre el área cosechada 

de al menos uno de los principales cultivos agrícolas y el número de hechos violentos 

relacionados con el grupo lesiones.  Al igual que en el grupo Desplazamiento, las asociaciones 

se encontraron en 9 de los 32 departamentos, ordenando dichos departamentos según el número 

descendente de asociaciones significativas positivas o negativas se encuentran: Meta, Tolima, 

Quindío, Huila, Arauca, Norte de Santander, La Guajira, Córdoba y Nariño.  

Adicionalmente, los resultados de la indican que las lesiones son el grupo que ha tenido mayor 

influencia sobre la variación del área cosechada de los cultivos agrícolas, pese a que este grupo 

históricamente ha tenido menos victimas que los desplazamientos y las muertes. 

Adicionalmente, se encuentra que las asociaciones positivas más representativas están 

relacionadas significativamente con el crecimiento del área cosechada de cultivos industriales 

como la palma de aceite, el maíz tecnificado, el arroz secano mecanizado y el arroz riego. Entre 
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los cuales, el caso más representativo está en el Meta, donde por casa lesión se incrementaron 

30 hectáreas de palma de aceite y 12,3 de maíz tecnificado.  

Por otro lado, las asociaciones negativas más relevantes están relacionadas con la significativa 

reducción del área cosechada del café y el plátano en el departamento del Quindío, lo que 

traduce en una disminución de 78,1 y 77,5 hectáreas por cada lesión respectivamente. De igual 

manera, llama la atención el resultado obtenido para el sorgo en el departamento del Tolima, 

donde por cada lesión se disminuyeron 11.1 hectáreas de este cultivo.  

 
Figura  4.3. Asociaciones significativas entre el grupo Lesiones y el cambio en la superficie de hectáreas 

cosechadas por tipo de cultivo. Los valores de los flujos representan el valor del coeficiente no estandarizado (B) 

en hectáreas. 

La interpretación de este resultado sumado a los del grupo desplazamiento, permiten deducir 

que la disminución del área cosechada del sorgo en el país ha estado influenciada por el CAI, 

puesto que las asociaciones significativas y negativas se encuentran en los departamentos que 

históricamente han sido los mayores productores de sorgo.  
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4.3.4 Cultivos agrícolas relacionados con el grupo Muertes 

Como se puede observar en la Figura 4.4 las asociaciones positivas más representativas del 

grupo muertes están relacionadas significativamente con el incremento del área cosechada del 

cultivo de coca en el Vichada y Guaviare, cuyos resultados indican que por cada hecho asociado 

al grupo muerte se incrementaron 38.6 y 18.6 hectáreas de cultivo de coca respectivamente. De 

igual manera, para el área cosechada de palma de aceite en el caso de Nariño, donde se ha 

incrementado 3.1 hectáreas por cada hecho asociado al grupo muerte.  

Por otra parte, la única asociación negativa en este grupo está presente en el departamento del 

Cauca, donde por cada hecho asociado al grupo muerte se han disminuido 1.3 hectáreas de 

cultivo de coca. Lo anterior se traduce en que el grupo muerte ha influido mayoritariamente en 

el crecimiento del área cosechada del cultivo de coca en dos departamentos de la región 

amazónica Vichada y Guaviare.   

 
Figura  4.4. Asociaciones significativas entre el grupo Muertes y el cambio en la superficie de hectáreas 

cosechadas por tipo de cultivo. Los valores de los flujos representan el valor del coeficiente no estandarizado (B) 

en hectáreas. 
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4.4 Discusión 

Los resultados obtenidos en este estudio muestran la influencia que han tenido el CAI sobre el 

crecimiento o decrecimiento de los principales cultivos agrícolas del país. Aunque, estos 

hallazgos no son generalizables para todo el territorio nacional, ni para toda la variedad de 

cultivos, en todo caso, tres indicios sobre la relación entre CAI y agricultura se encontraron en 

este estudio.  

Primero, las Lesiones y Muertes fueron los grupos que tuvieron mayor influencia sobre el 

crecimiento del área cosechada de los cultivos agroindustriales y mixtos (Figuras 4.1;4.3;4.4). 

Segundo, Desplazamientos fue el grupo que tuvo mayor influencia sobre el decrecimiento del 

área cosechada de los cultivos tradicionales (Figuras 4.2;4.3). Tercero, Muertes fue el grupo 

que tuvo mayor influencia sobre el crecimiento del área cosechada del cultivo de coca en los 

departamentos de la región amazónica (Figura 4.4). A continuación, se discutirán los resultados 

de la sección 4.3 de acuerdo con el orden propuesto anteriormente.   

4.4.1 La influencia de las Lesiones y Muertes sobre el crecimiento de los cultivos 

agroindustriales 

Varios autores señalan que el desplazamiento forzado de la población rural perpetrado por 

actores armados, especialmente las AUC y las FARC, ha contribuido en gran medida a que la 

agricultura industrializada y exportadora hayan ganado un creciente control sobre la tierra 

durante las últimas cuatro décadas (Céspedes, 2013; Duncan, 2006; Giraldo, 2015; McKay, 

2017; Merchand, 2016). Otros autores consideran a los desplazamientos forzados y los 

homicidios como los principales mecanismos utilizados por los actores armados para despojar 

y luego acaparar la tierra de la población rural (Nelson, 2019; Osorio, 2015; Reyes, 1987; 

Segrelles, 2018). 
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Los resultados de las Figuras 4.1;4.3;4.4 sugieren que, además, otras formas de violencia como 

las lesiones físicas y psicológicas, amenazas, desapariciones forzadas, etc., han contribuido a 

la expansión de los cultivos agroindustriales durante el escalonamiento del conflicto 

colombiano. No obstante, estas formas de violencia tienden a ser relegadas de los estudios que 

analizan los recursos naturales y los conflictos armados, ya que, en comparación con los 

desplazamientos y los homicidios, generan pocas víctimas con lo cual se tiende a pensar que 

no están “relacionadas oficialmente con el CAI”(Buhaug & Gates, 2002; Thomson, 2011).  

Por otra parte, se las tiende a asociar con la delincuencia común, olvidando que estas formas 

de violencia (lesiones físicas y psicológicas, amenazas, etc.), aunque menos visibles, no son 

problemas aislados al CAI, por el contrario, estas han estado interrelacionadas entre si durante 

el escalonamiento del CAI colombiano (Ballvé, 2012; CNMH, 2013; PNUD, 2011). 

Adicionalmente, las instituciones del estado tienden a restar importancia a las formas de 

violencia que “no están oficialmente relacionadas con el CAI”, como la perdida de derechos 

culturales y soberanía alimentaria o la desterritorialización de la población rural. Esto se debe 

en parte a la dificultad que tienen estas formas de violencia para ser rastreadas y cuantificadas 

(Berman, 2019; Le Billon, 2009).  

Al igual que los desplazamientos forzados y los homicidios, las otras formas de violencia 

(lesiones físicas y psicológicas, amenazas, etc.), han sido perpetradas por los actores armados 

(ej. AUC y FARC) para despojar a la población rural (CNMH, 2016; Jaramillo et al., 2015; 

Rodríguez, 2017). Estos despojos a diferencia de los relacionados con los desplazamientos y 

homicidios, son considerados por las instituciones estatales generalmente legales, porque, 

involucra “acciones legítimas” como la transferencia de tierras públicas, la venta de 

propiedades, el arrendamiento de la tierra o la asociatividad empresarial entre la población rural 

y empresarios agrícolas (Borras et al., 2012; Machado, 2008; Salamanca, 2019).  
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Sin embargo, estas “acciones legítimas” frecuentemente son consecuencia de las formas de 

violencia ejercidas por los actores contra la población rural, que además implican el beneplácito 

de las élites políticas y empresarios agrícolas (Peña et al., 2017; Villarreal, 2020). En otras 

palabras, los actores armados obligan a la población rural a vender sus tierras, arrendarlas o a 

incorporarse a las plantaciones agroindustriales en condiciones de explotación laboral 

(Escobar, 2013; Jaramillo et al., 2015; Osorio, 2015). Esto ha contribuido a generar un cambio 

paulatino en el uso del suelo agrícola, beneficiando la consolidación del modelo agroindustrial 

sobre la agricultura de pequeña y mediana escala (Faguet et al., 2018; Kay, 2016; PNUD, 

2011). 

En efecto, varios autores han revelado el papel que las FARC, y especialmente las AUC, han 

jugado en el crecimiento del área cosechada de palma de aceite en el departamento del Meta 

durante las últimas cuatro décadas (Goebertus, 2008; Osorio, 2015; Rey, 2013). Por ejemplo, 

las AUC han logrado acumular aproximadamente 12.000 hectáreas en el municipio de 

Mapiripan, de las cuales al menos 4.000 son destinadas a las plantaciones de palma de aceite 

(Finzi, 2017; Verdad Abierta, 2012).  

El caso del municipio de Mapiripán representa tan solo uno de los muchos que hay en el Meta 

como el de municipio de Puerto López y Puerto Gaitán (Forjando Futuros, 2018). Demostrando 

así que la dinámica expansionista de la palma de aceite en este departamento frecuentemente 

ha involucrado desplazamientos, homicidios y otras formas de violencia en contra de la 

población rural, en los cuales participan las AUC, elites políticas regionales y empresarios 

agrícolas.   

Adicionalmente, otros autores han encontrado características similares al caso del META en la 

subregión del Catatumbo, en Norte de Santander (Rey, 2013); la subregión de Montes de María, 

ubicada en Sucre y Bolívar (Ojeda et al., 2015); y en la región Pacífica, Nariño y Choco 
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(García, 2011; Reyes, 2017). Pese a las diferencias sociales, económicas y culturales de cada 

una de estas regiones, lo cierto es que, la expansión de la palmicultura involucra en todos estos 

casos relaciones de poder entre empresas agroindustriales, grupos paramilitares y élites 

políticas para despojar a la población rural y luego acaparar sus tierras.  

Por otra parte, los resultados de la Figura 4.3 y 4.4 también incitan a cuestionar la expansión 

de otros cultivos agroindustriales de menor relevancia económica, como el maíz tecnificado y 

el arroz secano mecanizado. Si bien la literatura no reporta asociaciones entre el crecimiento 

de estos cultivos con el desplazamiento forzado y los homicidios de la población rural, las 

plantaciones de estos cultivos se han extendido en departamentos históricamente afectados por 

el CAI como en Córdoba, Meta, Tolima y Arauca (LeGrand, 1988; Machado, 2009; Reyes, 

1991; Sánchez et al., 2007). Por lo tanto, su consolidación podría verse involucrada con otras 

formas de violencia menos visibles, en las cuales podrían incidir relaciones de poder entre elites 

políticas, empresarios agrarios y actores armados (Cramer & Richards, 2011; Thomson, 2011). 

4.4.2 La Influencia de los Desplazamientos sobre el decrecimiento de los cultivos 

tradicionales  

Según los datos oficiales del RUV el CAI ha generado en Colombia el desplazamiento de 7.5 

millones de personas, de las cuales al menos 4 millones pertenecen a comunidades campesinas 

y minorías étnicas del país (CNMH, 2013). De igual manera, se ha podido establecer que el 

desplazamiento forzado ha generado el despojo de casi 6.5 millones de hectáreas, la mayoría 

de esta superficie ha pertenecido históricamente a la población rural más vulnerable (Gómez, 

2010).  

Una de las grandes consecuencias del desplazamiento forzado ha sido el declive paulatino de 

la agricultura familiar, campesina y tradicional de pequeña y mediana escala en todo el 

territorio nacional, en beneficio de la agroindustria (López, 2009; Sánchez & Sánchez, 2018). 
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El declive de la agricultura tradicional ha contribuido especialmente a reducir el área cosechada 

de cultivos tradicionales como las hortalizas, maíz, frijol, sorgo, trigo y cebada (Junguito et al., 

2014; Urrego et al., 2018). Estos cultivos, generalmente, han sido plantados por las 

comunidades campesinas y minorías étnicas para su autoconsumo y para la venta en el mercado 

interno (Kay, 2012; PNUD, 2011). 

Los resultados de las Figuras 4.1 y 4.3, además de corroborar esta información, permiten 

rastrear los departamentos en los cuales se ha visto reducida la superficie cosechada de cereales 

como el sorgo y el trigo, y de granos como el maíz tradicional y el frijol. Esto como 

consecuencia del desplazamiento forzado generado por los actores del CAI. De igual manera, 

estos resultados indican que el desplazamiento, aunque en menor medida que las Lesiones y 

Muertes, ha beneficiado la expansión de cultivos agroindustriales como el maíz tecnificado, en 

Córdoba, arroz riego, en Tolima y la caña de azúcar, en Cauca.      

Cabe recordar, que estos resultados explican tan solo el 50% de la variación del área cosechada 

de los cultivos tradicionales mencionados anteriormente. No obstante, otros autores han 

identificado otros factores al CAI, pero que son vitales para comprender la reducción del área 

cosecha de los cultivos tradicionales.  

En primer lugar, está la liberación de las importaciones agrícolas tras la implementación de las 

políticas neoliberales en los años 90. En este sentido, se da prioridad a la importación de 

productos agrícolas de cereales como el sorgo y el trigo, de granos como el frijol, la arveja, los 

garbanzos y el maíz amarillo, provenientes principalmente de Estados Unidos, como parte de 

los acuerdos firmados en los tratados de libre comercio (TLC) (CNMH, 2016; Escobar, 2013; 

Merchand, 2016).  

Estas importaciones, que van en detrimento de la agricultura tradicional campesina, se hacen 

regularmente a “precios por debajo de su costo de producción en Colombia”, las importaciones 
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de los cereales y el maíz amarillo se realizan para el favorecimiento de agronegocios ganaderos 

y avícolas, mientras que la de granos se hacen para satisfacer la demanda de consumo interno 

(Franco & De los Ríos, 2011; Richards, 2007; Rodrigo & Nelson Camilo, 2010).  

En segundo lugar, está el diseño de las políticas públicas, las cuales han favorecido el cambio 

del uso del suelo agrícola para el desarrollo de plantaciones agroindustriales y exportadoras 

como la caña de azúcar, la palma de aceite, el banano y la piña, entre otros. Un claro ejemplo 

de ello ha sido el polémico Plan Nacional de Biocombustibles (2002), el programa Agro 

Ingreso Seguro (2007) y la Ley de Zonas de Interés de Desarrollo Rural Económico y Social 

(2016) (Benedetti, 2013; McKay, 2017; Salas, 2016).  

Estas políticas junto a los TLC han excluido aún más la producción campesina y exacerban las 

relaciones desiguales de producción, propiedad y poder existentes en el campo. De igual 

manera, han alimentado también los ciclos históricos de violencia durante el escalonamiento 

del CAI (Gómez, 2011; Grajales, 2015; Ojeda et al., 2015). 

4.4.3 La influencia de Muertes sobre el crecimiento de los cultivos ilícitos  

En Colombia, una de las principales consecuencias del narcotráfico ha sido el acaparamiento 

de la tierra agrícola para la expansión del cultivo de coca (Gómez, 2011; Reyes, 2010). Los 

acaparamientos de tierras relacionados con la producción de coca iniciaron en el país a 

comienzo de los años setenta y se intensificarían una década después cuando el país se convirtió 

en uno sino el más importante productor y exportador de cocaína en el mundo (Diaz & Sanchez, 

2004; Mejia & Restrepo, 2011).  

A partir de los años noventa, los actores armados del conflicto (FARC y AUC) se involucrarían 

profundamente en el narcotráfico. Recientemente, varios autores han evidenciado la 

contribución de actores armados, élites políticas y empresarios agrarios en la expansión de los 
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cultivos de coca en varias regiones de Colombia (Ballvé, 2012; Salas et al., 2019). De igual 

manera, han revelado que la expansión del cultivo de coca se ha conseguido generalmente a 

través del despojamiento territorial de las comunidades campesinas y minorías étnicas del país 

(Molano, 1987; Bruce-Jones & Smith, 2019)).  

Estos despojamientos involucran a menudo a actores armados ejerciendo distintas formas de 

violencia contra la población rural (Nelson, 2019). Si bien el desplazamiento forzado es una de 

las formas de violencia más empleadas por los actores armados para despojar y luego acaparar 

la tierra de la población rural, los homicidios y el confinamiento suelen ser las más recurrentes, 

especialmente, cuando los narcotraficantes deciden introducir por primera vez las plantaciones 

de coca en los territorios (CNMH, 2013; Reyes, 2017).  

En este sentido, los resultados de la Figura 4.4 que indican que el crecimiento del área 

cosechada de los cultivos de coca en el Guaviare y Vichada se debe en parte a  formas de 

violencia como los homicidios y las desapariciones forzosas, coinciden con los planteamientos 

de otros autores los cuales han revelado que el inicio del cultivo de la hoja de coca y su posterior 

expansión en estos departamentos entre inicios de los años ochenta y finales de los noventa, se 

realizó bajo la represión violenta de la población rural (Diaz & Sanchez, 2004; Molano, 1987; 

Reyes, 2010).  

Sin embargo, esta represión no significo el desplazamiento masivo de la población, por el 

contrario, los homicidios, desapariciones forzadas y confinamiento fueron perpetrados por los 

actores armados y narcotraficantes para obligar a la población rural a cambiar el uso tradicional 

de sus suelos y ser incorporados como fuerza laboral en todo el proceso de producción y tráfico 

de la coca; o para evitar cualquier intento de sabotaje por parte de organizaciones sociales de 

base campesina e indígena, guerrilleras o del estado a las nacientes estructuras cocaleras en 

estos departamentos (Molano, 1987; Reyes & Bejaraño, 1988; Ruiz, 2015)  



180 

 

Bajo este contexto, varios autores sugieren que la introducción y expansión del cultivo de coca 

en el Vichada y especialmente en el Guaviare, trajo consigo el acaparamiento de más de 30 mil 

hectáreas en el Guaviare de coca, el despojamiento masivo de las comunidades campesinas e 

indígenas y la captación de los medios de producción agrícola de los territorios para las 

plantaciones del cultivo de coca (Diaz & Sanchez, 2004). Estas características fueron claves 

para que los actores armados y narcotraficantes pudiesen continuar  con los procesos de 

acumulación de capital relacionados con la producción de la coca en otras regiones del país 

(McKay, 2017; Oxfam, 2013; Zárate, 2017).  

En efecto, varios autores señalan que el inicio y expansión del cultivo de palma a comienzos 

de la década de los dos mil en otras regiones del país como Tumaco (Nariño), el Catatumbo 

(Norte de Santander) y el departamento del Putumayo comparten características de despojo 

similares a las identificadas en el Guaviare (Goyes & South, 2016; Indepaz, 2020; Reyes, 2017; 

Salas et al., 2019; Uribe Kaffure, 2014). Adicionalmente, los mismos autores concuerdan en 

que las formas de violencia como el homicidio y las desapariciones forzosas están relacionadas 

más con el inicio y expansión del cultivo de coca, mientras que los desplazamientos forzados 

de la población rural están vinculados primordialmente a los mecanismos de control territorial, 

en especial cuando existen disputas por el dominio de las rutas del tráfico de drogas entre los 

diferentes carteles de la droga o entre los actores armados (FARC y AUC). 

En contraste a lo sucedido en los departamentos del Guaviare y Vichada, los resultados de la 

Figura 4.4 indican que hay una asociación negativa entre el grupo Muertes y el área cosechada 

del cultivo de la coca en el departamento del Cauca. Esto se debe principalmente a la resistencia 

que comunidades rurales campesinas e indígenas del Cauca han ejercido durante años sobre las 

políticas estatales de erradicación forzada, fumigación y sustitución de cultivos ilícitos (Oidor 

et al., 2019; Rojas, 2007).  
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Estas políticas estatales han provocado en el Cauca una pequeña disminución de las hectáreas 

cosechadas de cultivo de coca en algunos periodos específicos de tiempo (CNMH, 2013; 

CINEP, 2018): por ejemplo: durante la implementacion del Plan Colombia II (2007-2010). 

Esta dinámica ha dejado innumerables enfrentamientos entre las comunidades y las Fuerzas 

Estatales, provocando un sin número de muertos en ambos bandos (Quintero, 2008; El Tiempo, 

2017).  

Entre tanto, el cultivo de coca en el departamento del Cauca al igual ha sido por varios años el 

sustento de muchas de las comunidades rurales que habitan allí. Por lo tanto, hasta que el estado 

no encamine sus políticas agrarias en beneficio de la agricultura campesina, las comunidades 

rurales inmersas en la económica de la droga seguirán resistiéndose a los programas de 

restitución hasta no encontrar otras alternativas económicas que les permitan sostener 

dignamente sus modos de vida (Oidor et al., 2019; PNUD, 2011).  

4.5 Conclusiones  

En este estudio, se encontraron las asociaciones más significativas entre las formas de violencia 

asociadas al escalonamiento del CAI y la variación del área cosechada de los principales 

cultivos agrícolas. Las asociaciones fueron encontradas en 16 de los 32 departamentos que 

conforman el territorio nacional que a saber fueron: Arauca, Caldas, Caquetá, Cauca, Córdoba, 

Guaviare, Huila, La Guajira, Magdalena, Meta, Nariño, Norte de Santander, Quindío, 

Risaralda, Tolima, Valle del Cauca y Vichada. 

Estos hallazgos sugieren que, si bien los desplazamientos forzados contra la población rural 

han contribuido a expandir el área cosechada de los principales cultivos agroindustriales del 

país como la palma, caña de azúcar, maíz tecnificado, arroz secano mecanizado, etc., otras 

formas de violencia asociadas al CAI como los homicidios, confinamientos, desapariciones 

forzadas, lesiones físicas y psicológicas, entre otras, también han jugado un papel determinante 
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para que los actores armados, élites políticas y empresarios agrarios hayan podido acumular 

grandes extensiones de tierra rural para el desarrollo de las plantaciones agroindustriales. 

Sin embargo, estas formas de violencia suelen ser menos exploradas por los investigadores 

porque se las asocia a la delincuencia común y no al CAI, incluso cuando estas formas de 

violencia están tipificadas y registradas por el estado, a menudo son menos visibles o 

subestimadas en los análisis porqué generan menos victimas que los desplazamientos forzados 

o generan despojos contra la población rural que a menudo involucran “acciones legítimas” de 

apropiación de tierra como las compra-ventas, arrendamientos y alianzas empresariales en 

condiciones de desigualdad entre la población rural y empresarios agrícolas.  

Lo anterior sugiere para futuras investigaciones trabajar en terreno con el fin de identificar y 

comprender el rol que han jugado estas formas de violencia en el desarrollo de los proyectos 

agroindustriales y de cualquier actividad extractivista “legal” (ej.: minera y forestal) o “ilegal” 

(cultivo de coca) que requiera el acceso, uso y control de la tierra. Aun cuando, los vínculos 

entre actores armados, elites políticas y empresarios hayan generado desplazamientos masivos 

para consolidar estas actividades en los territorios, se debe recordar que las otras formas de 

violencia también contribuyen al despojo y marginalización de la población rural. 
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Anexo A 

Tabla A1  
Valores correlación y modelo de regresión lineal con p (Significancia) ≤ 0.05 

Variable 

Independiente 

Grupo Formas de Violencia 

Departamento Variable Dependiente 

Área Cosechada 

Cultivó Agrícola 

r 

(Coef, 

Pearson) 

 

R2 

 

B coeficiente 

(Hectáreas)  
 

 

 

 

 

 

Desplazamientos 

Cauca Caña de azúcar 0,785 0,617 0,371 

Risaralda Maíz tecnificado 0,711 0,506 0,175 

Córdoba Maíz tecnificado 0,633 0,500 0,819 

Tolima Arroz Riego 0,889 0,522 1,053 

Valle del Cauca Sorgo -0,743 0,58 -0,83 

Tolima Sorgo -0,604 0,664 -1,367 

Cauca Sorgo -0,773 0,552 -0,67 

Quindío Sorgo -0,747 0,628 -0,574 

Córdoba Sorgo -0,699 0,505 -0,953 

Huila Sorgo -0,768 0,601 -1,55 

Nariño Maíz tradicional -0,915 0,66 -0,23 

Córdoba Maíz tradicional -0,719 0,500 -1,1 

Caquetá Maíz tradicional -0,642 0,500 -1,035 

Huila Cacao -0,731 0,73 -0,129 

Nariño Trigo -0,738 0,550 -0,221 

Nariño Frijol -0,632 0,618 -0,105 

Nariño Café 0,608 0,920 0,138 

Nariño Coco 0,748 0,559 0,104 

 

 

 

 

 

 

Lesiones 

Meta Palma de aceite 0,715 0,511 77,5 

Córdoba Palma de aceite 0,714 0,745 0,133 

Norte de Santander Palma de aceite 0,638 0,500 9,605 

La Guajira Palma de aceite 0,701 0,500 1,760 

Tolima Maíz tecnificado 0,889 0,791 7,872 

Huila Maíz tecnificado 0,688 0,664 0,933 

Meta Maíz tecnificado 0,670 0,500 12,256 

Meta Arroz Riego -0,763 0,582 -29,509 

Arauca Arroz Riego 0,830 0,688 0,801 

Arauca Arroz secano mecanizado 0,67 0,500 9,809 

Tolima Sorgo -0,604 0,664 -11,128 

Quindío Sorgo -0,644 0,628 -1,938 

Nariño Plátano no exportación 0,647 0,51 1,127 

Quindío Plátano no exportación -0,734 0,539 -77,491 

Huila Café 0,889 0,791 29,705 

Huila Cacao -0,746 0,730 -1,198 

 

 

 

Muertes 

Caquetá Arroz secano mecanizado -0,67 0,500 -0,629 

Caldas Café 0,752 0,560 4,500 

Magdalena Hoja de Coca 0,744 0,553 0,173 

Guaviare Hoja de coca 0,638 0,501 18,635 

Vichada Hoja de coca 0,649 0,521 38,161 

Cauca Hoja de coca -0,704 0,500 -1,525 

Nariño Palma de aceite 0,696 0,499 3,129 

Valle del Cauca Plátano no exportación -0,737 0,531 -2,659 
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Tabla A2 
Valores correlación y modelo de regresión lineal por tipología de cultivos con p (Significancia) ≤ 0.05 

Variable 

Independiente 

Grupo Formas de Violencia 

Departamento Variable Dependiente 

Área cosechada por 

tipología de Cultivos 

agrícolas   

r 

(Coef, 

Pearson) 

 

R2 

 

B coeficiente 

(Hectáreas)  

 

 

 

 

Desplazamientos 

Cauca Industrial 0,760 0,577 0,369 

Quindío Industrial 0,701 0,500 0,338 

Tolima Industrial 0,609 0,689 0,958 

Meta Tradicional -0,683 0,678 -0,483 

Cauca Mixto 0,760 0,740 0,369 

Nariño Mixto 0,815 0,729 0,533 

Quindío Mixto 0,840 0,706 35,515 

 

 

Lesiones 

Arauca Industrial 0,698 0,500 10,562 

Tolima Industrial 0,709 0,689 12,551 

Arauca Tradicional 0,662 0,502 32,733 

Meta Tradicional -0,664 0,678 -9,563 

Quindío Tradicional -0,758 0,575 -84,091 

Nariño Mixto 0,743 0,729 2,544 

 

Muertes 

Caquetá Industrial -0,684 0,500 -1,436 

Nariño Industrial 0,673 0,500 2,857 

Nariño Muertes -0,685 0,500 -12,707 
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Anexo B 

Figura    B.4.1   Intensidad de los hechos violentos por departamento 1987 -2015 

Nota. Esta agrupación se realizó a partir de la base de datos del RUV usando el método estadístico de comparación 

de medias ANOVA prueba Tukey. 
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Figura    B.4.2   Intensidad de los hechos violentos por departamento 1987 -2015 

Nota. Esta agrupación se realizó a partir de la base de datos del RUV usando el método estadístico de comparación de medias ANOVA prueba Tukey. 
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Tabla B1  
Valores de intensidad comparación de medias usando ANOVA (Tukey) p (Significancia) ≤ 0.05 

Grupo Hechos Victimizantes Nivel de intensidad Rengo de medias 
 

Hechos totales 
Muy Alta 68.551 - 14.053 

Alta 12.783 - 7.7738 

Media 6.251 - 1.704 

Baja 1.144 - 6 
 

Desplazamientos totales 
Muy Alta 53.691 -12.835 

Alta 11.445 - 9.423 

Media 8.570 - 1.179 

Baja 826 - 4 
 

Lesiones totales 
Muy Alta 3.749 - 763 

Alta 717 - 498 

Media 498 - 161 

Baja 97 - 1 
 

Muertes totales 
Muy Alta 11.109 - 1.075 

Alta 1.003 - 615 

Media 549 -158 

Baja 51 - 1 
Hechos totales/número de habitantes 

(hechos totales x 1.000 habitantes) 
Alta 37 - 12 

Media 11 - 2 

Baja 2 - 0,8 
Hechos totales/número de hectáreas cosechadas 

(hechos totales x una hectárea cosechada)  
Alta 0,8 - 0,3 

Media 0,2 - 0,07 

Baja 0.06 - 0,01 
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5 Discusión general y conclusiones  

Esta disertación ha abarcado disciplinas como la ecología política, los estudios agrarios y los 

estudios de conflicto y paz, para analizar las relaciones entre el CAI colombiano y el 

acaparamiento de tierras, la reforma agraria y la gestión de los conflictos. Este capítulo destaca 

las principales aportaciones conceptuales y metodológicas, resume los principales hallazgos de 

la tesis con respecto a los objetivos específicos de investigación, y se cierra con las perspectivas 

futuras de investigación. 

5.1 Principales contribuciones conceptuales y metodológicas  

El estudio interdisciplinario subyacente a esta tesis responde a estudios previos que han 

visibilizado la necesidad de incorporar a los estudios de conflicto y paz, conceptos y métodos 

de la ecología política y los estudios agrarios (Cramer & Richards, 2011; Humphreys, 2005; 

Le Billon, 2003; Ross, 2004) . Las aproximaciones metodológicas entre estos campos de 

estudio contribuyen a entender de mejor manera la relación entre los recursos naturales y 

conflictos armados internos (CAI). Dichas aproximaciones cobran mayor relevancia al 

considerar que los estudios de conflicto y paz ecología se han dedicado principalmente a tratar 

de comprender cómo los recursos y el cambio ambiental pueden causar e impulsar los 

conflictos armados (Collier et al., 2004).Este punto de vista suele ser reduccionistas y 

determinista en el sentido de que no teoriza cómo se desarrollan los procesos de conflicto ni 

los diferentes procesos por los cuales la explotación de un recurso natural se vincula con los 

conflictos (Le Billon & Duffy, 2018).  

La integración  de estos enfoques para el análisis de la relación entre el acceso, uso y control 

de la tierra y el CAI, puede ofrecer algunas contribuciones conceptuales y metodológicas a los 

estudios interdisciplinares que tratan de explorar dicha relación.  
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5.1.1 Avanzando en la comprensión de un CAI y sus principales etapas  

Esta disertación toma los métodos de la gestión de los conflictos para abordar los desafíos que 

suponen tanto las distintas temporalidades como las diferentes dinámicas que envuelven a los 

CAI (Figura  1.1).  

En este sentido, en el Capítulo 2 he adaptado el método de análisis comparativo de casos 

similares a la teoría de la gestión de los conflictos para identificar a escala global países que 

han atravesado experiencias de CAI similares al contexto colombiano, y luego, nivelar las 

temporalidades de estos conflictos a partir del reconocimiento y comparación de las etapas pre, 

en y post-conflicto en cada CAI. La integración de estos dos métodos permitió por un lado 

observar los procesos a través de los cuales se excluyó a las poblaciones rurales de los esquemas 

de acceso y explotación de la tierra que anteceden y subyacen en el origen y estallido de los 

CAI, así como las configuraciones de los movimientos sociales que dieron origen a los actores 

armados de los conflictos. Por el otro, a comprender la influencia que han tenido las reformas 

agrarias tanto en el desarrollo de los conflictos armados, como en la resolución de dichos 

conflictos.   

En el capítulo 3, usé el método de análisis histórico de contrastes para explorar el fenómeno 

del acaparamiento de tierras a escala nacional y la vinculación de dicho fenómeno con el  CAI 

colombiano. Esta integración, por tanto, permitió identificar y analizar las configuraciones de 

los procesos históricos de acaparamiento de tierras, así como las repercusiones que dichos 

procesos tienen en el desarrollo del CAI, la concentración de la tierra y el despojo territorial de 

las poblaciones rurales. Asimismo, se pudo explorar, de un lado, el papel que han desempeñado 

los actores armados en los procesos históricos de acaparamiento de tierras; de otro, las 

motivaciones que llevaron a crear coaliciones de poder entre los actores armados y los 

acaparadores nacionales y extranjeros durante el escalonamiento del CAI. 
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En el capítulo 4, la integración de métodos estadísticos con la teoría de gestión de los conflictos 

me permitió rastrear a escala regional las relaciones que han tenido durante el escalonamiento 

del conflicto,  las tipologías de violencia con los cambios de uso en el suelo agrícola (Figura  

4.1 y Figura  4.4). La combinación de estos métodos contribuyó a comprender la influencia de 

la conformación de tipologías de violencia derivados del CAI, mismas que se enmarcan en la 

legislación colombiana, en la variabilidad del uso del suelo en la actividad agraria de los 

departamentos, logrando establecer así características de beneficio y perjuicio en los diferentes 

grupos sociales involucrados. 

Todo esto pone de manifiesto la importancia que tienen el uso de procedimientos y técnicas 

interdisciplinares para analizar a diferentes escalas la relación entre recursos naturales y los 

CAI, desde una perspectiva más holística y  menos reduccionista como tradicionalmente se ha 

realizado (Fisher et al., 2001; Wehrmann, 2008). 

Por otra parte, La disertación ha ofrecido una perspectiva conceptual del CAI que puede ser de 

utilidad para abordar y entender desde distintos enfoques y escalas la configuración de un CAI 

y las formas de violencia que este produce en la sociedad.  

Un CAI se ha definido tradicionalmente alrededor de los diferentes umbrales de asesinatos que 

dejan los enfrentamientos armados entre el Estado y los actores armados no estatales 

(Perapezzo, 2008). Estos umbrales se establecen de forma arbitraria y a menudo  excluyen otras 

tipologías que envuelven un CAI (Buhaug & Gates, 2002; Calderón, 2016; Thomson, 2011). 

Por ejemplo: la definición de conflicto armado se define según la Escola de Pau (2016) a partir  

de un mínimo de 100 víctimas mortales en un año. Como se muestra en esta disertación, un 

CAI produce además de los asesinatos otras formas de violencia como el desplazamiento 

forzado, la apropiación de la tierra, entre otras (Capitulo 2, 3 y 4). Estas formas de violencia 

han tenido mayores repercusiones sobre las muchas poblaciones rurales que han sido excluidas 
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históricamente de los beneficios que otorgan el acceso y explotación de la tierra agrícola y de 

los recursos naturales asociadas a ella como el agua, los minerales e hidrocarburos (Capitulo 2 

y 3).   

Es más, las disputas por el acceso y control de la tierra agrícola, como en el caso colombiano, 

tienen raíces históricas que determinan la evolución del CAI y sus diversas etapas (Capitulo 2 

y 3). En efecto, en el Capítulo 3 se ha visto como los procesos de acaparamiento de tierra que 

concluyeron en el estallido del CAI, tienen raíces en los procesos de privatización de tierra 

publica de finales del siglo XIX y comienzos del XX.  En este orden de ideas, esta disertación 

sugieres que las etapas de un conflicto se pueden definir en base a las diferentes formas de 

violencia que produce un CAI, interconectar las diferentes formas de violencia permite da la 

posibilidad de tener una perspectiva más amplia de los efectos del CAI sobre las poblaciones 

rurales.  

Por ejemplo, en el capítulo 2 de esta disertación encontré que el origen de los CAI, anteceden 

las fechas oficiales de su iniciación. Con esto se quiere decir que el origen de los CAI es el 

resultado de los procesos de exclusión de las poblaciones rurales. En este orden de ideas, 

muestro en el Capítulo 2 y 3, que, los actores armados son el resultado generalmente de la 

aglomeración ideológica de los movimientos sociales de oposición al status quo que vieron en 

la lucha armada una vía de hecho para transformar estructuras sociales desiguales (Capítulos 2 

y 3). Adicionalmente, sugiero que la firma de los acuerdos de paz no supone el final del 

conflicto, por el contrario, los acuerdos permiten una transición a una nueva etapa el post-

conflicto. El post-conflicto, por tanto, se caracteriza por la disminución repentina de los 

números de víctimas mortales debido al cese definitivo de los enfrentamientos armados entre 

las partes involucradas. No obstante, como se muestra en el caso  colombiano otras formas de 

violencia cobran relevancia en esta nueva etapa del conflicto (Capitulo 3).   



199 

 

En este orden de ideas, muestro para el caso colombiano (Capitulo 3), que el desplazamiento 

forzado adquiere una mayor relevancia para la descripción y entendimiento del conflicto que 

el número de víctimas mortales. Por lo tanto, los esfuerzos por entender la relación entre 

conflicto armado y los recursos naturales en el caso colombiano avanzan sobre las 

implicaciones que ha tenido el desplazamiento forzado en el desarrollo del CAI y en los 

procesos de exclusión de las poblaciones rurales (Peña et al., 2017; Grajales, 2015; Reyes, 

2013; Thomson, 2011). Estas cuestiones las abordo con mayor detenimiento en el Capítulo 4, 

cuando se exploran a escala regional el desplazamiento forzado y otras tipologías de violencia, 

como las amenazas, desapariciones forzadas, lesiones físicas y psicológicas, asesinatos, entre 

otras (Figura  4.1 y Figura  4.4). Estas tipologías, aunque menos visibles que los 

desplazamientos forzados, también han jugado un papel determinante tanto en los procesos de 

exclusión de las comunidades rurales campesinas, afrodescendientes e indígenas como en la 

configuración del CAI: por ejemplo: en esta disertación muestro como la intensificación del 

cultivo de palma generalmente ha implicado mecanismos violentos para acaparar las tierras 

comunales de las comunidades negras del Litoral Pacifico. Esta dinámica combina varias 

formas de violencia para despojar a dichas comunidades de sus territorios situación que ha 

contribuido a incrementar el número de víctimas del conflicto.  

5.1.2 Conectando reformas agrarias, ecología política, teorías de la gestión de un 

conflicto  

A través de la integración de una perspectiva crítica de la ecología política se analizan las 

relaciones de poder sobre la tierra en Colombia. Estas relaciones de poder han sido 

determinantes en la ejecución de reformas agrarias que han buscado beneficiar a las elites 

agrarias y políticas, y en su obstrucción cuando pretenden favorecer a las poblaciones rurales 

excluidas y víctimas del conflicto (capitulo 2 y 3). Adicionalmente, en el capítulo 2, se emplean 
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técnicas cuantitativas para codificar la literatura existente sobre reformas agrarias y CAI. Esta 

codificación me permitió identificar a escala global factores adicionales a las relaciones de 

poder, que también han sido determinantes en los alcances de las reformas agrarias en 

situaciones de post-conflicto (Figura  2.2 Figura  2.3).  

Por lo tanto, esta disertación pone en evidencia la influencia que han tenido las reformas 

agrarias en la configuración de un CAI. En este sentido, las reformas agrarias han sido usadas 

a escala global para dar fin a las disputas por el acceso, uso y control de la tierra que han 

alimentado los ciclos históricos de violencia de un CAI, así como para la implementación de 

programas rurales que contribuyan a la construcción de paz en una etapa de post-conflicto 

(Borras, 2007; Fitzpatrick, 2002; Unruh, 2015). Por lo tanto, seguir trabajando sobre la 

fundamentación epistemológica de las reformas agrarias es clave para comprender los cambios 

políticos en los que se fundamentan los esquemas de acceso y explotación de la tierra en un 

CAI (Albertus, 2015; Faguet et al., 2018; O’Laughlin.B et al., 2013).  

En la actualidad, el concepto de reforma agraria, además de los temas tradicionales como la 

redistribución de la tierra y la productividad agrícola, abarca dimensiones sociales, políticas y 

ambientales dirigidas a la transformación estructural de las zonas rurales (Franco & De los 

Ríos, 2011; Li, 2015). Sin embargo, esta nueva configuración del concepto no presta mayor 

atención a las relaciones de poder sobre la tierra, que son las que determinan los esquemas de 

acceso, uso y control de la tierra, ni a los efectos causales que estas tienen sobre los ciclos 

históricos de violencia de un CAI (Albertus, 2015; Albertus & Kaplan, 2013; S. M. Borras, 

2007). 

5.1.3 Evaluando el acaparamiento de tierras en contextos de conflicto armado 

Los análisis del fenómeno de acaparamiento de tierras en Latinoamérica sugieren explorar con 

mayor detenimiento los antecedentes históricos que preceden al llamado acaparamiento de 
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tierras global consecuencia de la crisis financiera y alimentaria del 2008 (Borras et al., 2012; 

Céspedes, 2013). Como tal, los antecedentes históricos permiten comprender la gran variedad 

de procesos, motivaciones y actores involucrados en el acaparamiento de tierras, así como, la 

vinculación de este fenómeno con los procesos de despojamiento territorial de las poblaciones 

rurales (Edelman, 2016; Gras & Cáceres, 2017; Haller, 2019).   

Por lo tanto, esta disertación responde a este llamado integrando el método de análisis histórico 

de contrastes y la teoría de la gestión de los conflictos, para analizar cronológicamente y a 

escala nacional, en el caso de Colombia, los vínculos históricos entre el acaparamiento de 

tierras y el CAI en cada una de sus etapas. Estas técnicas fueron a su vez enmarcadas en los 

avances conceptuales que fundamentan la ecología política de la guerra y el acaparamiento de 

tierras (Capitulo 3).  

Dentro de este contexto, a nivel metodológico esta disertación propone la inserción de una 

nueva etapa al CAI: Antecedentes del CAI. Esta nueva etapa permite analizar los procesos de 

acaparamiento de tierras y despojo territorial que anteceden el estallido del CAI (Figura  3.1), 

e identificar las repercusiones de estos procesos tanto en la estructura agraria como en la 

reconfiguración espacial y temporal del conflicto armado. La disertación confirma la 

importancia que tiene el análisis de los antecedentes históricos en los procesos de 

acaparamiento de tierras y, además, revela el significativo papel que han jugado los actores 

armados del CAI sobre los acaparamientos de tierra (Capitulo 3 y 4). En Colombia, estos 

acaparamientos han estado vinculados por un lado con la intensificación de actividades 

extractivistas, como la agroindustria y la minería, y por el otro, con el control territorial que ha 

enmarcado el crecimiento del narcotráfico en las zonas rurales más afectadas por el CAI 

(Capítulos 3 y 4).    
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5.1.4 Avanzando en la fundamentación de la ecología política de la guerra 

En relación con la ecología política del medio ambiente, esta disertación aplica la 

fundamentación de los conflictos ecológicos distributivos causados por la desigual distribución 

de la propiedad de la tierra y/o por la presión de la producción exportadora (Escobar, 2013; 

Martinez-Alier, 2002). La relevancia de los conflictos ecológicos distributivos subyace en 

entender las implicaciones que tienen las relaciones de poder en la configuración de las 

estructuras de tenencia, los patrones de explotación de la tierra y en el control territorial (Le 

Billon & Duffy, 2018; Mingorría, 2017; Svampa, 2015). Como he mostrado a lo largo de esta 

sección, esta disertación vincula estas cuestiones con los procesos multidimensionales de 

violencia que funcionan a lo largo de las etapas de un CAI.   

En este sentido, esta disertación constata que las disputas por el acceso y control de la tierra, 

que contribuyen a originar y dilatar un CAI, se derivan principalmente de contextos con una 

gran asimetría de poder (Borras, 2007; Faguet et al., 2018). Las relaciones de poder asimétricas 

entre diferentes grupos sociales, como los actores armados, la población rural, las elites agrarias 

y políticas, entre otros (Tabla 1.1), n intereses, motivaciones y valores divergentes sobre la 

tierra y otros recursos naturales asociados a ella, como el agua, los bosques, los minerales e 

hidrocarburos e implican capacidades diferentes y asimétricas para acceder y controlar los 

recursos naturales (Sihlongonyane, 2008; Svampa, 2015).  

Bajo este marco teórico, la disertación aporta varias contribuciones en el marco de la ecología 

política de la guerra. Primero, al analizar la influencia de las relaciones de poder asimétricas 

sobre la tierra tanto en las causas que originaron un CAI, como en las motivaciones que dieron 

lugar a la conformación de los actores armados no estatales (Capitulo 2 y 3). Segundo, al 

explorar el papel que juegan los actores armados en los procesos de acumulación de tierra y 

despojamiento territorial de la población rural que llevaron a mantener o incrementar la 
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asimetría de las relaciones de poder sobre la tierra en las etapas de un CAI (Capítulos 3 y 4). 

Tercero, al poner de manifiesto el importante rol que tienen las políticas y reformas agrarias en 

la construcción de paz y finalización de un CAI, pues brindan mecanismos e instrumentos que 

contribuyen a equilibrar las relaciones de poder entre diferentes grupos sociales sobre la tierra 

(Capitulo 2). Cuarto, al comprender que la asimetría de poder sobre la tierra tiende a 

salvaguardarse en el tiempo porque permite a los grupos sociales más poderosos regular las 

normas que condicionan los esquemas de explotación agrarios, y el acceso, uso y control de 

otros recursos naturales como del territorio (Capitulo 3 y 4).  

5.2 Principales Hallazgos  

5.2.1 El impacto de las reformas agrarias en los acuerdos de paz y los principales  

factores que inciden en su implementación 

En el capítulo 2 de esta disertación se han explorado procesos de reforma agraria en varios 

países con CAI, y se han seleccionado casos similares, a saber, El Salvador, Guatemala, 

Nicaragua y Suráfrica, con el objetivo de encontrar y analizar los factores más relevantes que 

han influido en la implementación de la reforma agraria en la fase de post-conflicto y en la 

construcción de paz en Colombia. 

El inicio de los CAI en  todos los casos analizados involucra disputas violentas por el acceso y 

control de la tierra entre las poblaciones rurales y elites agrarias. Estas disputas son originadas 

por procesos políticos y económicos anteriores que permitieron a las elites agrarias captar 

paulatinamente el poder sobre los esquemas de acceso y explotación de la tierra y a excluir de 

dichos esquemas a las poblaciones rurales. Por lo tanto, las poblaciones rurales excluidas se 

aglomeraron alrededor de movimientos sociales y luchas armadas encaminadas a solicitar 

reformas agrarias que permitiesen el acceso justo de la tierra y la transformación de las 

condiciones de desigualdad. La falta de implementación de dichas reformas motivó que los 
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movimientos sociales y luchas armadas se organizasen alrededor de los actores armados que 

provocaron los estallidos de los CAI (Tabla 2.2).  

En este sentido, los acuerdos de paz se estructuran en torno a una reforma agraria para: (i)  

solucionar los problemas vinculados a las grandes desigualdades sociales que dieron origen a 

los CAI, como la concentración de la tierra, la pobreza y la violencia rural; (ii) aplicar modelos 

de distribución de tierras que permitan a las poblaciones rurales acceder a la tierra en un 

contexto de justicia en la tenencia de la tierra; y iii) implementar programas ambientales, 

sociales y económicos que permitan mejorar las condiciones de vida de las poblaciones rurales, 

especialmente de aquellas que fueron víctimas del conflicto. El cumplimento de estos puntos 

pretende que la reforma agraria contribuya a la construcción de paz en una etapa de post-

conflicto.  

En esta disertación se encontraron varios factores que inciden en la implementación de una 

reforma agraria en la etapa de post-conflicto y toma de ellos los tres más relevantes para el 

análisis del caso colombiano (Figura  2.2):  tipología del modelo de distribución, relaciones de 

poder entre elites y estructura socioeconómica desigual.  

Primero, el modelo de distribución de tierras concebido en la reforma agraria colombiana sigue 

los parámetros distributivos del mercado (Figura  2.3), por lo tanto, omite por completo la 

influencia que han tenido las relaciones de poder sobre los esquemas de acceso y explotación 

de la tierra que han beneficiado históricamente a elites agrarias y políticas. Segundo, la gran 

coalición de poder entre elites políticas y agrarias han obstruido la adopción de leyes y la 

implementación de medidas que permitan el cumplimiento de las disposiciones de la reforma 

agraria. Tercero, los movimientos sociales que se generan a partir de la unión de fuerza entre 

campesinos, minorías étnicas y grupos sociales a favor de los acuerdos de paz son vitales para 
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solicitar al actual gobierno el cumplimiento de los programas rurales pactados que pretenden 

mejorar las condiciones socioeconómicas de las poblaciones rurales históricamente excluidas.   

Considerando el poco interés del Estado colombiano para transformar las dinámicas de poder 

sobre la tierra, esta disertación finalmente sugiere que los actores que históricamente han tenido 

el poder sobre la tierra lo mantendrán en el post-conflicto a costa de las necesidades de la 

población rural. Esto indica que los ciclos de violencia relacionados con el acceso y control de 

la tierra persistirán o aumentarán en la fase de post-conflicto tal y como ha sucedido en los 

otros casos analizados.  

5.2.2 Los procesos históricos de acaparamiento de tierras en Colombia  

Al analizar el fenómeno de acaparamiento de tierras en Colombia, a través de las cuatro etapas 

del conflicto armado (Capitulo 3), esta disertación encuentra los siguientes hallazgos:  

Primero, el acaparamiento de tierras no es un fenómeno reciente, ni se deriva únicamente de la 

crisis energética y alimentaria del 2008. En efecto, esta disertación encuentra que dicho 

fenómeno se puede ver como un cúmulo de procesos superpuestos y atemporales que han 

dejado como principal legado la concentración de la tierra y el despojamiento territorial de las 

poblaciones rurales. Es sobre este legado que el fenómeno histórico de acaparamiento de tierras 

se relaciona causalmente con el CAI.  

Estos procesos se originan en la experiencia colonial; se forjan en la era republicana, a través 

de los procesos de privatización de tierra publica dirigidos a industrializar e intensificar la 

agricultura; se estructuran en la década de los 90 alrededor del narcotráfico que impulsó  la 

expansión del cultivo de coca  y del modelo neoliberal de apertura económica que promovió la 

exportación de materias primas agrícolas, mineras e hidrocarbúricas; y se externalizan para 

superar la crisis del 2008 al seguir las tendencias latinoamericanas de acaparamiento de tierras 
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que implicó la compra de grandes extensiones de tierras intrarregionales enfocadas, 

principalmente, a la producción de alimentos y agrocombustibles, pero también a la masiva 

extracción de recursos forestales y mineros. 

Segundo, los actores armados del conflicto han desempeñado un papel en los procesos de 

acaparamiento de tierras igual de nefasto al de otros actores nacionales y acaparadores 

extranjeros. En este sentido, esta disertación encuentra que los actores armados han acelerado 

los procesos de concentración de la tierra y de despojamiento territorial de las poblaciones 

rurales para favorecer simultáneamente la expansión, tanto del narcotráfico, como de las 

actividades económicas relacionadas con la producción de agrocombustibles y la extracción 

del oro (página 107). Asimismo, esta disertación revela que dichos procesos se produjeron con 

mayor fuerza durante el crecimiento tanto del pie de fuerza como de la presencia territorial de 

las FARC y AUC, entre los años de 1987 y 2012. Posteriormente se ralentizan durante las 

negociaciones de la Habana y después del acuerdo de paz entre las FARC y el Estado, en el 

periodo 2012-2017. Finalmente, se focalizan y cobran fuerza en el post-conflicto en aquellas 

regiones donde los actores armados han transformado a la población rural en fuerza laboral 

para la extracción, producción y comercialización de la pasta de coca y de materias primas 

como el cultivo de palma y el oro.  

Tercero, el CAI ha moldeado los patrones históricos de acceso y control de la tierra a tal punto 

que el desplazamiento forzado de la población rural llegó a constituirse durante el 

escalonamiento del conflicto como el principal mecanismo de apropiación de tierras, relegando 

a otros mecanismos históricamente importantes como la adjudicación y compra masiva de 

tierras públicas. El ejercicio de este mecanismo involucra coaliciones de poder entre actores 

armados, elites agrarias, narcotraficantes, empresas nacionales y extranjeras para vulnerar con 

mayor agilidad, respecto a otros mecanismos, los derechos de propiedad individual o colectivo 
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que han tenido las poblaciones rurales sobre la tierra, así mismo envuelve a elites políticas 

regionales y nacionales las cuales contribuyen a legitimar la apropiación ilegal de la tierra.    

Cuarto, la principal motivación que han tenido los diferentes acaparadores nacionales y 

extranjeros para acaparar la tierra en Colombia converge en la oportunidad que representa para 

ellos ganar y ejercer cierto grado de poder sobre los territorios. Captar el poder territorial 

permite a los acaparadores influir sobre los medios locales de producción agrícola y los 

esquemas de acceso, uso y control del agua, los bosques y los minerales que son parte 

fundamental de los medios de vida de las poblaciones rurales. En este sentido, los procesos de 

restitución de tierra resultantes de la implementación de la Ley de Victimas y de Restitución 

de Tierras del 2011 han sido vitales para investigar, condenar y evitar los acaparamientos de 

tierra que involucran coaliciones de poder entre otros acaparadores nacionales, actores armados 

y acaparadores extranjeros.  

5.2.3 La relación entre conflicto armado y la agroindustria 

Al rastrear empíricamente las relaciones entre los cambios del área cosechada de los principales 

cultivos agrícolas y las formas de violencia asociadas al CAI en cada uno de los departamentos 

que componen el territorio colombiano, esta disertación corrobora  que las formas de violencia 

asociadas al CAI han permitido incrementar el área cosechada de los cultivos agroindustriales 

en el país durante el escalonamiento del CAI (Capitulo 4).  

En este sentido, esta disertación revela que los desplazamientos forzados contra la población 

rural han contribuido a expandir, tanto el área cosechada de cultivos agroindustriales 

exportables, con alto valor agregado y de múltiples usos como la palma de aceite y caña de 

azúcar, como de otros cultivos agroindustriales que se orientan principalmente al consumo 

interno como el arroz y el maíz amarillo. Adicionalmente, esta disertación sugiere que en 

ambas direcciones, sea la exportación o el consumo interno, el crecimiento de los cultivos 
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agroindustriales ha involucrado otras formas de violencia que suelen ser menos visibles, entre 

ellas se encuentran los homicidios, confinamientos, desapariciones forzadas, lesiones físicas y 

psicológicas, pero que han contribuido a generar el despojo territorial de la población rural que 

a menudo envuelven “acciones legítimas” de apropiación de tierra como compra-ventas 

masivas o individuales, arrendamientos y alianzas empresariales en condiciones de desigualdad 

entre la población rural y empresarios agrícolas. 

Por otra parte, esta disertación sugiere que la expansión del cultivo de coca no está vinculada 

con el desplazamiento masivo de la población rural, por el contrario, involucran otras formas 

de violencia como los homicidios, las desapariciones forzadas y el confinamiento, que a 

menudo son perpetradas por los actores armados y narcotraficantes para obligar a la población 

rural a cambiar el uso tradicional de sus suelos y transformarlos como fuerza laboral en todo el 

proceso de producción y tráfico de la coca o para evitar cualquier intento de sublevación al 

orden establecido que atenten sus intereses comerciales sobre el territorio.   

5.3 Líneas futuras de investigación  

5.3.1 Incorporando otras tipologías de conflictos violentos a gran escala  

Esta disertación sugiere que las investigaciones que buscan comprender con mayor detalle la 

relación entre recursos naturales y los conflictos violentos de gran escala deben incorporar otras 

tipologías de conflicto diferentes al conflicto armado interno, para lo cual se propone usar 

experiencias de países que han atravesado conflictos armados internacionalizados (ej. Vietnam, 

Iraq, Afganistán) o escenarios de tensión (ej. Brasil, Chile, India, etc.) los cuales pueden incluir 

enfrentamientos violentos, represión, golpes de estado, atentados u otros ataques (Escola de 

Cultura de Pau, 2016). Con lo anterior se pretende tener una visión histórica más amplia de los 

procesos políticos, económicos y sociales a través de los cuales se han excluido a las 

poblaciones rurales de los esquemas de acceso y explotación, tanto de la tierra, como de otros 



209 

 

recursos naturales asociados a ellas y si dicha exclusión ha tenido relevancia como el en caso 

Colombiano en la configuración de dichos conflictos o tensiones.  

Para el análisis del caso Colombiano, esta disertación sugiere contemplar países cuya 

resolución del CAI se haya provocado por otros procesos distintos al acuerdo de paz, por 

ejemplo: Angola, Filipinas, Ruanda y Sri Lanka. Esto permitiría extraer lecciones para el 

fortalecimiento de las políticas rurales, agrarias y de restitución de tierras encaminadas a la 

construcción de paz en situaciones de post-conflicto.    

5.3.2 Interdisciplinariedad, diferentes grupos sociales y regiones del fenómeno del  

acaparamiento de tierras en Colombia 

La revisión de la literatura de esta disertación, así como el avance de las sentencias que 

envuelven los procesos de restitución de tierra derivados de la Ley de Víctimas y Restitución 

de Tierras del 2011, sugieren que tanto las escalas de acaparamiento de tierras y como del  

despojamiento territorial difieren entre diferentes actividades económicas, grupos sociales y 

departamentos. Esta disertación, por lo tanto, sugiere una investigación continua e 

interdisciplinar para mapear las escalas y geografías del acaparamiento de tierras que han 

tenido lugar durante el escalonamiento del CAI.  

Por lo tanto, una posible investigación futura podría explorar estas cuestiones integrando otras 

variables de categorización presentes en las bases de datos del Registro Único de Victimas, 

tales como la municipalidad, el género y la pertenencia étnica de las víctimas del conflicto. 

Esto a su vez permitiría explorar el impacto del fenómeno de acaparamiento de tierras desde 

las diversas reacciones locales y como se han integrado dichas reacciones en los movimientos 

sociales que persiguen la reparación integral de sus territorios.    
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Adicionalmente, esta disertación sugiere para futuras investigaciones trabajar en terreno con el 

fin de identificar y comprender el rol que han jugado las distintas formas de violencia tanto en 

el desarrollo de los proyectos agroindustriales como de actividades económicas y energéticas 

(ej. turismo, construcción de represas, minería etc.) que requieran  el acceder, usar y controlar  

la tierra. Aun cuando, los vínculos entre actores armados, elites políticas y empresarios hayan 

generado desplazamientos masivos para consolidar estas actividades en los territorios, se debe 

recordar que las otras formas de violencia también contribuyen al despojo y marginalización 

de la población rural. 
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